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PRESENTACION

El Instituto Nacional de Administración Pública, A. e., fue creado hace 35
años. Desde sus inicios, en 1955, se propuso promover y estimular el estudio de
la administración pública, capacitar a los servidores públicos, prepararlos tanto
antes de su ingreso a la administraci6n como durante el ejercicio de sus fun­
ciones, y difundir la cultura administrativa. Para este último propósito, entre
otros medios, publica la Revista de Administraci6n Pública, cuyo número 76 es
el presente.

Su primer presidente, Gabino Fraga, en tantos sentidos admirable, es maestro
aún de las generaciones presentes gracias a su obra trascendental, su Derecho
Administrativo de 1934, objeto posteriorrnente de múltiples ediciones, impres­
cindible para los estudiosos y los estudiantes también hoy.

Dentro del Instituto y por encomienda del entonces Presidente electo de la
República, Adolfo L6pez Mateas, el maestro Gabino Fraga elabor6 el proyecto
de "Ley Orgánica de la Administración Pública Federal Mexicana" en el que ya
proponía la creaci6n de un Departamento de Planeaci6n, Inversiones y del Pre­
supuesto; en él también incorporaba el pensamiento de los miembros del Instituto
y se pugnaba por el establecimiento de un Estado de derecho más profundo y
amplio mediante la responsabilidad del Estado y el contencioso administrativo,
el control de la legalidad de los actos de la administración pública, con plena
jurisdicción, con posibilidad de una reparación patrimonial.

Posteriormente, nuestro Instituto ha participado en los sucesivos cambios de
gobierno, sea por conducto de sus miembros (mediante la presentación de po­
nencias en los diferentes foros de consulta que se han abierto) o sea institucio­
nalmente. presentado trabajos para ser incorporados tanto a los planes básicos,
como a los de gobierno que se han elaborado.

El Instituto Nacional de Administración Pública se ha convertido en un puente
de comunicación del estudioso con los gobiernos y sus respectivas administracio-
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nes, Ha contribuido igualmente a la creación de una cultura administrativa, no
sólo en beneficio del servidor público, sino particularmente de la comunidad,
para facilitarles el conocimiento y la comprensión de los fenómenos adminis­
trativos.

Así ha participado y así ha sido precursor de ideas como la descentralización
y la desconcentración administrativas, los controles modernos de la adminis­
tración pública, los métodos y técnicas para mejorar el servicio público y a
quienes en él colaboran en tareas destinadas al perfeccionamiento de la admi­
nistración pública, siempre con miras de un eficaz servicio a la sociedad.

De ahí su labor amplia en materia de docencia, con programas de posgrado,
de especialización, de actualización y especiales de acuerdo con los requeri­
mientos institucionales. De ahí también su tarea fecunda de difusión de la cul­
tura administrativa, con su ya amplio cúmulo de publicaciones y de conferencias
sobre la materia impartidas en todas las entidades federativas. De ahí asimismo
el estímulo a la creación de tal cultura mediante el Premio Anual en la materia,
que es tradición entregue el Presidente de la República cada año.

Igualmente, entre las múltiples actividades que nuestra institución desarrolla,
la constitución de un acervo para el conocimiento de la administración. Su biblio­
teca se ha acrecentado en los últimos años y se está convirtiendo en uno de los
centros de documentación más importantes sobre las ciencias que estudian la
administración pública.

Quizás por la vocación federalista del Instituto, descuella como un logro im­
portantísimo la creación de los institutos estatales, impulsados por Andrés Caso,
su tercer presidente.

No bastaría el fomento de la cultura y capacidad administrativas nacionales
si no lo acompañamos con el de las administraciones estatales y municipales,
incluso llendo más allá, si no lo acompañamos también con el acrecentamiento
de la capacidad administrativa privada y social en nuestro país. Sólo con me­
jores administradores públicos, privados y sociales, garantizaremos la soberanía
nacional, la autonomía estatal y la libertad municipal.

Es por ello una preocupación constante del Instituto propiciar el conocimiento,
la responsabilidad y la participación de todos los ciudadanos de México, perte­
necientes al sector privado, al sector social o al ámbito público, porque sabemos
que la solución de los problemas del país nos atañe a todos y que sólo partici­
pando responsablemente tendremos soberanía nacional, autonomía estatal y liber­
tad municipal y, todas, lo que es más importante, para que el ser humano pueda
desarrollarse y vivir en la dignidad, en la libertad y la solidaridad, que hemos
decidido como bienes supremos los mexicanos.

Una contribución más en este sentido la constituyen los artículos presentados
a la consideración del lector en este número. Miembros y amigos del INAP
han prestado su colaboración para abordar temas de actualidad y de interés para
estudiosos, practicantes y ciudadanos, la cultura administrativa se enriquece
con ella.

INSTITUTO NACIONAL DE ADMINISTRACION PUBLICA, A. C.
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LA REFORMA DEL ESTADO"

Carlos Blanco

Como se puede suponer, lo que vaya
plantear es una reflexión que parte de
la experiencia venezolana. En ella, como
es obvio, hay muchas similitudes con
otros países de la región, pero también
hay diferencias. No pretendo, entonces,
que las consideraciones que siguen sean
aplicables siempre. Son una materia pri­
ma para la comparación beneficiosa en
lo que sí es común: nuestro afán por la
modernización profunda de América La­
tina.

El planteamiento en relación a la Rc­
forma del Estado es indispensable en­
marcarlo dentro de la situación que vive
nuestra región. De lo contrario, podría­
mos incurrir en el error de formular
propuestas abstractas de modernización,
incapaces de conectarse adecuadamente

'* Ponencia presentada en la ceremonia
conmemorativa del XXXV Aniversario del
INAP, el 26 de abril de 1990, en la ciudad
de México.

con lo que son las demandas y posibili­
dades de nuestras sociedades.

No sería pertinente intentar un diag­
nóstico de América Latina en el marco
de esta exposición, pero sí existen al­
gunas notas gruesas que no pueden dejar
de apuntarse. Se reconoce, hasta la sa­
ciedad, que el continente experimenta
una compleja y delicada crisis desde
hace algunos años. Para un cierto en­
foque coyuntural, se trataría del asedio
de los problemas de la deuda externa
-que ha venido a hermanar en la pe­
nuria a nuestros países-, la reducción
de los precios de las materias primas
que se exportan, y la decidia de go­
biernos.

No se puede negar que estos factores
concurren a desatar la presencia omi­
nasa de la crisis. La pregunta que hay
que formular es por qué razón ni pu­
dimos prever adecuadamente lo que se
avecinaba, ni disponer de las herramien­
tas apropiadas para enfrentarlo. El pro­
blema de fondo alude a que la crisis
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econ6mica se relaciona con las caracte­
rísticas estructurales de las sociedades
latinoamericanas, con un tipo de creci­
miento que se ha vuelto inviable y con
una peculiar y progresivamente inade­
cuada inserci6n en la economía mundial.

Un estilo de consumo, de producción,
de inversión y de distribución es el que
se ha manifestado como improcedente,
hasta un punto tal que, si por vía de
hipótesis, los problemas de la deuda y
de las exportaciones se atenuaran, pero
no se produjesen cambios sustanciales
internos en nuestras economías, a la
vuelta de pocos años estaríamos de nue­
vo enfrentados a los mismos padecimien­
tos de hoy.

El reajuste estructural se ha hecho
inaplazable. Lo que para otros países
fue la guerra o su ubicación geopolíti­
ca mundial, en el sentido de ser estí­
mulos para su transformación, hoy lo
es para nosotros esta crisis que no
cesa, aunque se atenúe en sus mani­
festaciones más brutales.

Al lado de esta gruesa cnsis econó­
mica concurre otro fen6meno de gran
importancia. Se trata de la crisis polí­
tica que experimenta la región. Esta
crisis se ve opacada por varias razo­
nes. Una, se refiere al papel ideológico
que desempeña la situación económica.
Esta, que es obviamente cierta, tam­
bién cumple el papel de oscurecer la
circunstancia política de las sociedades.
Decir que la crisis es s610 econ6mica
a veces tranquiliza la conciencia de ac­
tores políticos que viven y expresan una
profunda crisis.

La otra razón es que el florecimiento
democrático en América Latina lleva
a muchos a pensar que hemos salido
del periodo de dificultades más agreste,
cuando en realidad la democratización
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del continente tiene que ser pensada cn
el marco de un proceso que, en modo
alguno ha concluido. Los gobiernos
democráticos del continente -los viejos
y los nuevos- están enfrentados al pro­
blema de su viabilidad. Es el recono­
cido problema de la gobernabilidad de
la democracia.

Podemos y debemos sentirnos orgu­
llosos del avance democrático en la re­
gión, pero ello no es más que una exce­
lente perspectiva, producto tanto de
la aspiarción de los pueblos, como de la
incapacidad evidente del autoritarismo
"salvacionista" que se enseñoreó en bue­
na parte del continente. Se ha demos­
trado, fehacientemente, que las dicta­
duras no son salida alguna para la crisis
y sus pretendidas victorias lo han sido
sobre la base de la expoliación de sus
ciudadanos.

Sin embargo, no está demostrado que
las democracias latinoamericanas sean
eficientes para abordar los problemas y
desafíos que tienen ante sí. De esto se
trata en este interesantísimo periodo de
nuestra historia.

La situación es compleja, pues el
avance democrático tiene lugar en
el marco de un profundo reajuste en el
campo político. Rápidamente se ha pues­
to en evidencia que en las democracias,
sobre todo en las de más antigua data,
los actores políticos fundamentales es­
tán viviendo un periodo de pérdida, a
veces aguda, de representatividad. Los
partidos políticos, que históricamente
han encarnado la lucha por la conquis­
ta y consolidación de un régimen de
libertades, han venido experimentando
un desgaste evidente.

En algún sentido y en alguna medida
muchos partidos ya no son la encarna­
ción de la aspiración de lucha y movi-



lizaci ón de los pueblos. sino represen­
taciones de form as autoritarias. No deja
de producir un cierto desasosiego el que
linos cuantos partidos se aferren a los
antiguos paradigmas, incluso con más
fuerza, en la medi da en que se vienen
demoliendo los modelos que h istór ica­
mente les sirvieron de inspiración.

EHa carencia de rep resenta tividad
profun da de muchos partidos es un ele­
men to cr ítico del pa norama polí tico e
ingrediente sign ificativo de los desajus­
tes que el sistema democrático viene
experimentando .

Concurrente con este proceso está
otro de no menor relevancia. Se trata
del deterioro creciente dc las inst itu­
ciones del Estado . tambi én afectadas
por la pérdida creciente de representa­
tividad . Es posible adver tir cómo mu­
cha s instituciones, especialmente las cá­
maras legislativas . el poder judicial, la
administración central y empresas e ins­
titutos públicos. vienen padeciendo una
pérdida inmensa de credibilidad ante
los ciud ada nos.

Muchas veces se piensa que su des­
prestigio proviene de una deliberada
campaña de quienes qu ieren reducir al
Estado a escombros insignificantes, pero
la verdad es que tales campañas , cuan ­
do existen , aprovechan rea lidades que
no se pueden desconocer. La institucio­
nulidad est á profu ndamente debili tada
por su ineficie ncia, por su desapego al
ciud adano, por la erosión que el clien­
telisrno le ha infligido.

La concurrencia de la CrtSIS econ ó­
mica y política ha permitido la apa ri­
ció n de una crisis social sin anteceden­
tes en la reg ión. No se trata sólo del
fenómeno, ya antiguo, de masas empo­
brecid as de la población. La democra­
cia siempre se ha sentido comprometida

con estos sectores sociales y muchas de
sus políticas han intentado paliar las
aristas más agudas de la pobreza. Ahora
nos enfrentamos a una situación de po­
breza estructural , creciente, capaz de ir
aba rca ndo a los sectores de clase media
que en muchos pa íses han sido el pro­
dueto y la base más acabada del régimen
democrático.

Pobreza que ya no se muestra como
insuficiencia o desajuste temporal, sino
como ingrediente estructural, expansivo,
de la realidad de nu estras sociedades .
Lo más grave es que en no pocas opor­
tunidades, las polít icas sociales, conce­
bidas como ligeros pali ativos a las cir­
cunstancias, no sólo no resuelven los
problemas bás icos sino que a veces tien­
den a ser factores de reproducc ión amo
pliada de los sectores depauperados de
a sociedad.

En medio de esta situación, apenas
bosquejada. se da un amplio campo
para la descomposición, expresada en
una pérdida o ausencia de los valores
propios de una democracia pujante. La
corrupción se convierte, entonces, en
una práctica que amplía su territorio y
que carcome bu ena parte del lidera zgo,
dejando a la deriva a amplís imos sec­
tores de la juven tud .

No se puede afirmar que la demo­
cracia no haya significado conquistas
trascendentales, como en efecto signi­
fica. Lo que se pone de relieve es que
estamos en pre sencia de un punto de
inflexión crít ico para América Latina.
Si no se aborda de la manera más ade­
cuada. se cor re el riesgo de que preva­
lezca el estancamiento, cuando no un
sensible retroceso.

Esta situación latinoamericana se da
en el marco de un proceso mundial
extremadamente sugeren te y complejo.
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Hasta no hace mucho, una parte sus­
tancial de la intelectualidad latinoame­
ricana abrevaba en los paradigmas teó­
ricos vigentes en el planeta. Había para
todos los gustos y todas las posiciones.
Pero los dispositivos conceptuales, los
modelos societarios, los clásicos "ejem­
plos", han venido demoliéndose de
modo inmisericorde.

El arsenal conceptual con el que mu­
chas veces se trató de resolver apre­
miantes cuestiones se ha mostrado inefi­
ciente, allá y aquí. Ni demasiados
ejemplos, ni guías, ní maestros. En me­
dio de una crisis profunda y en la for­
midable encrucijada de tener que en­
contrar, sin apelación, las respuestas a
los retos de hoy, por nosotros mismos.

Si se hace una reflexión global se
puede apreciar que no es una equivo­
cación ante la cual estamos, ni tampoco
una acumulación de ellas. Es, más bien,
el cuestionamiento a la forma de enten­
der y manejar espacios tradicionales. La
relación entre la política y la economía,
entre el Estado y la sociedad civil, en­
tre los ciudadanos y la colectividad, ha
entrado en una fase crítica para la cual
los instrumentos conocidos muestran su
debilidad e inoportunidad.

El propio espacio de la política, lan
circunscrito y colonizado por sus propie­
tarios cuasiprivados -los políticos-,
ha venido experimentando la presión
hacia una transformación sustancial. No
está en el campo de la anécdota la re­
apropiación de la polítiea por técnicos,
poetas y literatos, en diversas partes del
mundo. ¿Se trata de una "invasión" a
la política o de una desaparición de lo
que ha sido hasta ahora este coto ce­
rrado, para dar lugar a una reintegra­
ción de lugares sociales aparentemente
escindidos?
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Se está redefiniendo el Este. junto
con las estatuas se derriba una manera
de entender el poder y la sociedad. Fe­
necen estilos y modelos. Pero no es el
momento de ese canto de victoria, un
tanto ingenua, que se escucha en algu­
nos territorios de Occidente. Aquí tam­
bién habrá cambios, ya preludiados en
las formidables experiencias europea,
asiática y norteamericana. Quizá una ex­
presión condensada de lo que está acon­
teciendo nos la da el proceso alemán:
la República Democrática Alemana vive
una asombrosa mutación, pero Alema­
nia Federal vive otra, que es su contra­
partida, de la misma dimensión.

Y, a todas estas, ¿América Latina?
¿Quedará relegada de estas tendencias?
¿Está destinada a un nuevo periodo en
el que se puede prescindir de e\la? No
parece factible que así ocurra. Con sus
peculiares procesos y ritmos, está afec­
tada de la misma corriente de cambios
mundiales, ha tropezado con inviabili­
dades similares, está exigida por sus
pueblos como nunca antes.

América Latina inexorablemente se
articulará a este proceso. La discusión
consiste en relación a la capacidad de
hacerlo por sus propios medios o me­
diante la imposición de ciegas tenden­
cias que la volverán a colonizar. El con­
tinente es parte de la apuesta global en
la que se debate el mundo y no nos
queda sino asumir el desafío.

No me corresponde profundizar hay
sobre este aspecto, pero quisiera enfa­
tizar que las reformas a las que se en­
cuentra avocada la región forman palie
de una crisis de carácter civilizador. Son
formas estructurales y culturales las que
han entrado en una fase de revisión y
hasta de colapso. Modos de aprehen..
sión, estilos de existencia, maneras de
gobernar y de participar. Van emer-



giendo nuevas fuerzas, se hacen presen­
tes nuevos códigos y lenguajes, de tal
manera que la transformación a la que
estamos enfrentados no implica sólo
procesos y estructuras, sino también la
de los sujetos mismos de ese cambio.

Lo que hemos querido enfatizar es la
existencia de un ambiente mundial pro­
picio a los cambios y la necesidad de
América Latina de insertarse en esta
dinámica, que, por lo demás, está soli­
citada por su propia crisis.

Si se hace un análisis de nuestras
limitaciones e incapacidades, rápida­
mente nos topamos con el Estado. El
Estado latinoamericano adolece de al­
gunas características que son las que le
impiden comportarse con la adecuada
flexibilidad para afrontar los desafíos
de este momento. Las fundamentales
son centralismo, partidismo, clientelismo
y pérdida o falta de institucionalidad.

El centralismo no es sólo un hecho
administrativo, es la forma en la que
tendieron históricamente a constituirse
nuestras sociedades como producto de
las exigencias de la integración nacional
y del modo en el que se conformaron
los flujos de recursos. Este proceso, que
adquirió distintas modalidades según las
circunstancias, significó el despojo cre­
ciente de competencias de las diversas
instancias territoriales. Los estados o
departamentos y los municipios, se víe­
ron sometidos a un progresivo raqui­
tismo institucional.

El resultado no fue otro que una con­
centración de poderes en el centro polí­
tico e institucional, despojando a la pe­
riferia provincial, por una lado, y la
ciudadanía, por el otro, de posibilidades
de intervención en los asuntos de la
vida pública.

El centralismo pasó a conformar las
características más relevantes del Estado
latinoamericano, adquiriendo, por ese
medio, una peculiaridad autoritaria, ca­
paz, incluso, de someter el espiritu de­
mocrático de muchos gobernantes.

En el curso del desarrollo democrá­
tico el papel de los partidos políticos
es naturalmente relevante. Sin embargo,
el escaso desarrollo de la sociedad civil
y el centralismo estatal, generaron una
tensión para propiciar una deformación
de la función partidista. Los partidos se
vieron compelidos a ser parte de la es­
tructura estatal -sobre todo los más
importantes-, como una vía para ob­
tener lo que una sociedad civil débil no
podia directamente lograr. Esta orienta­
ción los ha ido identificando progresi­
vamente con el Estado y los ha articu­
lado como parte privilegiada de su en­
granaje.

La consecuencia más directa ha sido
el desarrollo de un estilo clientelar en
la política. La fuerza de los partidos ha
venido derivando cada vez más de su
capacidad de intercambiar puestos y pre­
bendas a cambio de apoyo político. Esto
no sólo ha pervertido a los partidos, sino
que también lo ha hecho con el Estado.
El aparato público es, cada vez más, un
territorio colonizado por las demandas
clientelares, descapitalizándose perma­
nentemente en el factor humano por la
presión de los vaivenes político-parti­
distas.

El carácter gelatinoso del Estado tie­
ne como expresión más directa la falta
o pérdida de institucionaildad. El poder
no reside donde la Constitución y las
leyes señalan, sino en instancias -fre­
cuentemente partidistas- que la subya­
cen y dominan. Ni es el Congreso el
que, en rigor, legisla; ni es el Poder
Judicial el garante del Estado de De-
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Techo. Es una institucionalidad profun­
damente debilitada que va a tener con­
secuencias muy severas respecto al po­
der mismo del Estado.

Las repercusiones de esta dinámica
son vastas. La principal es que el Estado
latinoamericano, pese a su apariencia
de fortaleza, es profundamente débil.
Ciertamente está extendido y también se
puede señalar que tiene una capacidad
de interferencia microsocial bastante am­
plia, pero en cuanto a su capacidad
real de intervención, dirección y regu­
lación efectivas, se puede afirmar que
es débil y frágil.

El intervencionismo estatal que tan­
to se critica debe ser acotado, porque
de lo contrario se incurre en perver­
siones analíticas. No es una capacidad
de intervención en el sentido keyne­
siano, capaz de promover una orienta­
ción estratégica de la sociedad. Por el
contrario, si alguna característica tiene
el Estado latinoamericano es que es el
lugar de todas las presiones, sin que
pueda muchas veces lograr definiciones
estratégicas.

No obsta tal condición para que el
Estado esté, como está, sobreextendido.
Es amplio, pero débil; grande, pero
fofo; omnipresente, pero inútil. Se pue­
de percibir esta dinámica con mucha
fuerza en el campo de la economía: tie­
ne una capacidad invasiva en el campo
microeconómico, pero carece de fuerza
y habilidad para la dirección macroeco­
nómica de Ia sociedad.

El Estado se conforma de este modo
porque está colonizado por los intereses
de grupos y partidos, lo cual va paree­
lándolo internamente. El Estado es una
inmensa federación, cuya repercusión in­
mediata es la más resonante ineficiencia.
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La ineficiencia estatal va generando
una tensión con la ciudadanía que, cada
vez más, demanda del Estado. Esta pre­
sión hacia el sector público y su inca­
pacidad para responder crea las condi­
ciones para el surgimiento de lo que
se podría llamar un "Estado paralelo".
Es el de la corrupción, el de las comi­
siones, las coimas o mordidas. Porque
por esta vía sí se logra lo que por la
de la intitucionaildad se muestra como
difícil o imposible.

La corrupción sienta sus bases ob­
jetivas en este proceso que, al legitimar­
se socialmente, se convierte ulterior­
mente en una modalidad de "acumu­
lación originaria" para algunos sectores
sociales. En particular los que tienen
una vecindad más estrecha con el Es­
tado. Así es como se propicia la corrup­
ción de muchos sectores ligados a la
política y a los negocios con las insti­
tuciones públicas.

La sociedad civil es, en este marco,
la eterna preferida. En muchas de nues­
tras sociedades es de escaso o mediati­
zado desarrollo, tal condición es la que
permite el que el Estado la permee deci­
sivamente, tanto, que podríamos decir
que la sociedad tiende a ser una so­
ciedad-de-Estado. El ciudadano, en el
más profundo y democrático sentido del
término, en cuanto actor social, centro
de deberes y derechos, no pasa de ser
una ficción jurídica. Ha sido sustituido
por organizaciones paraestatales que ac­
túan en su nombre y que, en la prác­
tica, ejercen una relación autoritaria ha­
cia la sociedad.

En este contexto hay que hacer una
nueva referencia a los partidos políti­
cos. Estos han sido piezas fundamen­
tales para la consolidación y el desarro­
llo de la democracia, pero progresiva­
mente han cambiado su papel. De su



característica original, qu e los hacía una
emergencia y expresión de la sociedad,
en la mayoría de Jos casos de sus es­
tratos más pobres, pasaron a ser ele­
mentos articulados básicamente al Es­
tado, En vez de ser la voz de la calle
ant e las alturas, pasaron a ser la voz
de las alturas ante la calle. Sólo en las
campañas electorales recuperan su con­
tacto con los ciudadanos, de manera fu­
gaz y parcial . porqu e es el mecanismo
que legitima su papel en el Estado.

Oc este modo han desarrollado una
relación autoritaria con la sociedad, En
la medid a en que ésta ha madurado.
como producto, entre otras cosas, de la
propia gestión democrát ica original de
los partidos, la demand a sobre ellos se
hace más aguda y las críticas más in­
tensas. La crítica no tiene entonces un
carácter antidemocrá tico, sino, por el
contrario, demuestra la vigorización cre­
cien te de la ciudadanía en la defensa
de sus derechos. Esta crítica no pro­
viene sólo de los qu e no militan en los
partidos, sino con mayor frecuencia de
sus propios integrantes o adherentes,
quienes tiend en a ser las víctimas pri­
vilegiadas del autoritarismo que se de­
nuncio.

Este conjunto de problemas tiene una
respuesta en la reforma del Estado, qu e
no es sino el otro nombre de la refor­
ma de la sociedad. T iende a ser una
respuesta moderna a la crisis, que no

_considera la democracia como un obs­
táculo, sino como un poderosísimo ins­
trumento para afron tarla.

La reforma implica camb ios legales,
para modernizar el disposilivo jurídico
de una sociedad; implica camb ios tec­
nol6gicos, para promover nuevas formas
de gesti6n pública; implica cambios ad­
mini strativos, para producir las adecua­
ciones pertinentes en el sector público.

Pero es más, mucho más que eso. La
reform a del Estado es principalmente
un proceso de redis/ribuci6n horizontal
y vertical del poder. Horizont al en el
sentido de que va desde los centros te­
rriloriales hacia la provincia; vertical en
el sent ido de que Va desde los núcleos
que concen tran el poder hacia la ciuda­
da nía .

Se puede afi rmar que la reforma del
Estado es el más audaz proyecto de
modernizaci6n radical de la sociedad,
que los sistemas democráticos de los
países en desarrollo pu edan haberse pro­
puesto. Especial mente en el marco de
la crisis que agobia a la sociedad latino­
americana y del violento proceso de
transformaciones mundiales que actual­
mente se vive.

Sin grandilocuencia, es posible soste­
ner que éste puede constituir el gran
proyec to latinoamericano con el que una
América Latina modern izada puede ama­
necer el próximo siglo. Hay que enfa­
tizar que los problemas económicos no
pueden resolverse, seria y duraderamen­
te, fuera del marco de una transforma­
ci6n integral de la sociedad y del Es­
tado .

Los aspectos fund amentales que,
desde la perspectiva en qu e hemos
trabajado el problema, es necesa rio abor­
dar son:

l . Las reformas políticas. Este aspecto
tiene el prop6sito de producir una
intensa y crecient e parti cipación ciu­
dadana. al mismo tiempo que se
propone mejorar la representativi­
dad , promoviendo una más estrecha
relación entre los electores y los ele­
gidos. Significa moderniz ar el siste­
ma electoral; reformar los mecanis­
mos de los partidos para la selecci6n
de sus autoridades y sus candidatos
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a los distintos organi smos de elec­
ción ; hacer transparentes los meca­
nismos de financiamiento de los
partidos, democratizar los movimien­
tos sindicales y gremiales; desarro­
llar el poder municipal ; en nuestro
caso, la elección popular de gober­
nadares y alcaldes; y el reforzamien­
to de los valores de la democracia.

2 . La descentralización . Esta se con­
viert e en una línea maestra fun da­
mental que se despliega en los
campos político. administrativo y
econ6mico-financiero . El prop6sito
es impulsar la democratización y, al
mismo tiempo. descongestionar al
nivel central del Estado con el pro­
pósito de impulsar una creciente efi­
ciencia en su desempeño. La des­
centralización implica un nuevo tipo
de integraci 6n territorial y una nue­
va manera de relacionarse el Estado
con el ciudadano.

3. La modernización administrativa. La
administración pública es una clara
manifestaci6n condensada del tipo
de poderes que se ejerce en una
sociedad, tanto en su estructura ,
como en su funcionamiento y en la
política de personal. En esta pers­
pectiva se hace ind ispensable insis­
tir en los nudos fundamentales del
proceso administrativo, el más rele­
vante de los cua les es el relativo al
personal, en general, y en particular,
el de nivel gerencial en una primera
etapa. De allí que sea necesario

.enfatizar en el planteamiento díri­
gido a la profesionalización de la
gerencia pública , como un paso de­
cisivo para desterrar el clientelismo.
Del mismo modo es indi spensable
avanzar en la principal manifesta ­
ción del Estado ante los ciudadanos ,
que son los procedimientos admi-
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nistrativos, para proceder 3 su sim­
plificación.

4. La modernización del Estado de De­
recho . Una democracia no existe sin
un Estado de Derecho sólido y COn­
fiable, per o en periodos de incer­
tidumbre, como los que provoca la
crisis, esta demanda es aún más
urgente . Se convierte en el único dis­
positivo para atenuar la incertidum­
bre, mediante el esta blecimiento de
reglas claras y confiables del juego.
La reforma del poder judicial; la
moderni zación legislativa; la trans­
formación del sistema penal-peniten­
ciario; la creaci6 n de instrumentos
para la defensa del ciudadano ante
la violencia del pod er; constituyen
instrumentos de esta tra nsfo rmaci ón .

5. Modernización de las políticas pú­
blicas. La forma en la qu e los Es­
tados conciben, deciden, ejecutan,
controlar y evalúan , las políticas es
parte de nuestro drama. Se hace
indi spensable un proceso de tran s­
formación para que la formación de
las polít icas públicas responda a los
intere ses generales de la sociedad .
En particular se puede ejemplificar
con la relación entre las políticas
económica y social, que frecuente­
mente marchan hacia objetivos ge­
nerales distintos, convir tiéndose la
segund a en la parie nte pobre de la
primera, comprometiendo de este
modo los fines del Estado democrá­
tico y social de derecho.

6. Desar rollo de la sociedad civil. Esto
imp lica un esfuerzo para que las dis­
tintas formas de expresión y organi­
zación de la sociedad puedan aflo­
rar. No sólo es un requerimiento
de la democracia, sino un requisito
indispensable para promover la ere-



ciente eficiencia del Estado. Se trata
de abrir Jos cauces para la constitu­
ción de una fuerza social capaz de
hacer de las reformas que se em­
prendan un proceso íreversible y
continuo.

Estos elementos configuran una estra­
tegia de modernización de la sociedad,
pero tal proceso no puede ser concebido
como una política desde "arriba", ajena
a los requerimientos y demandas del
colectivo social. De allí que se haga
indispensable consultar e informar de
modo permanente, con el propósito de
movilizar a la opinión pública. Esta no
es sólo una manera de ir promoviendo
la participación, sino también de ir cons­
truyendo una fuerza capaz de vencer
las resistencias que en un proceso como
el señalado no tardan en presentarse,
pues se trata -corno se ha dicho- de
redistribuir el poder, de hacer colapsar
privilegios, de admitir la presencia de
las fuerzas sociales emergentes.

La estrategia de la reforma implica
atacar aquellos aspectos que tienen el
mayor poder desencadenante de ulterio­
res reformas y que afectan más al ciu­
dadano, sea directa o indirectamente.

Concluyo señalando que el tema de
la reforma del Estado, poco a poco,
como las grandes corrientes subterrá­
neas de la historia, puede adquirir una
fuerza impresionante, porque atiende a
los problemas fundamentales que la cri­
sis ha comportado para cada una de
nuestras naciones y porque ubica a los
países de América Latina en una pers­
pectiva de transformación común. El
viejo problema de nuestra identidad es
probable que esté incompleto al con­
sultar de manera exclusiva a nuestro
pasado, si no se coloca en la perspectiva
de un proyecto latinoamericano común.
Es posible que la respuesta a la cuestión
de nuestra identidad esté básicamente
hacia el futuro. Voltear la mirada hacia
estos temas, que a todos nos preocupan,
probablemente sea la más audaz de las
empresas que se pueda emprender en
esta hora crítica y prornisoria del pla­
neta.

Debemos hacer un esfuerzo para que
nuestros países y, en especial, nuestros
gobiernos, así como se han planteado
de manera colectiva otros asuntos fun­
damentales, puedan tomar el de la re­
forma integral de las sociedades como
un asunto latinoamericano de esencial
importancia para el porvenir.
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REFORMA DEL ESTADO Y RENOVACION POLITICA

Pedro G. Zorrilla 111artinez

Una idea y un propósito generalizados
en la época actual son los de establecer
con solidez y paulatinamente una nueva
relación entre la sociedad y el Estado.
La sociedad y los individuos que la con­
forman son cada vez más consciente de
la aparición, en creciente número y tan­
to en lo interno como en el orden in­
ternacional, de inéditos riesgos y ame­
nazas para la libertad; y asimismo ]0
son de que la defensa y protección de
los derechos humanos y de las libertades
ante tal panorama han de hacerse por
nuevas vías y en condiciones y formas
que tendrán que crearse.

El Estado, por su parte, y como orga­
nización para el ejercicio del poder, ad­
Ivierte que sus intervenciones y un uso
ilimitado y en todos Jos ámbitos de re­
cursos diversos, organizaciones, técnicas
nuevas e instrumentos a su alcance
ofenden a la sociedad y a sus integrantes
y atentan de manera sustancial contra
las libertades y la estabilidad social y
política, pudiendo incluso impedir al

poder político la realización de su mi­
sión fundamental, de asegurar el por­
venir de la nación y de hacerlo con res­
peto de las opciones políticas, valores y
principios de la sociedad.

En todas partes del mundo, de una
ti otra manera, estas percepciones y la
de unas realidades que las contrarian,
han sido causa de insatisfacción, des­
confianza y alejamiento de la sociedad
respecto del Estado y los órganos guber­
namentales, especialmente la administra­
ción pública. y han sido factores para
que se plantee una sustancial reconsi­
deración de los vínculos entre aquella
y éstos.

La prioridad que en asuntos políticos
comúnmente dan los parlamentos a in­
tereses muy específicos y de carácter
partidario sobre las cuestiones de interés
general de la sociedad; la inflexibilidad.
incomunicación e insensibilidad de la
administración pública y su crecimiento,
causado por la multiplicación de las
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demandes sociales, así como las difícul­
tades del Poder Judicial para cumplir
sus tareas de salvaguarda de libertades,
de impartición de justicia y de enjuicia­
miento de actos de autoridad, contradi­
cen sentimientos, convicciones y aspira­
ciones generalizados y llevan a que la
sociedad se manifieste insatisfecha del
Estado o incluso le sea hostilo

Es esto, precisamente, lo que ha obli­
gado en el norte y en el sur, en los países
industrializados y en el Tercer Mundo,
en Africa y en Europa Central y Occi­
dental, en América Latina, la Unión So­
viética y los países anglosajones, al plan­
teamiento de cuestiones que en con­
junto se denominan lfeforma del Esta­
do, que consiste principalmente en la
fundación de unas nuevas y más satis­
Iactorias relaciones entre éste y la so­
ciedad, más fructíferas porque están
caracterizadas por dar lugar a mayor
libertad y a más amplias posibilidades
de realización para los hombres y por
brindar seguridad en el disfrute de los
derechos y un porvenir viable y deseable
a la nación..:)

Hay, en suma, una conciencia gene­
ralizada de la necesidad de dar una
nueva y gran batalla por la libertad y
la justicia y de que ello significa una
mayor y mejor democracia ante el po­
der eu todos los ámbitos y más claras
atribuciones y limitaciones de ese poder;
unas autonomías más sólidas y defini­
das; unas participaciones social y polí­
tica efectivas y bien aseguradas; y una
administración pública flexible y al pro­
pio tiempo eficaz, sensible, sin prepo­
tencia o paternalismo y en diálogo per­
manente con los grupos sociales.

De otra parte, se dan crecientes ex­
presiones de un derecho que puede lla­
marse social porque no se establece en
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leyes y a partir de la voluntad de los
órganos del Estado, sino que va surgien­
do de las relaciones entre diversos gru­
pos de la sociedad y se manifiesta en
normas específicas de convivencia o en
pactos que no necesariamente provienen
o pasan por una cúpula estatal, lo que
una vez fue inevitable.

En la reforma estatal es esencial la
acentuación de una descentralización po­
lítica que multiplique y vitalice centros
de poder democrático regionales, en be­
neficio de las ilbertades, pero también
de la capacidad pública de crear, con­
juntamente con la sociedad, mejores con­
diciones de justicia y de desarrollo; a
esto tendría que coadyuvar un: poder
judicial más independiente, más capaz,
más pronto en la acción y más efectivo
en la protección de los derechos ciu­
dadanos.

Pero no sólo del poder político deri­
van nuevos riesgos para las personas y
respecto de la sociedad que integran;
también las concentraciones de poder
económico. que atentan contra la mul­
tiplicidad y la multiplicación de agen­
tes de la economía, que amenazan la
libertad y la sobrevivencia de pequeños
y medianos productores y que condicio­
nan a los consumidores y acosan a paí­
ses en desarrollo, constituyen ominosas
presencias antes inadvertidas.

Las relaciones entre países de muy
desigual desarrollo sin que los más vul­
nerables tengan siquiera la posibilidad
de ser escuchados, la ubicua influen­
cia de decisiones. circunstancias y he­
chos que se dan en los grandes centros
internacionales de poder económico y
la casi imposibilidad de derechos y equi­
librios mínimos y vitales para comuni­
dades nacionales pobres, también dejan
ver un amplio y nuevo campo en el que
se requiere de una defensa de las li-



bertadcs. no sólo econonucas, y de la
afirmación de seguridades y derechos a
ejercerse en nuevas formas.

La conservación de identidades na­
cionales y regionales, la defensa de for­
mas culturales propias y de la privaci­
dad de los individuos, son asimismo
exigencias de los nuevos tiempos frente
a los avances y poderes tecnológicos en
muchos órdenes, tales como las comuni­
caciones y la electrónica, la biotecnolo­
gía y Ja genética y en los ámbitos mi­
litares y de la industria. Se trata sobre
todo y porque genera riesgos y amena­
zas, de la tecnología utilizada como ins­
trurnento de dominación y de poder que
establece dependencias, impide la crea­
ción de otras tecnologías, obstaculiza la
investigación científica y técnica y li­
mita los intercambios industriales, co­
merciales y financieros.

Los poderes, Incluso transnacionales,
que se conforman con base en estas
magnitudes políticas, económicas o tec­
nológicas y financieras de despropor­
cionada medida, hacen que se plantee
la necesidad de singulares vías y for­
mas para la defensa de las soberanías
nacionales, para la creación de nuevos
campos de comercialización y el aprove­
chamiento de ventajas comparativas y
que se realice una renovada reivindica­
ción de las autonomías y una genuina
y bien negociada interdependencia con
el fin de disminuir la exposición a de­
pendencias y dominaciones de nueva
factura.

En otros terrenos y época, pero tam­
bién ante una evidencia de libertades
oprimidas y en peligro inminente de
estarlo más, el liberalismo, como expe­
riencia y como filosofía política y ética
llevada a la nación, inspiró una lucha
para limitar al poder; muchos de los

logros obtenidos entonces son patrimo­
nio de Ja humanidad.

Una vez más hoy, en todas partes
del mundo y ante un futuro caracteri­
zado por la incertidumbre y la ímpre­
visibilidad, se vuelve la vista al libera­
lismo; se recuerda el gran enfrenta­
miento de la idea liberal con el poder
absoluto y Jos éxitos de la lucha histó­
rica liberal en la Inglaterra del Siglo
XVIII. Nuevamente se da primordial
importancia al concepto y valor de la
libertad, al Estado de Derecho, a las
constituciones y a la división del poder,
como determinaciones de límites al ejer­
cicio del poder, surgidas del liberalismo.

Dicha recordación no podría ser en
busca de soluciones específicas para un
tiempo actual, bien distinto; pero es ne­
cesaria para encontrar en la filosofía
política y en la ética liberales, todos sus
antecedentes en el pensamiento y en
la acción de Jos hombres, una inspira­
ción y un estímulo para el diseño de
nuevas respuestas a los crecientes ries­
gos a que se enfrenta Ja libertad hu­
mana, en muchas ocasiones por vez
primera.

Hoy adquieren renovada importancia
y especial sentido los derechos humanos,
los equilibrios sociales y, en el ejerci­
cio mismo del poder, la claridad y la
eficacia en su limitación, las tareas in­
sustituibles de un poder judicial digno,
capaz e independiente, el respeto de las
autonomías y de la intimidad y el Es­
tado de Derecho, tanto en lo sustancial
como en lo formal.

Pero un pensamiento humanista con­
voca también, para el examen actual
del tema, a la historia de cien años del
liberalismo real, el que se realizó por el
Estado liberal individualista; ello hace
posible, por contraste con ese Estado,
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completar y validar la reflexión con una
apreciación del hombre en su realidad
social y econ6mica y en su dimensión
completa, individual y social.

Así, se plantea como problema que
ha de resolverse para asegurar las li­
bertades, tanto la desigualdad social pro­
vacada por estructuras injustas o por
opresiones, como el medio y las condi­
ciones económicas en que los hombres
están; tanto las reivindicaciones de los
grupos de una sociedad plural con con­
ciencia del valor de su diversidad, como
la sobrevivencia, frente a poderes eco­
nómicos concentrados, de las pequeñas
y medianas empresas de los hombres;
se concluye entonces que al lado de la
idea de libertad como esencial al hom­
bre, son también fundamentales las li­
bertades concretas y especificas, refe­
ridas a los hombres en sus particulares
condiciones de vida.

Se entiende así plenamente que hoy
y en el futuro previsible no podría íun­
darse una convivencia social pacífica,
aseguradora de la libertad, sin consíde­
rar la concreta realidad histórica de
cada pueblo; que es fundamental la de­
mocracia política, pero que también
debe haberla en los órdenes social y
económico; que es necesario el fomento
y apoyo específicos a sectores econó­
micos insuficientes en la producción de
bienes y servicios, muy particularmente
si se trata de productos agrícolas o de
bienes industriales en ciertas etapas del
desarrollo. Finalmente, se hace patente
que una convívencia deseable no es ni
nunca ha sido, en 10 político, 10 social
o 10 económico, producto espontáneo o
automático de las fuerzas e intereses en
juego, de un mercado sin normas y
correcciones o de los solos cálculos y ac­
ciones de muy numerosos agentes eco­
nómicos, salvo que se den con reglas del
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juego, en un contexto general favorable
y con árbitro justo y rector efectivo.

Este análisis se hace posible y realista
porque se ha aprendido de los fracasos
y errores del tiempo histórico del Es­
tado liberal, que en muchos sentidos
fue reduccionista de la tesis y de los
temas liberaels en la medida en que
constriñó al liberalismo al espacio eco­
nómico y porque no consideró las con­
diciones materiales y culturales de la
vida, ni a los hombres en su medio; por­
que les aseguró el indispensable concep­
to abstracto de libertad, pero no liber­
tades reales; así la libertad pudo ser
aprovechada exclusivamente por unos
cuantos, de destacadas relaciones y po­
sición económica, como privilegio y cier­
tamente en detrimento de los derechos
de la mayoría de los hombres.

Hoy, en la creación y definición de
nuevos y más efectivos límites, controles
y normas de los poderes, tiene que apeo
larse a una renovada y amplia inteli­
gencia del liberalismo. Se requiere tener
una cabal consideración de lo social, un
firme respeto del pluralismo y de la
diversidad, la experiencia de que son
necesarios criterios y ordenaciones es­
tratégicas, no obstructores, en el campo
económico y de que las concentraciones
l' monopolios de poder político y eco­
nómico son riesgos reales.

Debe haber convicción acerca de la
conveniencia insustituible de la descen­
tralización política y de unas autono­
mías bien consolidadas, y en fin, de que
la idea y la construcción de un Estado
ha de entenderlo y transformarlo para
que sea capaz, cuantitativa y cualitati­
vamente, de cumplir sus funciones esen­
ciales, pero medido, limitado y sin las­
tres, con el fin de garantizar los ámbitos
de libertad social y personal y para ase­
gurar los espacios necesarios a la reali-



zación de los hombres, como son en la
realidad y tal como aspiran y deciden
ser.

Así, las respuestas reales que se exi­
gen, particularmente en México, no pue­
den ser neoliberales y economicistas, ni
burocráticas y totalitarias; y porque las
soluciones tienen que ser en función de
una realidad nacional y de una historia
específica, son imposibles los modelos
y se evidencia la necesidad de rectificar
e innovar.

La experiencia y una dignidad hu­
mana reconocida y respetada hacen que
se tenga que contar con la responsabi­
lidad ciudadana lo mismo que con la
de los partidos políticos y grupos socia­
les. Hay que asegurar la democracia po­
lítica como componente esencial de la
democracia social y asimismo garantizar
democracia en todos los órdenes.

Se requieren condiciones que dificul­
ten autoritarismos y paternalismos, rigi­
deces burocráticas y dictaduras peque­
ñas o grandes. El poder debe tener equi­
librios y ha de asegurarse la estabilidad
política. El gobierno y el avance hacia
el futuro deberán realizarse con princi­
pios, sensibilidad de los valores de la
sociedad y prudente previsión de los
nuevos tiempos.

Reflexionar así no es sino 111lC13l' un
largo camino en e! que la gran tarea, la
nueva lucha por la libertad, tendrá ries­
gos y encontrará muchas trabas; no los
podrá eludir un conceptualismo sin ex­
periencia y capacidad de acción, un
pragmatismo sin tesis, o unos cálculos
cuantitativos y lineales.

Al lado de! análisis será necesaria la

¡'sensibilidad social, que inmediatamente
permitirá también advertir la importan­
cia que en la época actual tienen una

cabal reforma política y la democracia
política electoral. Muy especialmente, la
sociedad exige respeto del voto, órga­
nos imparciales, certeza en los resulta­
dos electorales, transparencia en los pto­
cesas correspondientes y resultados con­
fiables. De los partidos políticos, ante
un estado de cosas que en mucho han
cambiado, la sociedad espera respeto y
transformaciones sustanciales internas,
también en el sentido de mayor demo­
cracia y participación ampliada.

Con las reformas constitucionales per­
mitidas por acuerdo de partidos y con
una legislación electoral consecuente que
hoy se negocia, mejorará cualitativa­
mente e! sistema electoral en los aspec­
tos señalados antes y tanto por cuanto
toca a la representatividad de las di­
versas corrientes políticas como por lo
que se refiere a la indispensable garan­
tia, en nuestro tiempo, de que los go­
biernos podrán contar con apoyos y ca­
pacidades de decisión no obstaculiza­
dos por una fragmentación artificiosa y
estéril de las cámaras de representantes.
que anule a éstas y al ejecutivo.

Pero hay que admitir que la sociedad
ha cambiado, que seguirá haciéndolo
profunda y rápidamente y que el siste­
ma electoral deberá seguir su transfor­
mación y perfeccionamiento en el sen­
tido de asegurar una limpia validez de
la participación electoral y de garantizar
la elección de titulares de los poderes
legislativo y ejecutivo que tengan los
medios, recursos y bases políticas sufi­
cientes para actuar con la eficacia que
siempre, y más hoy, reclama la vida
política.

Los efectos y consecuencias de las
reformas constitucionales en materia de
democracia política y sistema electoral
seguramente serán muy amplios, tanto
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en la sociedad como para la mejona y
consolidación de los partidos políticos
mexicanos, a fin de que contribuyan más
a la madurez política, a la estabilidad
social y en la reforma del Estado, de la
que forman parte fundamental pero no
única .

Los peligros y obstáculos que sin
duda existen en la transformación del
Estado y en la procuración de mayor
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iusticia y más libertades, tendrán que
ser evitados con el apoyo y la bandera
de los valores y consensos sociales, con
el respeto de las capacidades de los horn­
bres y con una renovada comprensión
del derecho, de los valores éticos y de
la importancia existencial de la equida d.

En México hay bases para confiar y
actuar con el fin de que sea así, cada
día en mayor medida.



LOS REGLAMENTOS INTERIORES DE LAS SECRETARIAS
DE ESTADO

Alfonso Nava Negrete

En las líneas que componen este es·
tudio. sólo pudo encerrarse un grupo
de reflexiones a propósito del poder
reglamernnrio de la administración, del
reglamento y de su objeto principal y
los reglamentos interiores de las sccre­
tarías de Estado. Requiere cada uno
de los tópicos, un examen más pro­
fundo y completo, muy lejos de pre­
tenderse ahora realizarlo. Nacidas las
tres nociones en la cuna de la evolu­
ción social, económica y política del
poder público, no es posible capturarse
en una sola fotografía. Por ésto, las no­
ciones de ellas que aquí presentamos
son el resultado de la imagen vista hoy,
de cada una.

I. EL PODER
REGLAMENTARIO DE LA

ADMINISTRACION PUBLICA

l. Origen constitucional del poder

El poder jurídico de dictar reglamen­
tos corresponde al Presidente de la Re-

pública, en el ámbito federal; en los es­
tados a los gobernadores y, en los mu­
nicipios a los presidentes de éstos.
Monopoliza e! Presidente dicho poder
por mandato contenido en e! texto de
la Fracción 1, del Artículo 89 constitu­
cional. Es esta norma la fuente y oti­
gen del poder jurídico de dictar regla­
mentas. En la Constitución francesa,
del 4 de octubre de 1958, es el Al"
tículo 37.

Pero ni la norma mexicana ni la
francesa -citada por mero ejemplo­
hablan literalmente de ese poder, sus
textos han requerido de la exégesis doc­
trinal y jurisprudencial. Ninguno de los
dos constituyentes, autores de las nor­
mas, se preocuparon por precisarlo y
por definirlo, menos esto último por no
estar dentro de su papel. Pero su si­
lencio no ha impedido el reconocimíen­
to de su existencia constitucional.

En las constituciones de 12, 24, 36
Y 43 de! siglo XIX hubo esa atribu­
ción expresamente asignada al Presi-
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dente. Sólo la Constitución de 1857
omitió hacerlo, en forma por demás
inexplicable tras importante tradición
impuesta por sus homólogas predece­
soras. La Constitución de 1917, vigen­
te, no fue ciertamente tan explícita
como aquellas primeras, pero en el tex­
to de la Fracción 1, del Artículo 89, está
el poder reglamentario del Presidente y
que hoy nadie pone en duda.

Pudiera tildarse de enigmático el tex­
to de la fracción y por ende sujeto a
interpretaciones diversas y dudosas e in­
ducir al jurista Felipe Tena Ramírez a
pensar: "Hoy en día es el precedente
y no el texto, el que justifica en nuestro
derecho la facultad reglamentaria",'
pero ningún texto fundamental está
exento de dudas y por eso la riqueza
extraordinaria de las interpretaciones
jurisprudenciales de los supremos tri­
bunales. Charles Evans Hughes, expre­
sidente de la Suprema Corte de Justi­
cia de Estados Unidos, declaró: "Vi­
vimos bajo una Constitución, mas la
Constitución es lo que los jueces dicen
que es"."

El texto de la fracción, dice:

"Articulo 89. Las facultades y obli­
gaciones del Presidente son las si­
guientes:

1. Promulgar y ejecutar las leyes
que expida el Congreso de la Unión,
proveyendo en la esfera adminstrativa
a su exacta observancia".

En la parte: ... ejecutar las leyes,
está el poder reglamentario del Presi­
dente. Ejecutar una leyes poner los
medios para su aplicación y ésto se
logra mediante dos clases de actos:
administrativos y reglamentarios. La
función del reglamento es, en conse­
cuencia, ejecutar la ley, hacer posible
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su aplicación concreta, particularizán­
dola, detallándola, pero sin rebasar su
contenido sustantivo.

Que la fracción transcrita es la fuen­
te del poder reglamentario, está plena­
mente aceptado por la doctrina constí­
tucional y administrativa, así como por
la jurisprudencia de la Suprema Corte
de Justicia (tesis 512, "Reglamentos
Administrativos. Facultad del Presiden­
te de la República para expedirlos. Su
naturaleza", México, Segunda Sala, Ter­
cera Parte 11. Apéndice al Semanario
Judicial de la Federación 1917-1975, pá­
gina 846). La misma Ley Fundamental
coadyuva a esta verdad constitucional
revelada, al presuponerla con referirse
en su posterior Artículo 92, al refrendo
por los secretarios de Estado y jefes de
Departamento Administrativo de los re­
glamentos del Presidente de la Repú­
blica.

2. Límites del poder

De origen, el poder reglamentario está
subordiando a la ley del Congreso de
la Unión. Todo reglamento administra­
tivo está subordinado a la ley, pues
precisamente su existencia s610 encuen­
tra justificación en la de ella. Puede
haber ley sin reglamento, pero no re­
glamento sin ley, salvo la excepción de
los llamados reglamentos autónomos
que se apoyan en el Artículo 2 [ cons­
titucional. La vida y alcance del regla­
mento están a expensas de la vigencia
y texto de la ley.

Nunca el reglamento puede exceder
el contenido de la ley ni tampoco con­
trariarlo, hacerlo implicará estar legis­
lando no reglamentando, lo cual se sale
del ámbito del poder reglamentario. Si
bien el reglamento, aplicando los cri­
terios formal y material de distinción



de los actos del Estado, es una ley,
materialmente considerado por ser una
disposición general, abstracta, obligato­
ria y coercible, esta naturaleza no pue­
de invalidar el principio de la autoridad
formal de las leyes que consagra el
Artículo 72, Inciso f, de la Constitu­
ción, que impone una ley para poder
interpretar, modificar o abrogar otra
ley. Además, como bien dice, Carré de
Malberg, esos criterios no tienen una
consagración en el derecho positivo
francés, y tampoco en el mexicano, sólo
tienen un valor doctrinal, y que para
León Duguil son fundamentales. (Traí­
té de Droit Constitutionnel , París, tome
deuxieme, deuxieme édition 1923, pá­
gina 182).

Ante esta servidumbre natural en
que se encuentra el poder reglamenta­
rio, inadmisible o increíble en nuestro
sistema de gobierno presidencialista, el
Congreso de la Unión acostumbra aho­
ra utilizar en sus textos fórmulas her­
méticas, concisas, muy generales o ge­
néricas, que obligan y comprometen a
una amplia reglamentación del Ejecu­
tivo que en el fondo es una nueva for­
ma de legislar. También existe un claro
traspaso legislativo, cuando la ley con­
diciona su aplicación o su alcance a
la expedición del reglamento o a los
términos o prevenciones del mismo.

Manumitido por esa costumbre, el
poder reglamentario se suma a otro po­
der que ostenta el Ejecutivo Federal
por inercia o estrategia burocrática del
legislador federal que consiste en el mo­
nopolio casi total de las iniciativas de
ley y de reforma constitucional. En la
"práctica parlamentaria", el legislador
federal auténtico es el Ejecutivo Fede­
ral y la administración, en la que pa­
recen ser ya inútiles aquellos criterios
que con maestría defiende el célebre

profesor de Burdeos, pues están con­
fundidos en un solo poder.

Subordinado como está a la ley, el
poder reglamentario tiene otro limite,
la esfera administrativa. Está previsto
sólo para proveer al exacto cumplimien­
to de las leyes del Congreso, pero en
ese ámbito, no en el judicial, ni en el
legislativo. No estará autorizado para
dictar reglamentos por ejemplo, de la
Ley Orgánica del Poder Judicial de
la Federación ni de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos (Diario Oficial del
25 de mayo de 1979).

En el terreno administrativo, son nu­
merosas las leyes y son más los regla­
mentos pues una ley sin vicio de cons­
titucionalidad alguno, puede tener o
ser objeto de dos o más reglamentos.
En los terrenos, judicial y legislativo,
las leyes y por tanto los reglamentos,
son de escaso número.

3. Discrecionalidad del poder

Correcto es sostener que las atribu­
ciones que la Constitución fija al Pre­
sidente de la República, implican cada
una derecho y obligación a la vez, y
sin embargo con el poder reglamenta­
rio de la Fracción 1, del Artículo 89
constitucional, no sucede así. No tiene
las dos caras del ser jánico, sólo una,
la.. de derecho o facultad. Nadie pone
'en duda que el Presidente tiene el de­
recho, facultad o poder de dictar los
reglamentos de las leyes, pero en cam­
bio la plantean todos respecto a que
tenga la obligación de dictarlos.

Enseña la práctica que, si tal obli­
gación existe en el texto constitucional,
por no haber mecanismo jurídico algu­
no, ni el juicio de amparo, para pre-
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sionar al Ejecutivo a que la cumpla, la
misma sólo es letra muerta o bien sólo
subsiste en el fondo el poder discrecio­
nal para hacerlo. Esto último es la rea­
lidad, es la costumbre constitucional
que llena vacíos en el texto formal.

Ante la ley, el Presidente discrecio­
nalmente decidirá si dicta o no el re­
glamento. Es probable que la ley no
necesite del reglamento para su aplica­
ción, que el legislador hubiese forjado
su obra con los términos y fórmulas,
precisiones y detalles que su compren­
sión resulte clara, fácil, acesible y cabal
a sus destinatarios. A medida que la
ley se aplica por sus usuarios, se va
comprobando la falta o no del regla­
mento.

Es frecuente que la realidad de los
hechos se anticipe a las fórmulas lega­
les o que el tiempo las envejezca y las
inutilice antes de lo previsto, pero estos
fenómenos no acusan gravedad en el
pais, cuando se sabe que para legislar
se utiliza toda la experiencia de la ad­
ministración que vive pegada cotidia­
namente a los hechos y sus problemas
y cuando se tiene la conciencia plena
de que el derecho administrativo mexi­
cano no es rígido ni rigidiza a la rea­
lidad social, económica y política que
regula. Por el contrario, a veces tene­
mos que lamentar el abuso que se hace
del poder legislativo y se producen le­
yes que son casi repetición de las que
se abrogan, (ésto se observa entre la
ley de población de 1947 Y la ley que
la abrogó de 1974, vigente; entre las
varias leyes de turismo; entre la vigente
Ley Forestal de 1986 y su antecesora
de 1960, etcétera); o bien se multipli­
can incesantemente las reformas a las
leyes, tatuajes que impiden saber con
certeza lo que está vigente de cada
cuerpo legal.
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No existe pretexto fundado para fa­
bricar leyes que requieran siempre del
reglamento. Son muchas las leyes ad­
ministrativas vigentes, que no tienen
ni necesitan del reglamento. Desde la
fábrica de la ley, se puede evitar la ne­
cesidad del reglamento o por el con­
trario si así se quiere sentar las bases
para hacerlo imprescindible.

Depende de la responsabilidad ética
y técnica del legislador oficial, que las
leyes no reclamen el reglamento para
su vida eficaz. Debiera ser excepcio­
nal el reglamento, éste no es sombra
natural de la ley, su excesiva o casi
masiva producción no proporciona ma­
yor flexibilidad a la acción administra­
tiva como si la ley de origen fuese una
camisa de fuerza, tales reglamentos pla­
gan a la administración, la enmarañan,
la enferman.

Es labor de quien legisla, finalmente,
evitar que el poder reglamentario dis­
crecional caiga en el cómodo terreno
de la abstinencia reglamentaria o de la
arbitrariedad. El problema es que se
legisle bien, para que la eficacia de la
aplicación concreta de la ley no depen­
da de la expedición del reglamento.

Nada cambia la discrecionalidad del
poder si, como acostumbra hacerlo el
legislador, la ley indica que alguna o
varias de sus disposiciones o mandatos
se llevarán a cabo conforme a lo que se
prevenga en el reglamento.

La discrecionalidad amplísima, casi
libertad sin lfmites que se otorga al
Presidente, para el ejercicio del poder
reglamentario, con fundamento en el
Articulo 89, Fracción 1, no se modifica
ni podría modificarse por el nuevo fun­
damen to del poder, que es la ley, la
que ordena, la que evidencia la nece-



sidad o la que impide la aplicación
concreta, para que se expida el regla­
mento.

Por principio el nuevo fundamento
del poder, no lo es en sí mismo. El le­
gislador federal no crea el poder regla­
mentario con su ley, simplemente está
haciendo la advertencia o la invitación
como dice Gabino Fraga,' de que se
ejercite, pues inclusive si no se ejercita,
nada puede hacerse para impedirlo o
mejor aun para obligar al Presidente
a que lo haga. De nueva cuenta, muy a
pesar de esa previsión legislativa, la
discrecionalidad del poder no altera su
magnitud ni su naturaleza, mantiene
inalterable su origen constitucional.

Ni el legislador federal, ni el juez
por no existir vía procesal disponible,
pueden limitar o restringir la discrecio­
nalidad del poder, cuya prepotencia es
ostensible y hasta obvia. Por fortuna,
tamaño poder sin atadura, en cuanto
a la decisión de su ejercicio, no ha
debilitado al poder legislativo a cuya
ley está subordinado el reglamento,
constitucionalmente, ni tampoco al po­
der judicial que enjuicia o controla
constitucional y legalmente, al regla­
mento. En todo caso su mal uso daña­
ría a la administración. más que a na­
die. Los ciudadanos tienen el juicio de
amparo para escapar o sustraerse de la
aplicación de reglamentos infortunados.

4. Delegación del poder

Indiscutible, como lo es que, al Pre­
sidente de la República pertenece el po­
der reglamentario de las leyes, con fun­
damento en la Fracción 1, del Artículo
89 constitucional, también lo es que se
trata de un poder indelegable. El Pre­
sidente no puede delegar su poder re­
glamentario, para ésto es necesario que

la misma fuente que le da origen, así lo
prevenga. Sólo la Constitución, origen
del poder, puede autorizar la delegación
de éste, y su actual texto no lo hace.

Dentro de un régimen de Estado de
Derecho, prohijado por la Constitución,
rige el principio general de facultades
expresas para las autoridades, es decir,
que éstas sólo pueden actuar con base
en facultades previamente estableci­
das en la ley, no con base en meras
presunciones o por falta de prohibicio­
nes. En ninguna parte del texto consti­
tucional, se prevé expresamente que el
Presidente pueda delegar su poder re­
glamentario, y si éste lo delegara lo
haría en forma inconstitucional.

Por la misma razón, por no existir
autorización expresa en la Ley Funda­
mental, el Congreso de la Unión no
puede delegar el poder reglamentario.
Empezando porque ni siquiera tiene di­
cho poder, mal puede en consecuencia
delegar algo que no es suyo y que sabe
por otra parte que pertenece expresa­
mente al Ejecutivo. Si la ley atribuye
poder reglamentario a un organismo pú­
blico, se está; sustituyendo en la Cons­
titución, usurpa el papel de ésta.

Obvio o fuera de todo debate pa­
rece la ausencia de todo fundamento
constitucional para que el Congreso de
la Unión delegue el poder reglamenta­
rio del Presidente y sin embargo lo ha
hecho, ayer con la Ley Orgánica de la
Universidad Nacional Autónoma de Mé­
xico (Diario Oficial del 6 de enero de
1945) autorizando al Consejo Univer­
sitario para que dicte reglamentos, Ar­
tículo 8', y así existen: Reglamento Ge­
neral de Inscripciones, Reglamento
General de Exámenes, Reglamento Ge­
neral de Pagos, Reglamento General de
Estudios de Posgrado, etcétera, y. hoy,
con la Ley del Instituto de Seguridad
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y Servicios Sociales de los Trabajadores
del Estado (Diario Oficial del 27 de di­
ciembre de 1983) facultando a la Jun­
ta Directiva, Artículos 150, Fracción IX
y 157, Fracci6n V, a dictar reglamen­
tos, como el Reglamento de Prestacio­
nes Econ6micas (Diario Oficial del 7 de
junio de 1984). La misma situación se
presenta con otros organismos descen­
tralizados, como el Instituto Mexicano
del Seguro Social (Ley del Seguro
Social, Diario Oficial del 12 de marzo
de 1973); la Universidad Aut6noma
Metropolitana (Ley Orgánica, Diario
Oficial del 17 de diciembre de 1973);
el Instituto de Seguridad Social para las
Fuerzas Armadas Mexicanas (Diario
Oficial del 29 de junio de 1976).

Cada uno de los reglamentos que
expiden los cuerpos directivos de esos
y otros organismos descentralizados fe­
derales, son inconstitucionales, pues de
origen la ley que les sirve de apoyo lo
es también por el motivo comentado. Ya
se verá que cuando es un decreto del
Ejecutivo e! que crea el organismo y
que le otorga ese poder, que el super­
lativo de inconstitucionalidad que se
merece el caso, sería mayorJ si grados
hubiere en ese vicio.

5. Area del poder

Encarcela la Fracción 1, del Artículo
89, multicitado, al poder reglamentario.
No 10 previene para la ejecuci6n de
todas las leyes que expida el Congreso
de la Uni6n, sino únicamente respec­
to de aquellas en que es posible pro­
veer a su exacta observancia en la es­
fera administrativa. Si al ejecutar una
ley, con ello s6lo puede proveer a la
esfera judicial o legislativa, el Ejecutivo
estaría impedido para ejercer su poder.

Estaría proveyendo en la esfera ju­
dicial si dicta un reglamento para la
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Ley Orgánica del Poder Judicial Fede­
ral o la Ley de Amparo o en la legis­
lativa, si expide el reglamento de la Ley
del Congreso General. Son estos cam­
pos prohibidos para los reglamentos ad­
ministrativos. No se piense sin embar­
go que el poder, pierde importantes
áreas reglamentarias cuantitativamente
hablando. El área de la administración
pública está poblada en forma desme­
surada por leyes y reglamentos admi­
nistrativos.

IL EL REGLAMENTO

1. Naturaleza

Dos criterios, el formal y e! material,
sirven ahora para explicar y entender
la naturaleza del reglamento adminis­
trativo. Criterios, ciertamente, que para
poder distinguir la naturaleza de los
actos del Estado prohij6 el derecho ad­
ministrativo-eonstitucional francés y que
sin estar incorporados a un texto for­
mal, la costumbre los ha consagrado
en el derecho público. En México, se
implantaron los criterios, magistralmen­
te, por Gabino Fraga desde 1934, año
de la primera edici6n de su gran tra­
tado, Derecho Administrativo.

Conforme al criterio formal, que
atiende a la naturaleza de! 6rgano de
donde proviene el acto, el reglamento
es un acto administrativo pues él pro­
cede del Ejecutivo Federal. En cambio,
según el criterio material que está a la
intrínseca naturaleza del acto, es un
acto legislativo, es una ley, pues reune
las características esenciales de ésta, la
abstracci6n y la generalidad. Pero lo
que más atrae y sobresale del reglamen­
to es su naturaleza material. Su condi­
ci6n de norma general y abstracta lo
emparentan y lo igualan con la ley, a



tal grado que llevan a confundirse y
a propiciar consecuencias inaceptables.

Reconocido está que la ley y el re­
glamento, son leyes, concebidas éstas
como conjunto de normas generales y
abstractas, pero bien sabido está tam­
bién, la distinta posición y función que
a cada acto les asigna la Constitución y
que los diferencia, los jerarquiza y los
hace inconfundibles. Concluir que am­
bos actos son leyes, simplemente, es ig­
norar la diversa fnnción o papel que
constitucionalmente desempeñan, sobre
todo la del reglamento qne es bien es­
pecífica: ejecutar las leyes, servir a éstas
subordinadamente.

Gabino Fraga reune en su concepto
de reglamento, los dos criterios e inclu­
sive lo ciñe formalmente al texto cons­
titucional. Dice que es, Huna norma o
conjunto de normas jurídicas de carác­
ter abstracto e impersonal que expide
el Poder Ejecutivo en uso de una fa­
cultad propia y que tiene por objeto
facilitar la exacta observancia de las
leyes expedidas por el Poder Legislati­
va".' A diferencia de ¡ean-Claude
Douence, que sólo reúne los dos cri­
terios, porque la Constitución francesa
no vincula expresamente al reglamento
con la ley, y lo define diciendo que "es
un acto unilateral de carácter general
e impersonal, emanado de una autori­
dad administrativa o de una persona
actuando en tanto autoridad adminis­
trativa y sometido a un régimen de dere­
cho administrativo".' Domina en la doc­
trina francesa la idea de que el poder
reglamentario es espontáneo e históri­
camente anterior al poder legislativo y
por lo mismo aquél es un poder autó­
nomo.

Fuera de nuestro sistema constitucio­
nal, según se examinó, no es posible
admitir un reglamento sin previa ley,
con la excepción del reglamento autó-

nomo del Artículo 21 constitucional. El
reglamento administrativo -no el re­
glamento en general- es una norma
general y abstracta dictada por el Pre­
sidente para la ejecución de la Ley. Es
inevitable referirse al autor del regla­
mento, pues de lo contrario no se esta­
ría ante el de carácter administrativo,
como también no se puede prescindir
de la función ejecutora del reglamento
que impone el Artículo 89.

El reglamento es acto administrativo
y acto legislativo, por aplicación de los
criterios formal y material, pero la
Constitución y la jurisprudencia le tie­
nen como norma general y abstracta,
medio para ejecutar la ley del Con­
greso.

2. Función del reglamento

Bien simple parece ser el papel que
corresponde al reglamento cumplir: eje­
cutar la ley, pero no es así, es más bien
complejo. Aunque no todas las leyes
deben tener reglamento sino sólo, ex­
clusivamente, aquellas que lo necesiten
para poder aplicarse concretamente, im­
portante es ahora preguntarse, cómo
debe cumplir el reglamento con dicha
función.

Fácil sería responder, que no exceda
a la ley ni la contraríe, pero esta res­
puesta provoca de inmediato otra inte­
rrogante, qué o cómo debe entenderse
que el reglamento no exceda a la ley.

El reglamento puede ocuparse de
todo el cuerpo de la ley, ser el regla­
mento de la ley. En esta tarea, se ob­
serva que el reglamento suele acoger
textos de la ley, los reproduce como
propios; a veces precisa con detalles o
aclara con más o con distintas palabras
o frases la normativa de la ley; crea
procedimientos o trámites para poder
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ejercitar derechos o para cumplir con
ciertas obligaciones previstas en la ley;
señalan las autoridades o los órganos
administrativos ante quienes se deben
presentar solicitudes, inconformidades,
denuncias o quejas por los particulares;
fija formalidades, términos, plazos, a
las promociones de los particulares o
a la actividad administrativa; en fin
procura en general los medios que la
ley olvidó, inacabó o que le delegó.

Pero el reglamento no siempre lo es
de todo el texto de la ley. Es común
encontrarse reglamentos de sólo una
parte, parte que puede ser un título,
un capítulo o un conjunto de preceptos
dispersos * e inclusive de un solo ar­
tículo. A veces el reglamento lo es de
dos leyes, como el reglamento de la Ley
Federal de la Radio y Televisión y de
la Ley de la Industria Cinematográfica
(Diario Oficial del 4 de abril de 1973).

En esas andanzas, el reglamento no
puede exceder a la ley y suele afirmarse
acertadamente que ésto ocurre cuando
sin preverlo ésta se crean nuevas situa­
ciones o instituciones, derechos u obli­
gaciones a los particulares, recursos ad­
ministrativos, órganos administrativos,
sanciones administrativas, etcétera. Por­
que casuísticamente la jurisprudencia
de los tribunales judiciales federales ha
resuelto -casi dogmáticamente- que
en unos casos sí y en otros no, se ha
excedido en su papel el reglamento, se
ha formado un catálogo de excesos,
que aumentará o disminuirá según pa­
rezca a esa jurisprudencia.

Ni la ley, ni la jurisprudencia han
formulado un parangón o pauta para
identificar a los excesos reglamentarios.
Pero debe afirmarse sin titubeos, que

'1< Caso del Reglamento de la Ley General
del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente. en materia de impacto ambiental,
(Diario Oficial del 7 de junio de 1988).
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el exceso se presenta, cuando lo que
se detalla o particulariza por el regla­
mento no tiene su base en la ley. No
debe atribuirse al reglamento el peli­
groso papel de prever litados los me­
dios" que hagan posible la aplicación
de la ley, pues sería tanto como dotarlo
de fuerza legislativa.

Por otra parte no debe olvidarse aho­
ra la "delegación legislativa", impuesta
por la práctica "parlamentaria" mexi­
cana. Si la ley delega en el reglamento
la responsabilidad de reglamentar todo
lo relativo a una institución apenas
dibujada por aquella, como ocurre con
el boceto de recurso administrativo que
se prevé en el Artículo 122 de la Ley
General de Población, el dibujo legis­
lativo completo lo hace el reglamento,
éste estará legislando con tiautoriza­
ción" .

Frente a esa delegación legislativa
expresa, puede haber una tácita, si de­
liberadamente el autor de la ley utiliza
para ésta las más genéricas y hermé­
ticas fórmulas y con éstas está consin­
tiendo o permitiendo que el reglamento
"haga de las suyas" y cometa los más
libres excesos.

Paradójicamente. es el mismo lcgis­
Iador el que viola la Fracción ¡ del Ar­
tículo 89. con sus delegaciones o auto­
rizaciones. expresas o tácitas, obligando
al reglamento a convertirse en un nuevo
acto legislativo, en una ley que com­
pleta o termina la obra inacabada.

Bien se observa y corrobora que el
trabajo de un reglamento es más deli­
cado y grave que el de una ley. Cada
vez resulta más difícil conocer la ver­
dadera y auténtica frontera entre la
ley y el reglamento, sobre todo si la
primera trabaja menos y se apoya en
exceso en la labor legiferativa del se­
gundo.



III. LOS UEGLAl\'lENTOS
INTERIORES DE LAS

SECUETARIAS DE ESTADO

1. Concepto

Inventado por el legislador federal,
el reglamento interior es el reglamento
administrativo recluido a los campos
específicos que señala la ley, relativos
a las secretarías de Estado o a los de­
partamentos administrativos. Cuando
menos en las leyes de secretarías y de­
partamentos de 1946 (Diario Oficia;
del 21 de diciembre de 1946) y de 1958
(24 de diciembre de 1958) y en la vi­

gente Ley Orgánica de la Administra­
ción Pública Federal de 1976, se les cita
(Artículos 24, 26, de la primera; 2.6,
28, de la segunda y, 14, 16, 18, de la
tercera) .

A estos reglamentos se les aplican
las consideraciones hechas para los re­
glamentos administrativos, en Jos apar­
tados I y ir.

No son los unicos reglamentos inte­
rieres, también los hay en los organis­
:11OS descentralizados federales e igual,
mente inventados y autorizados por el
legislador federal, pero con el inconve­
niente del vicio de inconstitucionalidad
que padecen estos y todos los reglamen­
tos autorizados para tales organismos.

El reglamento interior es un regla­
mento administrativo y debe forzosa,
mente ser expedido por el Presidente
de la República. Ningún otro funcio­
nario de la administración puede ha­
cerlo, ni los secretarios de Estado que
con cierta frecuencia, en el pasado, dic­
taron reglamentos en abierta contradic­
ción a 10 previsto en la Fracción 1, del
Artículo 89 constitucional. Tal vez a
esta última experiencia se deba que en
las leyes de 1958 y 1976, que la de

1946 no hizo, se puntualice que el re­
glamento interior"será expedido por el
Presidente de la República", pues de
no haber tal razón. resulta ociosa la
aclaración.

Imposible que existan constitucional­
mente reglamentos interiores u otros re­
glementos adjetivados de cualquier otra
forma que no sean expedidos por el
Presidente de la República,

El reglamento interior es un regla­
mento COIl campo reglamentario propio,
es decir, con campo que la ley misma
le reserva y delimita. El reglamento pue­
de serlo de la ley, de todo su texto y
contenido, pero también de 1.!i1<:\ sola
de sus partes, tan precisada come ocu­
rre con el reglamento en cuestión.

Los campos de los reglamentos inte­
dores de las secretarías, son:

a) Señalar los funcionarios públicos
que formarán parte de cada Secretaria,
independientemente de los que el Ar­
tículo 14, de la Ley Orgánica precitada,
enumera.

b) Precisar las facultades CU2''\] ejer­
cicio es exclusivo de les tribunales de
las secretarías de Estado y dcpartamen­
tos administrativos. Precisión que tam­
bién puede hacerse por ley. Facultades
que resulta obvio decirlo, no son dele­
gablcs por Jos titulares (Artícu!» 16,
Ley Orgánica).

e) Prever las unidades administrati­
vas, que podrán ser adscritas a las sub­
secretarías, a la oficialía mayor y a otras
unidades de nivel administrativo e~~ui­

valcnte, por los citados titulares. La
adscripción la hace el titular, pero sólo
de las unidades que prevé el rcglamcn­
to, éste no hace la adscripción (párrafo
segundo, Artículo 16).
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d) Determinar las atribuciones de
las unidades administrativas de las se­
cretarías y departamentos (Artículo 18).

e) Determinar la forma en que los
titulares podrán ser suplidos en sus
ausencias (Artículo 18).

Cada uno de esos campos merece co­
mentario por separado.

2. Exégesis

a) Aunque el Artículo 14 se refiere
a funcionarios públicos, debe entender­
se órganos adminstrativos de los cuales
aquellos son sus titulares, órganos que
en conjunto forman la estructura de
cada Secretaría. Es frecuente el inde­
bido uso de funcionario por órgano y
viceversa, cuando se trata de dos con­
ceptos y realidades jurídicas distintas.

Por el propio precepto sabemos que
el reglamento interior no tiene el mo­
nopolio legal para fijar cuáles son los
órganos administrativos de cada secre­
taría, o como se dice, funcionarios. El
legislador con su ley puede hacerlo,
crear los órganos administrativos que
quiera y sin que el reglamento pueda
contrariarla.

Sin embargo, en rigor, en el caso de!
Artículo 14, la ley no crea órgano algu­
no, simplemente está señalando niveles
de estructura orgánica, comunes a todas
las secretarías o si se quiere las deno­
minaciones de órganos. Crear un órgano
administrativo no sólo es identificarlo
con un nombre sino fijar o precisar las
atribuciones que les son propias. El
Artículo 14 no señala atribuciones al
secretario de Estado, a los subsecreta­
rios, oficial mayor, directores, subdirec­
tores, jefes y subjefes de departamento,
oficina. sección, mesa, luego no crea
más que títulos o membretes, pero no
órganos administrativos.
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El Artículo 14 está creando funcio­
narios, no órganos, podría alegarse con
apego a su letra, pero ésto sería .llegar
a la más ruda e inadmisible incon­
gruencia jurídica. No puede concebirse
"jinete sin caballo",

Es e! reglamento interior quien al
recoger esas "denominaciones genéricas
y vacías", les da existencia jurídica con­
creta al señalar las atribuciones que
pertecen a cada una. Es él el que crea
tales órganos.

Interesa ahora que se observe lo si­
guiente. El Articulo 14 sólo proporciona
"etiquetas de órganos" para que el re­
glamento interior las utilice y con ello
estará reglamentando a la ley. Esta re­
glamentación la completará con otras
etiquetas que invente y les dé conte­
nido competencia!. Pero en el fondo,
la ley le está dando al reglamento todo
el poder jurídico -legislativo se diría
más bien- para crear libremente toda
la organización interna de cada Secre­
taría. Es e! caso de exceso y delegación
legislativos, que antes se comentó.

En un campo de reglamentación tan
abierto, la Segunda Sala de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación, justi­
ficó la creación constitucional de las
Administraciones Fiscales Regionales
debidas al decreto presidencial del 13
de junio de 1973 (Diario Oficial del
20 de junio de 1973) con la siguiente
jurisprudencia * que expresa:

"ADMINISTRACIONES FISCALES
REGIONALES. FACULTAD DEL
PRESIDENTE DE LA REPUBLlCA
PARA LA CREACION DE DEPEN­
DENCIAS DE LA SECRETARIA DE
HACIENDA Y CREDlTO PUBLICO.

* Informe de la Suprema Corte de Jus­
ticia, México, Segunda Parte, 2· Sala, Sec­
ción Primera, 1984. p. S.



DECRETO PRESIDENCIAL DEL 13
DE JUNIO DE 1973, PUBLICADO
EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FE­
DERACION EL 20 DEL MISMO
MES.-La Fracción I del Artículo 89
de la Constitución Federal otorga al
Presidente de la República, además de
una facultad de colaboración (1a pro­
mulgación, que es el complemento del
proceso legislativo) y otra de ejecución
(función administrativa propia del Po­
der Ejecutivo), la facultad reglamen­
taria (que implica una función mate­
rialmente legislativa) que constituye un
medio para proveer, en la esfera admi­
nistrativa, que constituye un medio
para proveer, en la esfera administra­
tiva, a la exacta observancia de las
leyes. Dicha facultad reglamentaria es,
pues, una facultad normal del Poder
Ejecutivo que no deriva de una dele­
gación legislativa, sino que le ha sido
conferida directamente por la Consti­
tución. La función reglamentaria puede
ejercerse mediante la expedición de un
conjunto de normas constitutivas de un
ordenamiento en el que se desarrollan
las disposiciones de una ley, o bien
por medio del dictado de una norma
especial requerida por una situación
determinada para la mejor realización
de los fines de una ley. Es por ello
que el Poder Ejecutivo, obedeciendo a
condiciones y circunstancias especiales
y sin desbordar la facultad de que está
investido, puede expedir normas espe­
ciales a fin de crear los órganos que
sean necesarios para la realización de
funciones previstas en la ley y las cua­
les deben cumplirse en el ejercicio de
la actividad administrativa. Por lo tan­
to, el decreto presidencial del 13 de
junio de 1973, publicado en el Diario
Oficial de la Federación el 20 del mis­
mo mes, por el que se crearon las ad­
ministraciones fiscales regionales y se
les autorizó expresamente para que ejer-

cieran facultades delegadas, no es con­
trario a la Constitución, puesto que es
una disposición reglamentaria especial
expedida con apoyo en los Artículos 89.
Fracción l. constitucional y 28 de la
Ley de Secretarías y Departamentos de
Estado, para desarrollar y detallar los
principios generales contenidos en ésta
y en el Código Fiscal de la Federa­
ción, a fin de facilitar el ejercicio de
las funciones que conforme a esos or­
denamientos debe realizar la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público en el
cobro de los impuestos, derechos, pro­
ductos y aprovechamientos federales".

Finalmente, ni la ley ni el reglamento
interior, tienen la exclusividad para
crear órganos internos de las secretarías.
pues el Artículo 14 también autoriza a
"otras disposiciones legales", como el
caso de decretos y acuerdos presiden­
ciales, de carácter general.

b) Por las serias dificultades que
originó su aplicación, el texto inicial
del Articulo 26 de la Ley de Secretarías
de 1958. se reformó en el año de 1972.
Aquel texto decía:

"El despacho y resolución de todos
los asuntos en las Secretarías y Depar­
tamentos de Estado corresponderá ori­
ginalmente a los titulares de dichas De­
pendencias: pero, para la mejor orga­
nización del trabajo, los titulares de
cada Secretaría podrán delegar cn fun­
cionarios subalternos alguna o algunas
de sus facultades administrativas no dis­
crecionales. para casos o ramos deter­
minados".

Materialmente es casi imposible que
no haya actos administrativos discrecio­
nales, los llamados reglados o vincula­
dos por la doctrina casi no existen. Por
esta realidad administrativa que se vive
cotidianamente es que la vieja división
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de actos o facultades reglados y actos
o facultades discrecionales está abando­
nada, hoy priva la idea del poder dis­
crecional de la administración, que po­
drá ser mayor o menor pero nunca
inexistente.

Vino la reforma de 1972 (Diario Ofi­
cial del 12 de enero de 1972) y cambió
sustancialmente a aquel texto, haciendo
descansar la delegación de facultades en
U!1 factor formal y no en uno sustancial
como lo fue el abrogado. El nuevo tex­
to del 26 expresó:

"Coresponde originalmente a los ti­
tulares de las Secretarías y Departa­
mentos de Estado el trámite y resolu­
ción de los asuntos de su competencia,
pero para la mejor organizaci6n del
trabajo podrán delegar en sus subal­
ternos cualesquiera de sus facultades,
excepto aquellas que por ley o por dis­
posición del reglamento interior res­
pectivo, deban ser ejercidas precisamen­
te por dichos titulares".

El cambio de la reforma de 1972, se
conservó literalmente en el Artículo 16
de la Ley Orgánica. Ahora cualesquiera
de las facultades, regladas o discrecio­
nales, se pueden delegar por los secre­
tarios, excepto que tales facultades sean
de ejercicio exclusivo por éstos, según
lo prevengan la ley o el reglamento
interior.

No se prevé en la norma criterio al­
guno que deba seguir el reglamento o
en su caso la ley, para determinar la
exclusividad de ejercicio por el secre­
tario, de las facultades. Si lo hace el
reglamento, en el fondo es el Presi­
dente quien las determina y si es la
ley, también prácticamente quien lo
hace es el Presidente, pues él es el
autor de la mayoría de las iniciativas
de ley.
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La delegación de facultades pertene­
cientes al secretario, sólo éste puede
hacerla, como parece natural que así
sea. Tres requisitos requiere la delega­
ción de facultades: a) que las facultades
delegadas pertenezcan originalmente al
funcionario delegante, b) que esté auto­
rizada la delegación y e) que se precise
la materia por delegar, que puede ser
como en el caso ciertas facultades.

Como el reglamento puede crear ór­
ganos administrativos, al fijar las atri­
buciones de éstos puede autorizarlos a
que deleguen parte de sus atribuciones
en favor de otros órganos internos.

Cuando se piensa que el reglamento
interior es el instrumento escogido para
precisar y jerarquizar las competencias
de los órganos internos de cada Secre­
taría, con el propósito fundamental de
poner orden y certidumbre en el ejer­
cicio del poder público, es de lamen­
tarse el abuso que se hace de la dele­
gación de facultades que además de
romper con aquel propósito fomenta la
complejidad de la actividad administra­
tiva que se está traduciendo en inefi­
cacia de la administración, en ílegalí­
dades frecuentes y en arbitraria e ílegal
trampa para la defensa de los derechos
de los particulares frente a la admi­
nistración.

Ni la ley ni el reglamento hacen la
delegación de facultades, pues son actos
que no pueden dictar los titulares de las
Secretarías ni ningún otro funcionario
menor, simplemente dan las bases y la
autorización para que se haga. Es me­
diante un acto administrativo que se
delegan atribuciones y que debe publi­
carse en el Diario Oficial para cono­
cimiento y obligatoriedad del mismo.
La ley habla de acuerdos, pero no los
señala como generales.



Resulta que la competencia de los
órganos administrativos internos de las
Secretarías, se construye por ley, por
reglamento interior y por actos admi­
nistrativos de delegación de atribucio­
nes. El reglamento interior es ahora
una fuente de desorden en el reparto
de atribuciones, fuertemente alimentada
por delegaciones de atribuciones que
autorizan a que el órgano delegante se
reserve el derecho para ejercer la atri­
bución delegada, que da pie a concu­
rrencia de atribuciones. No existe en
este extremo una auténtica delegación
de atribuciones, pues ésta por sí impide
que el órgano delegante pueda ejercer
atribuciones dadas a otro órgano para
su ejercicio.

Debiera sustituirse la delegación des­
naturalizada y la auténtica pero de la
quc se abusa, por una redistribución
de competencias. No debe mantenerse
en pie un sistema de competencias flo­
tante y transitorio, que está propician­
do y acrecentando ese tipo de delega­
ciones. Con estas delegaciones, el regla­
mento prevé la destrucción de su mismo
orden competencia!.

Parece que ni la ley ni el reglamento
debieran autorizar, a fin de mantener
un orden competencial, delegación de
atribuciones sino en forma excepcional
y restringida. De otra forma, las suso­
dichas delegaciones se convierten en un
sistema, en una regla común, con las
graves consecuencias que ésto apareja
en la vida de relación de la administra­
ción con los particulares.

e) Seguro que con la delegación
de facultades y ahora con los cam­
bios de adscripción de las unidades
administrativas, se ha querido dotar de
flexibilidad en sus acciones a la admi­
nistraci6n. Las dos leyes anteriores, de
1946 y 1958, no se ocuparon del fcnó-

meno administrativo, como tampoco el
primer texto de la Ley Orgánica de
1976. Los párrafos segundo y tercero
del Artículo 16, en que se regula el
fenómeno fueron adicionados por re­
lorma legislativa de 1983 (Diarío Ofi­
ical del 3D de diciembre de 1983).

Se tiene a la adscripción de unidades
como un instrumento complementario
al establecido de delegación de facul­
tades por la exposición de motivos del
decreto de reformas, pero la razón fun­
damental que da ésta de la adición es:
"Debe tomarse en cuenta que aun cuan­
do la facultad de adseribir las unidades
administrativas se ha venido incluyen­
do en los reglamentos interiores de las
distintas dependencias, se requiere que
el legislador lo institucionalice en la
Ley Orgánica".

No está previsto en la Constitución
ni en ley alguna, ni en la misma orgá­
nica de las secretarías, que los secre­
tarios puedan dictar reglamentos, de­
cretos o acuerdos de carácter general.
De los primeros no cabe la menor duda
que no los pueden dietar, porque son
actos reservados por la Constitución al
Presidente de la República. Pero de los
dos restantes, la costumbre y no un
texto formal los ha hecho actos de Se­
cretarios. Si el decreto o el acuerdo, son
generales, deben para ser obligatorios,
publicarse en el Diario Oficial como 10
previene el Artículo 3' del Código Civil
del Distrito Federal, aplicable en ma­
teria federal, luego la adscripción debe
hacerse por acuerdo general y publi­
carse.

La adscripción de unidades adminis­
trativas no debe verse como un simple
mecanismo de buena administración,
pues por el contrario ella tiene impli­
caciones jurídicas complejas. Decidir
por ejemplo que una dirección general
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ya no debe estar adscrita a una subse­
cretaría sino a otra distinta es hacer
un cambio de competencia en las sub­
secretarías, pues las leyes suelen señalar
a la autoridad jerárquica superior como
revisora de las resoluciones que dicten
direcciones generales. Lo mismo, si la
adscripción nueva lleva consigo un cam­
bio en la denominación de las unidades
adscritas, es cambio que debe registrar­
se por el reglamento y no sólo por el
acuerdo de adscripción.

Cambios frecuentes de adscripción
de unidades administrativas, como se
observa se llevan en la práctica, con­
ducen necesariamente a sostener que
sea el reglamento interior quien las
haga para dar seguridad y certeza sobre
autoridades competentes para atender
y resolver los asuntos administrativos.
No se maniata a la autoridad con tal
proposición, pues la vida de los textos
reglamentarios es excesivamente flexi­
ble.

dl Añeja es ya la función que desem­
peñan los reglamentos interiores de dis­
tribuir las atribuciones que son de cada
Secretaría, entre los órganos internos
que componen o estructuran a ésta. Al
hacer precisamente la distribución, está
creando a dichos órganos. Mientras re­
parta las atribuciones que son propias
de la Secretaría, e! reglamento se ten­
drá por constitucional.

Cumple el reglamento similar función
que corresponde a la Ley Orgánica de
distribuir la administración pública fe­
deral -negocios del orden administra­
tivo de la Federación, Artículo 90 cons­
titucional- y formar grandes áreas de
competencia que son las secretarías y
los departamentos administrativos.

Revisados los textos de las tres leyes
en cita, 1946, 1958 y 1976, se observa
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casi idéntica disposición. En la de 1946,
Artículo 26, el reglamento hará" ... la
distribución precisa de las facultades
que competen a cada uno de los fun­
cionarios de las mismas --dependen­
cias- y de las labores correspondientes
a cada una de las oficinas de su juris­
dicción". En la de 1958, Artículo 28
se expresó: "En el Reglamento Interior
de cada una de las Secretarías y Depar­
tamentos de Estado, que será expedido
por el Presidente de la República, se
establecerá la competencia de las uni­
dades administrativas de cada depen­
dencia ... ". En la de 1976, Artículo 18,
se reproduce el texto anterior, pero en
lugar de competencia, se habla de atri­
buciones.

En este papel, e! reglamento interior
no es el único que puede crear órganos
internos de una Secretaria, 10 hacen
también constitucionalmente: la ley del
Congreso de la Unión y los decretos y
acuerdos generales del Presidente de la
República. Porque antes de 1958, hu­
bo reglamentos interiores expedidos por
secretarios de Estado, es que las leyes
de 1958 y 1976 enfatizan que deben
ser expedidos por el Presidente de la
República.

Por supuesto que en este campo, la
ley puede modificar o abrogar 10 que
haga el reglamento, pero éste no res­
pecto a lo hecho por aquella.

Un espíritu de cambio, brutal, exacer­
bado, que produjo durante gobiernos
sexenales anteriores, masivas reformas
a la Constitución, a las leyes y a los
reglamentos, trajo entre otras conse­
cuencias la pulverización de la admi­
nistración y a la vez su macrocefalia.
La primera provocada por la política
de desconcentración administrativa, que
engendró cientos de organismos asen­
tados por todo el territorio nacional



y la segunda surgida del "cambio por
el cambio", que se nutrió de múltiples
direcciones generales, direcciones de
áreas, departamentos, del invento de
otros niveles burocráticos como las
coordinaciones generales, de subsecre­
tarías innecesarias, etcétera. Inevitable­
mente los reglamentos interiores, hubie­
ron de inflar su continente y dar asilo
a numerosos organismos y órganos. En
el célebre Informe sobre la Reforma
de la Administración Pública Mexica­
na de 1967, editado en 1977 por la
Secretaría de la Presidencia, se criti­
caba a los reglamentos por quererlo
abarcar todo. En 1971, el Comité Téc­
nico Consultivo asignó como objeto pro­
pio y casi único a los reglamentos inte­
riores, "la estructura jurídica. es decir.
la distribución de competencia dentro
de cada entidad"."

Cuando estaba vigente la Ley de Se­
cretarías de 1946, que en forma de
abreviado catálogo señalaba con rubros
genéricos la competencia de cada Se­
cretaría, recibió por ésto severas críti­
cas. Llegó en su estilo hermético a casi
el mutismo, por ejemplo: "Corresponde­
rá al Departamento del Distrito Federal
el despacho de los asuntos relacionados
con el gobierno de esa entidad, en los
términos de su Ley Orgánica", ¿cuáles
asuntos son los relacionados con tal go­
bierno?

Es fácil justificar ahora la labor que
desarrolló el reglamento de esa ley
(Diario Oficial del 2 de enero de 1947)
que fue la de detallar o desmenuzar o
desglosar aquellos rubros competencia­
les. En más de 20 o en menos frac­
ciones, se precisaron las atribuciones
para cada Secretaría, pero con el De­
partamento del Distrito Federal se repi­
tió lo de la ley reglamentada. De nada
más se ocupó el reglamento, porque tal
vez así lo decidió su autor, el Presi-

dente, pero había en la ley otros conte­
nidos que podían haber sido su objeto.

Algunos reglamentos interiores que
se expidieron a la luz de la ley de 1946
y de su reglamento, incurrieron en obli­
gados errores. Tales reglamentos, para
distribuir atribuciones y crear órganos
administrativos internos, no podían par~

tir del texto de la ley que no "listaba"
las atribuciones sino del reglamento.
Para esto último, "reglamentar" a un
reglamento, no era necesario que el
Presidente interviniera, y pensándolo
así, varios reglamentos interiores se ex­
pidieron por secretarios de Estado. Si
acaso alguno de estos reglamentos se
salió o rebasó las funciones específicas
que la ley de 1946 les asignaba, no
por este hecho sólo se podían haber
calificado de inconstitucionales, aun tra­
tando de abarcarlo todo, como dice el
Informe precitado.

Con la Ley de Secretarías de 1958,
el legislador recuperó terreno propio e
hizo como suyo el trabajo realizado por
el reglamento de 1947, esfumando to­
das esas reglamentaciones dudosas. Es
el legislador el que debe repartir las
atribuciones que formen la competencia
de cada Secretaría, conforme al primer
mandato imperativo del Artículo 90 de
la Constitución y que se conserva en el
vigente reformado, y no el reglamento
del Ejecutivo como lo hizo el comenta­
do de 1947.

Lo mismo que la de 1958, hizo la
de 1976. Pero las décadas transcurri­
das han ido registrando un crecimiento
desorbitado de la administración fe­
deral, tanto centralizada como paraes­
tatal. Las fracciones de cada uno de
los preceptos que encierran la compe­
tencia de las secretarías, cada sexenio
de gobierno aumentan su espacio y nú­
mero. Esta macrocefalia sigue creciendo
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como lo demuestra el más reciente Re­
glamento Interior, el de la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público (Diario
Oficial del 22 de marzo de 1988) que
prevé 18 direcciones generales, 84 direc­
ciones, además de cuatro coordinacio­
nes, cuatro subprocuradurías fiscales y
varias unidades; 10 años antes su Re­
glamento Interior (Diario Oficial del 9
de junio de 1977) recogía 22 direccio­
nes generales, pero sólo 42 direcciones
y sin coordinaciones.

Ante ese inusitado gigantismo buro­
crático, el reglamento interior es una
microindustria de órganos administrati­
vos. Habrá que sumar los órganos crea­
dos por ley, por decreto o acuerdo u
otro reglamento del Presidente, y la
plaga de delegaciones de atribuciones y
de cambios de adscripción. ¿Es posible
conocer ahora, así, la organización in­
terna de una Secretaría, es posible sa­
bcr qué órganos o funcionarios son los
competentes para dictar resoluciones en
el universo administrativo federal?

e) Cuidado han tenido las tres leyes,
de establecer que el reglamento deter­
mine la forma de suplir a los titulares
en sus ausencias. Por el lenguaje utili­
zado por los tres ordenamientos, esos
titulares son los secretarios, nada más.
Es decir que si prevé la forma de suplir
a otros funcionarios como pueden ser
los subsecretarios o el oficial mayor, se
excederá en su papel estricto de regla­
mento interior. Pero si lo hace, fijando
como atribución a uno o a todos los
subsecretarios la de suplir al secretario,
como reglamento administrativo está en
su derecho. El Reglamento de la Se­
cretaría de Hacienda citado, tiene todo
un capítulo de suplencias, las que apli­
ca a casi todos los servidores de la de­
pendencia (Artículo 140).
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Ante los tribunales se ha discutido
mucho qué debe entenderse por ausen­
cias. Estar fuera del país el funcionario,
estar fuera de su sede, estar imposibi­
litado por razones de enfermedad, va­
caciones, comisiones oficiales, etcétera.*
Debe o no acreditarse la ausencia o
basta con el solo dicho del suplente
que actúa por ausencia del titular o del
primero o seguido suplente.

Por comodidad práctica, los regla­
mentos interiores después de muchos
juicios perdidos ante los tribunales, han
establecido como principio que el se­
cretario puede ser suplido por los sub­
secretarios o el oficial mayor, indistin­
tamente por cualquiera y que tales su­
plentes también pueden indistintamente
suplirse entre sí. No hay manera de
averiguar y acreditar que el suplente
actúa por ausencia del titular, menos a
partir de qué momento se inició la
ausencia y en qué otro ésta terminó.
No existe la carga de la prueba en el
suplente para acreditar la ausencia del
titular suplido ni del suplente ausente.

* A propósito del recurso de revisión
-hoy suprimido-e- que podía hacerse valer
por los secretarios de Estado ante la Sala
Superior del Tribunal Fiscal de la Federa­
ción en contra de las sentencias de las Salas
Regionales del propio Tribunal, se formó la
siguiente tesis jurisprudencia! (288) por la
Segunda Sala de la Suprema Corte de Jus­
ticia de la Nación; refiriéndose a la ausencia
del titular, que sostuvo: "... En tales con­
diciones, la substitución se precisa tanto
en los casos en que el titular se encuentra
fuera de su sede jurídica, como en los que,
por cualquier motivo, no asista a su oficina,
dado que el resultado práctico es el mismo,
o sea, que de no poder ser substituido el
ausente, no se podrían atender determina­
dos asuntos cuya solución resulta indispen­
sable para la buena marcha de la propia
dependencia, por lo que no existe base ló­
gica ni jurídica para distinguir, en cuanto
a sus resultados prácticos y tratamiento le­
gal, las situaciones de ausencia del titular
de su despacho o de la sede jurídica", Apén4

dice de Jurisprudencia 1917·1975, Segunda
Sala, t. H, p. 485.



En el fondo de nueva cuenta, los
reglamentos lo que hacen es prever una
competencia concurrente. En cualquier
momento cualesquiera de los funciona­
rios, suplido y suplentes, pueden actuar
y resolver.

CONCLUSION

El reglamento interior no es ya el
instrumento ordenador de la organiza­
ción interna de las secretarías, por el
contrario, es la fuente anárquica de
competencias administrativas pulveriza­
das, flotantes o delegadas, adscritas y
suplidas,
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UNA TENDENCIA MUNDIAL: LA PRIVATIZACION

Elena Jeannetti Dávila

EL FENOMENO PRIVATIZADOR

A principios del siglo a la mayoría
de los ciudadanos el conocimiento del
Estado les era indiferente. La adminis­
tración pública constituía para ellos
una realidad confusa que se hacía pre­
sente s6lo en una creciente burocracia.
Las relaciones ciudadanía-burocracia se
concretaban en pocas actividades tales
como: correos, policía y los más ele­
mentales servicios municipales de lim­
pieza de calles, panteones y mercados.
Sin embargo, para esa época ya la idea
privatizadora había aparecido en el
texto de los teóricos. En Inglaterra.
Wagner pugnada por el adelgazamiento
de la burocracia y la descarga de las
responsabilidades gubernamentales en
manos privadas sin resolver y entender
bien lo que significa la privatización,
sus aspectos positivos y negativos. sus
consecuencias a diversos plazos. así
como el cúmulo de principio normati­
vos que desencadena aunados al con­
trol estatal ineludible que requiere.

Hoy el fenómeno privatizador se liga
más a la voluntad política del gobierno
que a una necesidad administrativa in­
gente, y responde a una tendencia de
envergadura mundial en la que apare­
cen los factores económicos y comer­
ciales como motores de la misma, más
que la impericia e ineficacia del servi­
cio público. De ahí la importancia de
su reflexión.

Analizar su definición, su justifica­
ción, sus alcances y motivaciones son
tarea obligada para los estudiosos de la
administración.

Indudablemente privatizar no tiene el
mismo significado en todos los países
dadas las diferenciadas estructuras cons­
titucionales y políticas, así como el
status económico y social de cada uno
de ellos. Basta como ejemplo comparar
la idea francesa de la que se tiene en el
Reino Unido. Algunos tratadistas como
Francoíse Dreyfus advierten que en
Francia el problema 10 plantea la esta­
tización o desestatización, la nacionali-

45



zac i6n o desnacíonalízací ón , en función
directa a la inversión ofic ial. En cambio
en el Reino Uni do se trat a de un cam­
bio conceptual del papel qu e el . sector
público juega en relación a la soc ieda d ,
en el que, ind iscu tiblemente este sect or
se contrae en beneficio directo de la so­
ciedad.

En nuestros d ías el llamado " Tache­
rismo" se significa por:

1. La desregulaci ón . Medio que elimi­
na buena pa rte de los controles ol í­
ciales a favor de la producción pri­
vada de bienes y servicios.

2. Por la desin corporaci ón de en tida ­
des públicas mediante la venta de
acciones a una empresa privada exis­
tente.

3 . La venta de bienes de inversión a
particulares.

4. La contratación privada de servi·
cios, tales como mantenimiento y
aseo .

5. Por la eliminación de l siste ma de
subsidios.

6. Por el principio que invoca que el
cliente Hes el rey".

7. Por el abandono del sistema de rn é­
ritos por el de "audacia" me rcantil.

8 . Por el ad elgazam iento del cuerpo
burocrático .

En el Reino Un ido la privatización
parece ir de la ma no, señ ala Kendrik
de Ru, con una re volución cultural de n­
tro de la administración púb lica en la
cu al prácticam ent e tod as las ac tivida­
des del Estad o pu ed en ser privatizad as ,
con base en la idea que se tenga del
Estado, tenden cia sin embargo que no
elim ina del tod o la po sibilidad regre­
siv a.
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Las corrientes priva tizadofas buscan
someter los programas gubernamentales
a las leyes de l mercad o, de la técn ica , y
de las fin anzas, como es el caso de la
Nasa en Estados Unidos de Ncrteam é­
rica. En cambio en Italia exire un ver­
da dero aba nico entre las emp resas 100
por ciento p úblicas y las privadas. dan­
do lugar a la econ omía mixta , asi cerno
a la creación de 'sociedades naciona les
de servid o público" que obedecen a fir­
mas privadas sectorizadas para su con­
trol, en las cuales un órgano guberna­
mental puede inclusive poseer parte de
las acciones.

Contraria ndo estas tendencias, en
Canadá persiste la idea de na restarle
facultad es al Estad o. En este pais se pre­
fiere seguir el camino del fo rtalecim icn­
lo de la empresa pública en el co ntexto
del desarrollo, profesionali zándola ma s,
an tes qu e delegar la responsabilidad
econ ómica al sector privado.

Por otra parte la desinco rporación
por el sistema de venta de em presas
públicas tiene una finali dad y un tra ­
tamiento muy distinto en los paíse s in­
dustr ializados de aq uellos en vía s de
desarr ollo , dada la ausencia o presencia
de capitales privados, sean nacionales o
extranjeros.

Todas las corrientes pr iva tizad oras,
cabe destacarlo , exigen una reorganiza­
cíó n funcional y por 10 tanto ampliar
la regulación específica de las mi smas
mediante una reglamentación a través
de 1" cual el Esta do afirma su pa po!
rector de la economía.

La privatización desde un punto de
vista te órico , ide al y simplista permite
d isminuir la burocracia y hacer a l as
empresas más competitivas , rentables,
o efi cientes, sometidas a las leyes del



mercado, Sin embargo es una realida d
probada las fluctuaciones, los vaivenes,
las deficiencias e irregularidades del
merca do qu e obligan a países pobres o
ricos a una permanente intervención es­
tatal a su favor o a su rescate . y ponen
en entredicho las bondades teóricas del
sistema. Si hoy día la privat ización ha
perdido mucho de su an terior polémica
ideológica se debe a las presiones del
Banco Mundial, los Bancos de Desarr o­
llo y otras muchas institu ciones simila­
res, que favorecen e impulsan la con­
fianza en las empresas pri vat izadas y
manejan a su ant ojo las deud as pú­
blicas.

Examin ando lo s terrenos socialistas,
la privatización todavía no ha record­
do mucho camino en la Unión Sovié­
tica , aunque ya habí a sido tolerada bajo
el man da to de Vlad imir Lenin . En la
actualidad el gobierno cent ral soviético
lo permite. ejerce pa ra ello un control
con base en el suministro de mater ias
primas. una legislación impositiva y dis­
positivos reguladores muy estrictos, 10
que disminuye much o su perfil y ca­
racterísticas genuinas .

Existe la pa radoja y la tendencia, tan­
to en las economías de mercado como
en la de los estados socialistas , que
apoyan la propensión al bajo rendí­
miento y tienen presente el plan teamien­
to que responde a los resultados de la
gestión, 'si ésta se vuelve excesivamente
insuficiente se probará el otro sistema"
crea ndo una cadena de alternancias .

Es hasta 1983 que por vez pri mera
aparece. en el dicc ionario inglés el vo­
cablo pri vatiz ación. deb ido al peso de
la tendea cia mundial y a su constante
concurrencia.

Es una realid ad actuante que la em­
presa privada existe en todos los siste-

mas CCO:lO ffi ICOS dada su capacidad de
tomar decisiones técnicas más rápi da­
mente quc las empresas estatales y bajo
una menor p resión política, hechos qu e
idealizan su presencia marginando to­
talmente su incapacid ad dc beneficio
colectivo. Por ello la opci ón alterna
siempre permanece present e y queda 11

prueba desde el punto de vista ideo­
lógico . en relación directa con el resul­
tado político y económico pues la pri ­
vatización conduce, en todos los casos,
a un desposeimiento del ped er bu ro­
crático. Innumerables veces, 10 registra
la histor ia económica de los paises. las
ventajas que se imputan a la actividad
privada son exageradas y la versi ón de
su perfección económico muy dudosa.
A pesar dc cllo la privat ización en to­
das sus modalidades está siendo de­
fend ida en las naciones occidentales,
comunistas y te rcermundistas, como al­
ternativa a las diferentes empresas
púb licas o por razones neoliberales, sin
embargo. no hay un modelo de gestión
que en su esencia conlleve en forma
inherente la eficiencia y la producción
de bienes y servicios de mejor calid ad,
oporrunidud y conc iencia social.

En cambio sí los hay demostrando su
imperfecci ón y altos costos, qu e obli ­
garon en un momento dado a su rescate
estatal: por ello . se hace necesario COIl­

siderar las motiv acioncs que coudicio­
mm al fenómeno.

Los motivos posit ivos 'que ordinaria­
mente se invocan pueden agru pa rse en
cinco categorías:

1. La privatización favorece la eficicn­
cía y limit a el pap el del Estad o ,
reduciendo el tamaño de la burocra­
cia. e impulsando la competitividad
comercial.

2 . La privatización aligera el presu­
pu esto gubernamental y el papeleo
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propio del servrcio público y per­
mite una mayor flexibilidad en el
uso de los recursos financieros.

3. La privatización permite el libre
juego accionario en el mercado bur­
sátil.

4. El Estado, al liberarse de ciertas
cargas, concentra sus esfuerzos en
aquellos programas esenciales para
el desarrollo y la protección ciu­
dadana.

5. Al aligerar el peso financiero, el
Estado, mediante la venta de em­
presas públicas, obtiene dinero fres­
co que le permite afrontar necesi­
dades imperiosas frente a la deuda
externa y ante la crisis económico­
social que reclama soluciones inapla­
zables.

En contraparte, la crítica señala va­
rias desventajas:

1. La inversión privada debe canali­
zarse a proyectos fundamentales de
gran visión para activar realmente
a la economía en lugar de desti­
narla a la adquisición de empresas
públicas que se desempeñan con
números negros o rojos.

2. En los países en desarrollo el com­
portamiento del mercado se agudiza,
es inevitable e incierto y no garau­
tiza la estabilidad económica. La
economía local está siempre sujeta
a los imponderables externos, los
que destruyen previsiones y planes
de desarrollo.

3. El poder de compra, en estos países,
se encuentran concentrado en pocas
manos, favoreciendo solamente a un
grupo poseedor del poder económi­
co en detrimento de la casi totalidad
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de la población, la que cada día se
empobrece más.

4. El poder económico crea una clase
dominante que por diversos cami­
nos presiona políticamente al poder
estatal, condicionándolo con sus ac­
ciones reivindicatorias.

5. La inversión extranjera, a largo pla­
zo, puede desestabilizar definitiva­
mente a la economía nacional.

6. El sector privado no está compro­
metido con la ciudadanía, ni con la
democratización en la toma de deci­
siones, ni siente que éstas sean res­
ponsabilidades propias de su con­
dición económica.

En realidad la privatización es un
acto político de alta sensibilidad más
que una reforma o un cambio estructu­
ral administrativo profundo. La ubio
cación de una empresa en el ámbito
privado o público en sí no tiene la
menor importancia, 10 que sí la tiene
es el grado de productividad y rendi­
miento que se obtenga en un momento
dado en beneficio de una economía com­
petitiva en el interior de un país y ante
el mercado internacional. Curiosamente
las crisis económicas en casi todos los
países han querido resolverse con dos
posiciones diametralmente opuestas:
inicialmente estatizando las empresas
no rentables, o en la modernidad repri­
vatizando a las mismas después de ha­
ber efectuado su saneamiento.

LA DESINCORPORACION
ESTATAL

A la privatización con frecuencia se
le equipara con la desincorporación de
entidades paraestatales, siendo que la
primera es un concepto filosófico que



implica cambios administrativos, socia­
les. jurídicos y políticos por razones
exclusivamente económicas.

La desincorporación por su parte di­
fiere de país a país dependiendo de la
filosofía política que se practique, en
relación a la creencia de si el sector
estatal debe o no ser demasiado grande
y que realice demasiadas actividades
empresariales o no.

En algunas naciones industrializadas
la dcsincorporación se contempla como
un vehículo para llevar la propiedad
de acciones a los niveles populares,
como en el caso del gobierno provincial
de la Columbia Británica, o el de Tur­
quía cuando en 1983 creó certificados
de participación de utilidades, o bonos,
sobre el Puente del Bósforo y la presa
de Kcbán, poniéndolos a disposición de
la ciudadanía, en un acto trascendente
dando lugar a la "economía social
compartida".

En algunos países industrializados se
ha postulado, con insistencia, que la
propiedad particular conduce a una ad­
ministración ideal, innovadora, dlná­
mica y eficiente, lo que permite que
el precio social de desestimar o reducir
la mano de obra, cerrar unidades o
plantas, se justifica con las expectativas
financieras fincadas en el costo-benefi­
cio inmediato, añadiéndole también co­
mo justificación la reducción en los
compromisos crediticios que impactan
al gobierno.

Resultan importantes los desafíos que
la desincorporación y la privatización
plantean en los países en vías de de­
sarrollo. Si los pafses industrializados
imprimen dinamismo a su economía
pública mediante el traspaso de las en­
tidades que no generan mayores utilida­
des, el caso no es el mismo, por el costo

político y social que el hecho significa,
en países como el nuestro.

M. Shirley señala que en los pafses
industrializados las empresas desincor­
poradas "se insertan en una economía
dominada por el sector privado y un
medio de políticas bien estructuradas;
es decir, leyes impositivas estables, un
sistema reglamentario bien establecido
y comprometido, un gran sector indus­
trial (o de servicios) con numerosas
empresas y, en la mayor parte de los
casos, un grado razonable de compe­
tencia, 10 que no ocurre en los países
en vías de desarrollo cuyas circunstan­
cias económicas son del todo diferen­
tes". A pesar de consideraciones tan
valiosas como la anterior la desincorpo­
ración de entidades paraestatales en
sentido estricto o empresas públicas
en sentido lato es materia muy nueva
aun en el caso de los países industria­
lizados. Se carece de experiencia, de
auténtica evaluación de resultados para
llegar a conclusiones firmes. La tarea
es importante, insoslayable, merece sin
duda un análisis y seguimiento fríos
profundamente racionales.

En esencia la privatización de la pro­
piedad es el elemento primordial de los
programas privatizadores que implican
la venta de capital social, pero que
permiten que el gobierno mediante los
procedimientos de estatización y toman­
do en cuenta las causas públicas, pueda
retomar la propiedad si históricamente
así lo decide.

El término privatizar significa cam­
bios en el orden jurídico formal, en el
funcional, en el normativo administra­
tivo y específicamente en el económico
cuando entra en juego de manera sig­
nificativa la economía de mercado. Im­
plica una limitación gubernamental,
dado que en la realidad no existe un
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mercado auténticamente libre sino
un mercado regulado en mayor o menor
grado por el Estado , lo que plantea el
cuestionamiento: ¿cuándo una tarea
económica debe ser exclu sivamente gu­
bernamental?, ¿cuándo debe o deja de
serlo?, ¿en qué proporción el Estado
debe participar?

A. Walraven s señala que en esta rna­
teria existen motivos, realidad es y mitos.
Un motivo o factor importante es el
fortalecimiento y recuperación econó­
mica mediante una descarga hacia el
otro sector de la carga financiera. ope­
rativa y organizacional en un momento
coyuntural.

Dentro de los mitos el más impor­
tante es el de la reducción burocrática
y recordemos que con frecuencia el ser­
vicio públ ico sirve, de pararrayos. Se­
ñala tamb ién el autor: " La burocracia
es el enemigo perfecto. Es suficiente­
mente abstracta para colocarse dentro
del sistema de valores de una persona,
desde la ira del contribuyente por la
complejidad del código en materia de
ingresos hasta el disgusto del ecologista
por las concesiones hechas en las nor­
mas de calidad del aire". Más aún , dice
Charles T. Goodseil, "jam ás desapare­
ce, nunca deja de estar a la mano como
enemigo perfecto, causa y efecto de
todos los males gubernamentales y ciu­
dadanos".

A su vez y a juicio de todos los mo­
vimientos políticos: "el gobierno y su
adminis rración son por principio ant í­
sociales". Mito que conduce a favorecer
a ciegas a la demanda desincorporadora
o privatizadora concediéndoles a priori
una fuerza inconcebiblemente mágica:
Helios sí son capaces".

La desincorporación bien entendida
no implica necesariamente una reduc-
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cron directa y sustancial de las tareas
gubernamentales, sino más bien exige
su transparencia y racionalidad. favore­
ciendo que quede en manos del Estado
únicamente 10 intransferible por estraté­
gico o prioritario.

Ambas tendencias no deben servir
de medicina a las patologias burocr áii­
cas, sino de tónico y redefinición de lo
que es sustancial al poder político para
la buena marcha del Estado. A largo
plazo ambas políticas deben tener por
resultado la disminución del personal
ejecutivo y burocrát ico, la reducción de
las tareas gubernamentales a tan sólo la
planeación general para el desarrollo,
la legislación inherente, el control in­
dispensable, más la vigilancia de las
políticas económicas y sociales que
den coherencia a todo el sistema.

La privatización en la concepción de
la modern idad no siempre y exclusiva­
mente debe incidir en el mercado, sino
que puede y debe hacerlo en el núcleo
de actividades gubernamentales como
es el caso de Jos servicios municip ales
como los de recolección de basura y
de vigilancia para mencionar sólo dos
sencillos y claros ejemplos.

Pero la privatización y la desincorpo­
ración conllevan graves consecuencias
que no deben tampoco ignorarse en el
fiel de la balanza decisoria. Afectan
principalmente personal técnico al mo­
dificarse las relaciones laborales y su
rendimiento, algunos informes y estad ís­
ticas de casos estudiados reportan que
su comportamiento empeora en lugar
de superarse.

Varios autores señalan que al evalu ar
la privatización y la desincorporación
en algunos paises europeos éstas han
sido más bien "una ruta de escape que
el propio gobierno ocasiona", y con ello



resuelve la necesidad real de llevar a
cabo una profunda reorganización den­
tro del aparato público a fin de eliminar
la incompetencia administrativa. profe­
sionalizándola mejor.

Cabe señalar que es una consecuencia
insoslayable la concentración que pue­
de darse dentro del sector privado como
resultado de estas tendencias, lo cual
afecta directamente a las pequeñas y
medianas empresas haciéndolas víctimas
potenciales de los nuevos modelos de
monopolio, o poniéndolas fuera de la
legalidad, en la economía subterránea,
o acabando con ellas.

Cabe también señalar que cuando la
iniciativa privada o social ejecuta tareas
administrativas públicas, debilitan la
imagen gubernamental acarreando co­
rruptelas y privilegios ciudadanos in­
compatibles con la vida democrática e
igualitaria que sí garantiza el Estado
moderno.

Ahora bien, las soluciones a estas
premisas y sus consecuencias dependen
en buena parte del tipo de diagnóstico
que se efectúe sobre las causas reales
y básicas de la actual situación en el
sector paraestatal y en la dimensión,
general, del servicio público central, re­
sultado y producto de problemas es­
tructurales y de soluciones coyunturales,
y la determinación de cuándo el Estado
se ve obligado a crear y utilizar instru­
mentos para motivar el desarrollo y ace­
lerar la economía nacional.

EL CASO DE MEXICO

El desarrollo del sector paraestatal
tiene una evolución histórica diferente
en cada país. El caso de México ha
sido ampliamente estudiado, relaciona­
do, discutido y analizado, basta mencio-

nar como ejemplo el caso de los ferro­
carriles, que el gobierno recibió y
rescató descapitalizado y obsolescente
y su recuperación ha sido prácticamente
imposible, dada la permanente y cre­
ciente demanda del servicio, sin olvidar
su categoría prioritaria y la atención
política y económica permanente que
merece.

El Estado mexicano no ha sido por
principio un mal administrador, baste
considerar el progreso bancario. Ni es
válido el argumento teórico que consi­
dera que el propietario privado no pue­
de ser reemplazado en sus intereses por
un burócrata por bien intencionado y
capacitado que sea. Es cierto que se
requiere talento gerencial en los ser­
vidores públicos pero éste existe poten­
cialmente. \El Estado no es por sí un
mal empresario, 10 que se cuestiona es
si debe serlo convirtiéndose en actor
de la economía en lugar de rector de la
economía.\Es dentro de este enfoque
donde del5€' centrarse el cuestionarniento
de la decisión política pública. No debe
olvidarse que la producción pública es
una alternativa a la regulación de la
producción privada.

El Estado no puede caer en la de­
magogia del liberalismo a ultranza. Es
fácil privatizar desde las aulas o los
medios de comunicación, pero muy di­
fícil hacerlo desde la óptica y acción
del gobierno. El redimensionamiento
estatal pone en evidencia que a la pri­
vatización y a la desincorporación no
debe vérseles como una panacea, sino
más bien como medidas estratégicas
dentro de un enfoque de modernidad a
fin de dejar el espacio necesario para
que la función pública logre un grado
razonable de eficiencia, productividad
y rentabilidad.jl.o que requiere una fi­
losofía política bien definida y opor­
tuna.
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FILOSOFIA ESTATAL
MEXICANA EN LA

MATERIA

En las últimas cinco décadas la par­
ticipación del Estado mexicano en la
economía coadyuvó a realizar obras in­
dispensables de infraestructura, a fa­
vorecer a grupos marginados en materia
social, a fomentar la riqueza cultural
y en el orden político a lograr la cohe­
sión de la nación.

Dentro de ese marco de ideas la em­
presa pública mexicana fue un sólido
apoyo a la industria en general. Las
entidades del sector paraestatal se mul­
tiplicaron en los últimos 50 años para
suplir deficiencias, fracasos o desem­
pleo, especialmente cuando ningún sec­
tor cubría el vacío. Mas su crecimiento
fue desordenado y desmedido, provo­
cando, asimismo, el abultamiento de la
burocracia estatal, generando en la ma­
yoría de los casos ineficiencia y poca
productividad. Esta realidad ha obliga­
do al gobierno mexicano a tomar me­
didas drásticas, racionalizar al sector,
a retener sólo aqueJlas empresas que son
estratégicas o prioritarias, a las que
es necesario administrar bajo los mo­
dernos conceptos de eficiencia y rendi­
miento, sin que dejen de cumplir los
objetivos socioeconómicos para los que
fueron creadas, estableciendo a la vez
su compromiso y vinculación al plan
de desarroJlo nacional.

Partiendo del reconocimiento de las
áreas estratégicas en las que por man­
dato constitucional el Estado debe par­
ticipar directamente en la prestación
de bienes y servicios a la comunidad, se
delimitaron en el sexenio gubernamen­
tal pasado, las otras áreas en las que las
entidades resultan de carácter priorita­
rio, marginando a las restantes para su
desincorporaci6n mediante procesos ta-
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les como los de fusión, liquidación,
transferencia y enajenación a los otros
sectores: el privado o el social. Con es­
tas medidas se ha ido logrando el cam­
bio estructural del servicio público y
el ajuste económico de la participación
estatal.

Cabe señalar que con estas medidas
se está realizando un esfuerzo que se
presta a la controversia y a la diversi­
dad de opiniones pero que constituye,
indudablemente, una actividad selecti­
va importante en relación a la partici­
pación expansiva de decenios atrás.

En México el sistema nacional de
planeación democrática constituye el
instrumento que imprime racionalidad,
solidez, dinamismo, permanencia y equi­
dad a todas las medidas y programas de
la administración pública federal mo­
derna, y precisa la vinculación de ellos
al Plan Nacional de Desarrollo.

En junio de 1984 el Ejecutivo Fede­
ral publicó el Programa Nacional de
Fomento Industrial y Comercio Exte­
rior. Este Programa señala: "que en las
áreas prioritarias el Estado impulsará a
los particulares para que participen y
solamente considerará la conveniencia
de intervenir directamente en atención
a los intereses nacionales y cuando los
particulares no puedan, o no deseen
concurrir en dichas áreas".

El Programa contiene la actual filo­
sofía estatal en materia de administra­
ción pública, al precisar áreas estraté­
gicas, de concurrencia prioritaria y otras
de concurrencia complementaria, su­
brayando la necesidad de sanear y mo­
dernizar al sector paraestatal siempre
dentro de un sistema de economía mix­
ta, Iten busca de un Estado menos
grande pero sí más fuerte y eficiente".



La misma filosofía implica un estricto
apego a la legalidad en los procesos de
desincorporación de las entidades para­
estatales. El marco normativo jurídico
surge de las leyes y reglamentos que en
forma generala específica son relativos
a su formación, estructura, operación y
desincorporación. El procedimiento que
de este marco normativo se desprende
debe permitir a todos los órdenes de
gobierno involucrados actuar en el
ámbito de sus responsabilidades. En
el caso de la enajenación se confirió a
la Secretaría de Hacienda y Crédito PÚ­
blico la responsabilidad única de coordi­
nar, supervisar y ejecutar la enajena­
ción de las entidades paraestatales, lo
que permite una mayor claridad cn el
procedimiento.

PROCEDIMIENTO
Y RESPONSABILIDADES

PARA LA DESINCORPORACION

Por instrucciones precisas del Ejccu­
tivo Federal se ha determinado un es­
tricto sistema procedimental, que obli­
ga en cada caso a integrar un expedien­
te de las empresas vendidas, o en venta,
en el cual debe incluirse una sección
especial sobre cada una de las fases
del procedimiento y en donde se deja
constancia documental y una amplia
fundamentación.

Copias del expediente deben pasar a
los archivos de la Presidencia de la
República, a la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público, a la dependencia
coordinadora sectorial, y a la Secretaría
de la Contraloría General de la Fede­
ración, así como a la Sociedad Nacional
de Crédito que funge como agente en
la enajenación.

La dependencia coordinadora del
sector de que se trata, en uso de las

facultades que le confiere la ley, debe
presentar ante el Ejcutivo Federal la
propuesta de desincorporación o priva­
tización estableciendo los lineamientos
de venta y las políticas a seguir, como
resultado del análisis y revisión de las
empresas que integran el sector. Eva­
luando la necesidad de su control. su
posible integración a cadenas produc­
toras, la competitividad a nivel mundial
y el beneficio a los consumidores na­
cionales. De manera muy importante a
la capacidad de los inversionistas na­
cionales para hacer frente al manejo
privado o social de las mismas.

CAMBIO ESTRUCTURAL
Y PARTICIPACION

MINORITARIA DEL ESTADO

La desincorporación responde a la
búsqueda de cambios profundos en
la estructura. Las recomendaciones de la
dependencia coordinadora deben obe­
decer a diversas necesidades COmo son:
el trato preferencial a determinados
grupos sociales, o bien en relación a los
avances científicos con el fin de que
los nuevos inversionistas promuevan la
integración de nuevas tecnologías; a
la integración de expertos con el fin de
lograr niveles competitivos innovadores,
así como a la materialización de pro­
yectos fundamentales ya iniciados pero
sin la capacidad económica del Estado
para concluirlos.

Se ha considerado, asinusmo, conve­
niente que el gobierno federal mantenga
una participación minoritaria y aún
mayoritaria cuando el Estado es el prin­
cipal o único productor, o bien cuando
su presencia es necesaria para inducir
a los nuevos grupos de inversionistas
expertos en la tecnología moderna apli­
cable, como son los casos de Mexicana
de Aviación y de Teléfonos de México.
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Pero en todos los casos se deben
evitar los monopolios privados, cuidan­
do que la desincorporación no favorez­
ca en ninguna forma este fenómeno.

LA COMISION
INTERSECRETARIAL

GASTO-FINANCIAMIENTO

Esta Comisión evalúa la procedencia
de la recomendación, así como la fac­
tibilidad de manejo fuera del control
directo por el Estado, y asimismo,
evalúa la situación financiera de la em­
presa en venta, la magnitud del sanea­
miento financiero que requiere y la
importancia de eliminar el proteccionis­
mo excesivo, el monto de los subsidios
directos e indirectos, los precios dife­
renciales y los créditos preferenciales,

Obteniendo el dictamen favorable de
la Comisión Intersecretarial Gasto-Fi­
nanciamiento, y en virtud de las facul­
tades que le confiere la Ley Orgánica
de la Administración Pública y la Ley de
Presupuesto. Contabilidad y Gasto PÚ­
blico, la Secretaría de Programación
y Presupuesto gestiona el acuerdo del
Ejecutivo Federal, notifica el resultado
y la procedencia de enajenación a la
Secretaría de Hacienda y Crédito PÚ­
blico, y a la Secretaría coordinadora
del sector, designando a la Sociedad
Nacional de Crédito que fungirá como
"agente de venta", institución que a
partir de ese momento se encarga del
manejo bursátil.

La Sociedad Nacional de Crédito
debe formular las estrategias y el "pros­
pecto de venta" reflejando la situación
real de la empresa, a fin de delimitar
las responsabilidades del gobierno fe­
deral como vendedor, Tiene la obliga­
ción permanente de cuidar los derechos
de terceros.
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Formalizada la compra-venta, median­
te la realización previa que selecciona
la mejor postura aceptada, y una vez
cubiertos todos los procedimientos que
la legislación respectiva señala, la Se­
cretaría de Programación y Presupuesto
notifica la desincorporación o venta al
Congreso de la Unión y a la Secretaría
de la Contraloría General de la Fede­
ración, concluyendo así el procedimien­
to que transforma la estructura admi­
nistrativa federal, y reduce, sensible­
mente, para satisfacción de muchos, el
carácter empresarial del Estado. Reali­
dad fuertemente cuestionada por mu­
chos doctrinarios del Estado, así como
por militantes de varias corrientes ideo­
lógicas,

RESULTADOS

Los resultados de la desincorporación
de entidades paraestatales y en parti­
cular la venta de las mismas, adquirirán
su dimensión e importancia sólo a largo
plazo. ya que la promoción del cambio
estructural de la administración públi­
ca, y la modernización del aparato pro­
ductivo y distributivo, tendrán por me­
dida su contribución al desarrollo del
país. Hacer una evaluación inmediata
resulta peligroso pues los tiempos de
ajuste requieren pasar de lo cuantitati­
vo a lo cualitativo de los fines perse­
guidos,

El Estado mexicano se ha liberado
de importantes recursos humanos, fi­
nancieros y técnicos y ha conseguido
para el año de 1990, fortalecer sensi­
blemente sus actividades estratégicas y
prioritarias, Ha fortalecido su vínculo
con los sectores social y privado, Ha
querido sumarlos al logro de los gran­
des objetivos nacionales, Espera de este
esfuerzo una respuesta idónea.



Pese a las bondades de estos me­
canismos y a los ingresos directos ob­
tenidos por el gobierno federal, así como
a que algunas operaciones de venta se
han realizado mediante el sistema de
conversión de deuda pública por in­
versión. los resultados no son del todo
compensatorios. Es indispensable con­
sidcrar que en varios casos, hasta en
el 15 por ciento de las empresas ven­
didas, hubo previamente que realizar
su saneamiento financiero. Este sanea­
miento es considerado positivo dado
que las transferencias a los otros sec­
tores terminó con los subsidios perma­
nentes que el Estado les entregaba y
frenó, asimismo, el endeudamiento vía
la garantía que el gobierno federal otor­
gaba. "La liberaci6n de pasivos repre­
senta un desendeudamiento ventajoso",
señala en una publicación al respecto
la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público.

Hoy por hoyes muy prematuro eva­
luar si los compradores están cumplien­
do con la responsabilidad de adquirien­
tes contraída con el gobierno y con la
sociedad misma.

La medición de resultados en mate­
ria de reestructuración administrativa
también es prematura, pues toda la po­
lítica económica sigue condicionada
por les acontecimientos nacionales e in­
ternacionales, entre ellos el Pacto de
Estabilidad y Crecimiento Econ6mico,
el deslizamiento del valor de la mone­
da, y el comportamiento del mercado
bursátil, la reestructuración de la deuda
pública. En todo caso los cambios son
reales pero no espectaculares.

IMPACTOS NEGATIVOS
AGREGADOS

Si bien al adquirir las empresas el
secter privado y el social han tenido

la tendencia a conservar obreros y em­
pleados calificados, indudablemente se
han lesionado las garantías de los ser­
vidores públicos, al dejar de pertenecer
en la mayoría de los casos sin su total
consentimiento al servicio público, ám­
bito de su vocación y elección. Un cues­
tionamiento profundo de sociología ad­
ministrativa y de política social debe
desprenderse de esta situación, pues al
personal, especialmente al experto y
especializado, en buena medida se le
"cosifica" necesariamente al transferirlo
corno un elemento más de la negocia­
ción, sufriendo profundas consecuen­
cias psicol6gicas y laborales en despi­
dos, prestaciones, seguridad social y
salarios, aunque éstos aparentemente
mejoren.

Las políticas de operación, a su vez,
han sufrido cambios profundos y afec­
tan a proveedores, mercados, líneas de
producción y precios para el consumi­
dor. Temática que merece un estudie
especial.

Los primeros análisis y conclusiones
considerados prematuros señalan que,
en promedio, las empresas desincorpo­
radas son menos rentables ahora que
antes de su privatización, ello se debe
al aprendizaje en el manejo de su nue­
va situación.

CONCLUSIONES

En este momento, en México, la filo­
sofía aplicada tiene por fin lograr la
superación económica conjuntamente
con la de un cambio conceptual y la
redefinición de las tareas que el Estado
debe asumir.

Es oportuno tener presente que en
todo el orbe el análisis del ámbito de
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competencia del Estado y su redefiní­
cíón y tamaño son hoy día materia del
cuestionamiento práctico e ideológico
en el ámbito oficial, en la sociedad ci­
vil, así como de manera muy particular
en los medios intelectuales, especiali­
zados y teóricos, sin que se haya logra-
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do una precrsion, un consenso, hecho
que permite que al considerar el redi­
mensionamiento del aparato estatal se
confunda a la esencia' estatal con lo que
que es su gobierno, inclusive con las
necesidades y tendencias políticas, lo­
cales y mundiales.



ORIGEN, COBERTURA Y OBJETIVOS DE LA CIENCIA
DE LA POLICIA

Ricardo Uvalle Berrones

INTRODUCCION

E1 objetivo de estas ideas es analizar
uno de los campos de conocimiento que
tiene la administración pública, a saber:
la ciencia de la policía. La misma se
inserta en realidades históricas que con­
dicionan su desarrollo como actividad
de naturaleza estatal. En tal sentido, la
ciencia de la policía, tecnología del po­
der cuyo sustento doctrinario concierne
al Estado absoluto, es el antecedente di­
recto de la administración pública mo­
derna. En la versión de los Estados ab­
solutos, la ciencia de la policía es el
basamento intelectual e ideológico que
define y nutre la actividad administrati­
va del Estado. Los movimientos del Es­
tado hacia la sociedad, tienen como eje
las acciones constructoras y transforma­
doras de la administración pública. Con
base en la ciencia de la policía, la
concepción y el ejercicio del poder esta­
tal se vierte hacia la sociedad teniendo
como punto de referencia la racionali­
dad de las prácticas administrativas.

l. RAICES HISTORICAS DE LA
CIENCIA DE LA POLICIA

Del griego polis, la policía recoge
su acepción original entendida como
una forma de gobierno y de organi­
zación política. Alude la misma a lo
público, lugar donde los ciudadanos
celebraban sus prácticas políticas. Cabe
mencionar que el concepto de policía
en la versión griega, corresponde a un
modo de coexistencia donde la ciudad­
Estado se refiere a la manera específica
de ejercer y retener el poder. La poli­
cía, fórmula de asociación y gobierno,
tiene en la antigua Grecia como radio
central de acción el ámbito de la ciu­
dad.

Como estructura de poder donde con­
viven los ciudadanos, la ciudad permi­
te satisfacer las necesidades propias de
su existencia. La ciudad es el espacio
político donde subsisten relaciones de
autoridad y obediencia ejercida por
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un poder superior. En consecuencia, la
vida política de la ciudad se sustenta
en relaciones que permiten a los ciuda­
danos vivir bajo la égida de un poder
quc se encarga de gobernar el tipo de
asociación que han decidido adoptar.

La acepción policía se refiere de este
modo a situaciones de orden político
relacionadas con la forma de ejercer las
relaciones de dominación. Pero en la
acepción griega, la idea de policía tam­
bién refleja una cobertura que abarca
las condiciones urbanas de vida. Aunque
en ellas predominan medidas de seguri­
dad y protección, no descuida, sin em­
bargo, los matices vinculados con la
calidad de vida.

Tal es el caso de las medidas de sa­
lubridad que se encuentran en la po­
lítica de Aristóteles. Cuando se refie­
re a este punto dice " .. .la ciudad debe
tener dentro de sus muros aguas y fuen­
tes naturales en basta cantidad, y a
falta de ellas conviene construir bastos
y numerosos aljibes destinados a guar­
dar las aguas fluviales para que nunca
falte agua, en caso que durante la gue­
rra se interrumpan las comunicaciones
con el resto del país"!

Espacio político donde se desenvuel­
ve la vida humana, la ciudad repre­
senta la organización donde se enlaza
la convivencia entre los habitantes (ciu­
dadanos) para asegurar que las relacio­
nes entre ellos tengan sentido de coope­
ración y ayuda, encaminadas a asegu­
rar lo que tienen y les pertenece. El
logro de la felicidad es el objetivo su­
premo al cual encaminan sus esfuerzos.
Con el concurso de la autoridad política
se preocupan por conseguirla. Si bien
destacan la idea de orden como medio
de coexistencia, también destacan que
la "administración perfecta es la que
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habrá de proporcionar mayor suma de
felicidad a todos los ciudadanos".'

Se estableció desde entonces, que la
felicidad de los hombres es la clave
para asegurar la felicidad del Estado.
La policía en Grecia, se preocupa por
dotar a los ciudadanos de condiciones
de vida procurando lo mejor para ha­
cer posible el desenvolvimiento común
.. ,"la felicidad es un desenvolvimiento
y una práctica completa de la virtud".'

De este modo, la ciudad, entendida
como el hogar donde se asocian los
individuos para asegurar sus relacio­
nes de vida, es el elemento fundamental
donde se ejerce el poder político. No
se trata de una simple asociación. Es
una asociación encaminada a resguar­
dar la vida del género humano aca­
tando los mandamientos supremos dic­
tados por una autoridad. La ciudad,
además, tiene los elementos que hacen
posible el orden y el progreso con sen­
tido político, mismos que son: "1) las
subsistencias; 2) las artes indispensables
de la vida; 3) las armas sin las que
no se conciben la asociación; 4) cierta
abundancia de riquezas; 5) el culto
divino o como suele llamársele, el sa­
cerdocio".4

Los elementos señalados forman un
conjunto de relaciones de poder para
asegurar, en beneficio de la ciudad­
Estado, el desenvolvimiento pleno. De
otra manera, no es posible que lo con­
siga. "El Estado exige todas estas di­
versas funciones; necesita trabajadores
que aseguren la subsistencia de los ciu­
dadanos; y necesita artistas guerreros,
gentes ricas, pontífices y jueces que
velen por la satisfacción de sus nece­
sidades y por sus intereses".5

Aunque se trata de la CIUDAD-EsTADO,
es decir, de un a forma de organización



imbricada en una unidad, subyacen las
ideas de policía que posteriormente re­
tomarán para su vida los Estados mo­
nárquicos. Los antecedentes para ubi­
car la línea histórica de la policía.
denotan que la ciudad es superficie
donde se organiza la diversidad de los
elementos vitales que hacen posible el
desenvolvimiento continuo de un modo
de acción pública. Se desprende, por
tanto, que el gobierno consigue sus fines
loables cuando "garantiza al cuerpo so­
cial el mayor grado de felicidad","

No obstante que el concepto de po­
licía comprende la mejoría en las con­
diciones de vida de la población, la
connotación que los griegos le dieron
se refiere fundamentalmente a la im­
portancia de que prevalezca la armo­
nia, el orden y la seguridad en favor
de los ciudadanos. Es, por tanto, una
concepción relacionada con el mando
y la obediencia; es decir, con la prác­
tica de la autoridad, lo cual implica
acatar las disposiciones formuladas por
los magistrados y los jueces. Así, la
policía se' refiere "a los magistrados, en­
cargados de fallar en materia de con­
tratos, acciones civiles y criminales, y
todos Jos negocios de este género, o
encargados de la vigilancia de los mer­
cados y de 10 que se llama policía de
la ciudad".'

De este modo, la autoridad y la
obediencia son el binomio que asegu­
ran una vida mejor en términos de
asociación. Son condición para garan­
tizar que el desenvolvimiento de los
ciudadanos se realice con tranquilidad,
mirando por el bien común que articu­
lan con su obediencia colectiva.

De la idea de polis, proviene la
noción de policía, (habitat} políti­
ca que se refiere a la superficie pública
que corresponde a la forma de con-

vivencia dada entre la ciudad-Estado.
Con base en lo anterior, el significado
refiere a la policía como sistema de
orden; no deja sin embargo, de con­
templar que el desarrollo de la vida
humana es de carácter integral. El pa­
radigma del bienestar, el progreso, la
virtud y el orden, son posibles partien­
do de una etapa de vida para llegar a
otra mejor. De ahí el cuidado e im­
portancia que significaron las prácticas
de gimnasia, el cultivo de la moral, el
combate de los vicios, el cuidado de las
costumbres y el desarrollo de la edu­
cación y la música. La ciudad, ágora
de la vida pública, es, por tanto, un
modo de ejercer el poder, procurando
incrementarlo con acciones favorables
de la vida ciudadana.

En suma, la connotación de ciudad
se plasma en dos instituciones que dan
sustento y dirección a la cosa pública:
el régimen y el gobierno 11 el régimen
(políteia) se refiere a la organización
de la ciudad en tanto que el gobierno
(polítetma) es el titular de la sobe­
ranía dentro de esa ciudad y en fun­
ción del régimen establecido. Así, aun­
mismo, tienen implicaciones diversas
porque políteía es la organización de
la ciudad en tanto que la politetma
es la titularidad de la soberanía dentro
de su seno"."

n. LA VISION MODERNA
DE LA POLICIA

En la formación del mundo moderno,
las ideas de policía cuajan no sólo co­
mo institución, sino como práctica del
poder estatal. Al retomar de la anti­
güedad griega el espíritu de policía,
los Estados monárquicos, primera for­
ma de Estado en los marcos del Estado
capitalista. la incorporan a la fuerza
que es consustancial a su modo de ser.
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Es decir, la asimilan a las condiciones
históricas que corresponden al desarro­
llo de la ciudad donde se realizan las
operaciones del intercambio mercantil.

El advenimiento del capitalismo co­
mo modo de producción y distribución,
estimula una nueva etapa en e! pro­
greso de la humanidad. Ahora el desa­
rrollo de las ciudades es distinto. No
tiene como premisa la identidad de la
ciudad-Estado. Parte su desenvolvimien­
to del proceso de distinción estructural
dado entre la sociedad y el Estado. Esto
confiere otra esencia a las ideas de
policía y por tanto, a lo que de ella se
espera como práctica del poder.

Aunque los Estados absolutos tienen
su propia individualidad histórica, los
caracteriza como rasgo común, el com­
bate que libran en contra de los re­
manentes y los resabios feudales. De
este modo, el desarrollo de la policía
pero con estatuto de ciencia, correspon­
de a modalidades históricas propias del
grado de avance de las formaciones so­
ciales donde emergió. La ciencia de la
policía tiene dos momentos en su ori­
gen y desarrollo: uno que correspon­
de a su cultivo en el seno de las cien­
cias carnerales y otro en la versión no
cameral que se expandió en países
como España y Francia. En e! primer
caso, es decir, en la idea cameral
tiene como escenario Austria, Prusia y
Suecia. Es importante considerar lo an­
terior con el fin de diferenciar, aún en
el propio régimen capitalista de pro­
ducción, que los avances en materia de
policía son históricos y culturales, no
lineales ni uniformes.

111. LA POLICIA EN LAS
CIENCIAS CAMERALES

El cameralismo es un movimiento de
singular importancia, mismo que es con-
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sustancial a la emergencia de los princi­
pados alemanes que, como centros de
poder, luchan por sacudirse de las re­
laciones tenidas con el Sacro Imperio
Romano Germánico. La emancipación
de los principados trae aparejada una
lucha frontal en contra de los ester­
tores feudales. Es e! choque de dos con­
cepciones que sobre la vida tienen
también dos sociedades. Una, la feu­
dal, que se resiste a morir; otra, la
moderna, que necesita para su ínstau­
ración, derrotar los obstáculos que li­
mitan el avance de la producción ca­
pitalista. Ello implica que la forma de
organización polftica, es decir, el Esta­
do, sea el medio para emprender la
construcción de la sociedad civil mo­
derna en suelo alemán. Tal tarea im­
plica dotarlo de medios eficaces para
conseguir ese propósito.

En este sentido, el movimiento del
cameralismo tiene significación política
e intelectual. La primera, porque se
compromete con un proyecto de vida,
en este caso, en favor de la sociedad
moderna. La segunda, porque desde su
integración como basamento teórico,
cultiva un tipo de conocimiento no en­
ciclopédico sino a la manera de un
saber profesional que redundará en la
aportación de teorías y conceptos que
nutren la explicación científica de la
actividad administrativa del Estado.

IV. LAS CIENCIAS
CAMERALES

Aunque no es propósito central de
este ensayo dar tratamiento específico
al contenido de las ciencias carnerales,
se alude a ellas para destacar en par­
ticular a la ciencia de la policía. Por
tanto, la referencia a las mismas es de
orden general, señalando su importan­
cia en la formación de! Estado absoluto
alemán.



Es durante el reinado de Federico
Guillermo de Prusia, donde el lagos del
carneralismo se empieza a cultivar y
difundir. Movimiento gestado desde el
siglo XV, pero que alcanza su esplen­
dor hasta los siglos XVII y XVIII. El
cameralismo se constituye en el ejercicio
de un conjunto de prácticas adminis­
trativas que tenían lugar en las oficinas
gubernamentales. No eran prácticas ca­
racterizadas únicamente por la expe­
riencia y pragmatismo. Por el contrario,
se sustentaban en la reflexión intelec­
tual. Aunque eran conocimiento apli­
cado, se hacían con método y sistema­
tización. HEl cameralismo es un estadio
superior de sistematización, racionali­
zación y organización del trabajo ad­
ministrativo, con vistas a potenciar el
poder del Estado absolutista".'

No está confinado únicamente al tra­
tamiento de los asuntos financieros de
los Estados. Es algo más. Cualitativa­
mente destaca por articular, mediante
un saber especializado, el sistema de
dominación que soporta la subordina­
ción de la sociedad respecto al Estado.
Para ello, parte de la armonización de
las prácticas administrativas entendidas
no como meros procesos de gestión, sino
como potencias que permiten ampliar
las fuerzas de la sociedad para desa­
rrollar y conservar mejor la vida del
Estado. Tiene como premisa que el
bienestar del Estado es la felicidad de
los súbditos. Es decir, la felicidad del
Estado depende de la forma en que
es capaz de mejorar las condiciones de
vida de los individuos para asegurar
su propia conservación.

La felicidad de los súbditos y el bie­
nestar del Estado confieren al camera­
lismo una connotación relevante. En
efecto, como tecnología de poder, el
carneralismo es una práctica que da
vida a la dominación que el Estado

ejerce sobre sus súbditos. Su carácter
racional deviene del modo en que se
combinan los medios de la acción ad­
ministrativa para consumar con cálculo
y eficacia las relaciones de mando y
obediencia.

Los elementos teóricos del camera­
lismo se construyen desde una perspec­
tiva que tiende a fortalecer y mejorar
la actividad administrativa del Estado
absoluto. Se trata de la actividad que
se plasma en la sociedad de manera
permanente y contínua. Se trata de ha­
cer. de construir y de realizar en be­
neficio de los individuos obras que si­
multáneamente favorecen las potencias
del Estado. El cameralismo tiene como
triada estructural al individuo, la so­
ciedad y el Estado. Los articula para
conseguir una fuerza de conjunto. No
los identifica como algo inseparable.
Más bien los caracteriza por el cúmulo
de capacidades y talentos que cada uno
tiene para aprovecharlos. Es decir, para
el cameralismo, la clave de la prospe­
ridad del Estado radica en fomentar,
promover y estimular la felicidad in­
dividual para que la sociedad progrese
y progresando ésta, el Estado puede
acceder a mejores estadios de engrande­
cimiento y bienestar.

Por tanto, el cameralista es un tipo
de funcionario que, además de servir
al Estado, debe saber qué es éste y
cómo se organiza. Le interesa el Estado
no como institución formal. sino como
realidad histórica sustentada en relacio­
nes económicas, geopolíticas y cultura­
les que son producto de condiciones de
vida dadas, no inventadas. La natura­
leza tangible del Estado no es supuesto,
sino realídad incontrovertible.

De otro modo, no tendría significado
conocer lo que el Estado representa
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para el cameralismo. Uno de Jos ángu­
los medulares del cameralismo es cómo
aprovechar los recursos y petencias que
el Estado tiene. Ello implica que el co­
nocimiento del propio Estado exige con­
cebirlo en una faceta part icular, a saber:
su vida administrativa. Al came ralismo
le interesa el estudio de Ja actividad
administrativa del Estado mediante el
cultivo de la economía, la policía y la
cameralia.

Las ciencias mencionadas, además de
su utilidad intelectual y práctica, son
una propuesta de cómo debe ejercerse
el poder , procurando el bienestar del
Estado. Son una postura paradigmática
y viable en momentos que los resabios
feudales debían diluirse. Son ciencias
que tienen como propósito conseguir que
la vida del Estado sea próspera en
términos de alcanzar la abundancia
material, es decir, la riqueza, propio
ciando el bienestar de la sociedad. Esta
ha de traducirse en un incremento de
los ingresos del Estado, lo cual signi­
fica la aplicación de tecnologías ad­
ministrativas para conseguirlo.

El cameralismo busca que el aumento
de los ingresos del Estado sea obra del
cabal aprovechamiento de los recursos
y capacidades de que dispone. Es su
ohjetivo que el Estado no padezca ni
escasez ni estancamiento. Que se aleje
de las enfermedades políticas y econó­
micas, las cuales se generan cuando la
prosperidad se ausenta de él. El ce­
meralismo es una estrategia que , me­
diante el conocimiento aplicado, indica
per dónde ha de transitar el Estado
para robustecerse y conservarse con sa­
ludoConcibe la abund ancia de recursos,
no la escasez , las ciencias carnerales es­
tudian no sólo cómo administrar re­
cursos, sino cómo producirlos abundan­
temente para admini strarlos mejor"."
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En consecuencia, tanto la economía
como la policía y la carneralia, son
ciencias cultivadas desde una óptica ad­
ministrativa. lo cual signi fica que su pro­
ducción y aprovechamiento se relacionan
con la compleja actividad administrativa
del Estado. Por ello, las ciencias camera­
les corresponden a una sociedad históri­
camente dada; una sociedad donde las
resistencias feudales obstruyen el ad­
venimiento de la vida moderna. Cada
una de las ciencias mencionadas juega
un papel activo para conseguir tal pro­
pósito. La economía no es considerada
únicamente en Jos procesos que co­
rrespenden a la producción , el consumo
y la circulación de las mercancías. In­
teresa que la distribución de las mismas
llegue a los súbditos. Toca al Estado
prop iciar que la distribución de las mer­
cancías se haga con el concurso de su
acción administrativa. En este caso, la
economía ha de con tribuir al incremen­
to razonable de los bienes de las per­
sonas, palanca determinante en la crea­
ción y redistribución de la riqueza. El
ámbito privado que corresponde a la
sociedad, es el terreno donde la eco­
nomía ha de desarrollarse. Lo útil para
el camerali smo es que la prosperidad
particular sea correlativa a la pública,
es decir, al Estado. Sólo así se entiende
por qué la economía es materia culti­
vada desde el ángulo cameral. No conci­
be a la economía en un marco de re­
laciones individualistas. Su eje es la
vida del individuo pero en colectividad.
De ahí que la economía sea fuerza que
puede y ha de contribuir a la felici­
dad de los súbditos que es el bienestar
del Estado. " Economía o HAUSHAL·
TUNGSKUNTS tiene como propósito
enseñar cómo los medios de la. perso­
nas pueden ser preservados . incremen­
tados y razonablemente aplicados" ."

Sin embargo, además de que la eco­
nomía busca que la vida privada sea



productiva aprovechando sus fuerzas,
el cameralismo tiene una concepción
global que se contempla en la economía
del Estado, concepto acuñado por Juan
Enrique [usti, quien hizo aportaciones
de gran valor intelectual para la com­
prensión de la economía desde la pers­
pectiva carneral. Para Iusti, la economía
de Estado tiene como objetivo "apor­
tar el más alto grado de relación y
coordinación. .. Esa coordinación se
centra en las actividades económicas,
a las que unifica y organiza, teniendo
en mente la consecución de la felicidad
de los súbditos"."

De este modo, la economía de Es­
tado es vista como fuerza de conjunto,
la cual se puede aprovechar con la
actividad administrativa del Estado. Co­
mo materia de Estado, la economía es
medio que permite conseguir mejores
condiciones de vida en favor de los
súbditos. Por tal motivo, su naturaleza
le confiere carácter administrativo en
el cual el Estado se involucra con la
aplicación de conocimientos y decisio­
nes que corresponden a las ciencias ca­
merales.

La economía de Estado es el centro
donde tienen lugar los procesos de pro­
ducción, consumo, circulación y distri­
bución de las mercancías. Pero su ob­
jetivo no se circunscribe únicamente a
ellos. Su tesis central es que el Estado
ha de crecer y desenvolverse teniendo
como pivote que la prosperidad y feli­
cidad de los súbditos sea la suya. Por
ende, los fines de la economía de Estado
son de cobertura amplia, de alcance
global, para que los súbditos no vivan
con penuria, sino en la abundancia. La
escasez no tiene cabida como modo de
vida individual ni estatal.

En cuanto a la cameralia, su impor­
tancia es vital para los fines que el

Estado se propone realizar en favor de
los súbditos. Emparentada con la eco­
nomía de Estado, la cameralia no es,
sin embargo, campo de estudio culti­
vado con orientación exclusivamente fi­
nanciera. No está divorciada de ambas.
no obstante que SU contenido es diverso;
se conecta con la economía de Estado
por vincularse con los fines del Estado
y, en segundo término, porque alude a
la forma en que pueden aprovecharse
los recursos reales y potenciales que
se encuentran en el territorio del Esta­
do. Mientras que la economía de Estado
estudia la naturaleza y les procesos pro­
ductivos para conseguir su aprovecha­
miento cabal, la cameralia se ocupa de
cómo aprovecharlos mejor con la apli­
cación de técnicas y tecnologías apro­
piadas. Es decir, cantidad y calidad son,
en las Ideas de la cameralia, punto de
partida para que la riqueza de un Es­
tado pueda multiplicarse a partir de lo
que tiene. En este sentido, la cameralia
se encarga de formular inventarios so­
bre la variedad de recursos susceptibles
de explotar racionalmente.

Son recursos que integran el patrimo­
no del Estado, y que constituyen fuerzas
susceptibles para crear y reproducir ri­
queza. El patrimonio del Estado se in­
tegra, entre otros recursos por: bosques,
ríos, praderas, canales, diques, tierras,
minas, yacimientos, presas, flora, fau­
na, acuacultura, especies animales, lagos,
focos ecológicos. Estos recursos, desde
la cameralia, se cuidan mediante la apli­
cación de una forma de administración
que exige cálculo cuidadoso para ase­
gurar su aprovechamiento eficaz. La
administración del patrimonio del Esta­
do es el objeto de la cameralia.

Pero administrar el patrimonio esta­
tal, no debe significar equivalencia al­
guna con los procesos de la gerencia
pública a la cual concierne la esfera
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interna del Estado; la administración de
su patrimonio implica el uso de tecno­
logías para asegurar rendimientos ópti­
mos en favor del Estado y la sociedad.

La administración del patrimonio es­
tatal conjuga tecnologías administrati­
vas. esto es, exige además de destreza
y capacidad, el dominio de un tipo de
saber profesional relacionado con las
artes del qué y cómo hacer. Para Ridley,
"la cameralistica ...era la disciplina ad­
ministrativa que habilitaba al gobierno
para desempeñarse en la administración
del patrimonio estatal, tanto en la acción
administrativa misma, como en lo con­
cerniente a la forma de llevarla a cabo,
es decir, el qué y el cómo del arte de la
ciencia de la admínístración"."

La cameralia es una potencia que
permite al Estado conocer los recursos
y caminos que tiene para progresar. SU
LOGOS se refiere al cúmulo de fuerzas
productivas. que, asentadas en el te­
rritorio estatal, son susceptibles de uti­
lizarse con la aplicación de tecnologías
administrativas. Además, la misma con­
tribuye a que el Estado también localice
sus partes débiles para reanimarlas. Es
un conocimiento de cuáles son sus ca­
pacidades reales y potenciales en cuanto
a recursos se refiere. Por medio de la
cameralia es posible que el Estado pue­
da incrementar sus ingresos, multipli­
car sus riquezas y disponer de más y
mejores medios administrativos que ha­
gan posible fortalecer su capacidad fi­
nanciera.

De este modo, la abundancia O la es­
casez de los recursos financieros de un
Estado depende de la forma en que
consigue obtener sus ingresos ordina­
rios en un clima de prosperidad eco­
nómica. Para ello, la cameralia indica los
medios que hacen posible tal propósito.
Cabe aclarar, sin embargo, que el in-
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cremento de los ingresos estatales no
es el fin último de la cameralia. Su
objeto es que la cuantía dependa de
cómo el Estado racionaliza la explota­
ción de sus regiones y recursos, es de­
cir, del cabal aprovechamiento de ellos.
Al efecto, ha de tener un conocimiento
pleno de qué tiene y cómo multiplicarlo.
Para la cameralia, el dinero se obtiene
de la riqueza material, no de la finan­
ciera. No le interesa el dinero por el di­
nero mismo, sino el que se crea a partir
de la productividad.

Así, las finanzas del Estado en cuanto
a salud y utilización serán fuertes y ju­
gosas. Ello significa que el patrimonio
estatal se encuentra bien administrado.
De lo contrario, las deficiencias en su
administración incidirán en la baja re­
caudación de los ingresos. Son éstos,
no tanto los gastos, el motivo de la
cameralia.

El volumen de los gastos depende de
la disponibilidad real de los ingresos
recaudados. Y los ingresos del Estado,
para incrementarlos, deben obtenerse
mediante "El uso razonable de las fa­
cultades del Estado. .. El raciocinio es­
tatal se desdobla de la manera siguien­
te: primero, sugiere el levantamiento de
un censo para fincar las bases de las
tasas impositivas, 10 cual a su vez com­
prende la ampliación de las facultades
del Estado y la continuidad del asiento
de las rentas del mismo. Le incumben
también las rentas regulares del Estado
y las regalías del soberano"."

Las facultades" del Estado ameritan
en todo sentido, cálculo certero para
no dilapidar sus capacidades, talentos
y fuerzas productivas. La cameralia es
pues suma de conocimientos aplicados
para dotar al Estado de los medios que
posibilitan la administración óptima de
su patrimonio. Es una estrategia que



permite racionalizar y sistematizar las
potencias del Estado con base en la
localización, el registro, la cuantifica­
ción y el aprovechamiento ordenado de
las riquezas de todo género. De este
modo, el Estado, además de tener con­
ciencia de sus propias fuerzas, tiene
la posibilidad de atacar y eliminar las
debilidades que pueden dañarlo.

V. LA CIENCIA DE LA POLICIA

En el espectro de las ciencias came­
rales, la ciencia de la policía tiene es­
pecial relevancia debido a que es el
centro de la vida estatal. Se trata desde
luego de la policía en su acepción mo­
derna, la cual se gesta desde finales del
siglo XVI y consolida en los siglos XVII
y XVIII. Al igual que la economía y
la cameralia, se forma y desarrolla como
sustento teórico, ideológico y adminis­
trativo que fortalece la anatomia y la
fisiología del Estado absoluto. Se cul­
tivó también en la versión no cameral
en países como México." Para los fines
de este ensayo, se retomarán las ideas de
Juan Enrique Iusti, autor que la cultivó
con precisión doctrinaria y definición
clara. Ello no significa desconocer las
aportaciones de otros autores a los que
se hará referencia en cuanto a las ma­
terias de policía pero no en cuanto a
un trazo ideográfico de lo que escri­
bieron.

VI. PREAMBULO
DE LA CIENCIA DE LA

POLICIA

En su obra Elementos Generales de
Policía de 1784, Juan Enrique Goutb­
boes de [usti," da un paso trascenden­
tal cuando articula como estatuto teó­
rico las ideas que conciernen a la cien­
cia de la policía. Lo hace en los marcos

que corresponden al esplendor del mo­
vimiento cameralísta, ya que realiza una
distinción meridiana entre las ciencias
económicas y camerales, la ciencia de
la policía y la ciencia de las finanzas.
La distinción, sin embargo, no es equi­
valente a dicotomía alguna. Es una dis­
tinción de contenido, no semántica o
filológica. Culmina con él, un proceso
de cultivo que tuvo esfuerzos formati­
vos tanto en las aulas 18 como en la
producción de autores precursores 19 im­
portantes. Sin embargo, corresponde a
Justi el mérito indiscutible de haber
cuajado con talento excepcional la sis­
tematización doctrinaria de las ciencias
camerales.

La obra escrita de Justi es impor­
tante: L Economía de Estado o Tratado
Sistemático de todas las Cíencías Eco­
nómicas y Camerales necesarias para el
Gobierno de un País, escrita en 1755;
2. Principios de Ciencia de la Policía,
de 1756; Tratado Completo de Manu­
facturas y Fábricas, de 1757; 3. Natu­
raleza y Esencia de los Estados, de
1760; 4. Tratado del Buen Gobierno,
de 1759; 5. Los Fundamentos del Poder
y el Bienestar de los Estados o Exposi­
ción Detallada de toda la Ciencia de la
Política, de Sistema de Finanzas, de
1766. En cada una de las obras men­
cionadas se aprecia, por la diversidad
de los títulos, que [usti tenía una con­
cepción universal de los asuntos de Es­
tado, Las materias que estudia en cada
una de ellas revelan erudición por la
agudeza con que son explicadas. Como
productor genuino del lagos administra­
tivo público, es natural que llegase a la
delimitación tanto del objeto como de
la construcción teórica de 10 que con­
cierne a las ciencias camerales que son
a la vez ciencias necesarias, ya que"ellas
nos dan la luz que nosotros necesitamos
para los propósitos de la vida política
y social" .20
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VII. CONTENIDO
DE LA CIENCIA DE LA

POLICIA

En el preludio de su obra Elementos
de Policía, [usti hace importantes re­
flexiones sobre los motivos que lo con­
ducen a darle tratamiento sistematizado
y categorizado. "Yo cumplo con la pro­
mesa que hice en mi Economía de Es­
tado, de dar sobre cada una de las
ciencias, de que yo hablo en la primera
parte de esta obra un tratado particu­
lar empezando por la policía... La
policía es una ciencia tan poco cono­
cida que yo oso lisonjearme de ser el
primero que haya dado de ella un sis­
tema fundado sobre la naturaleza misma
de la cosa, y quien la haya tratado a
fondo, e independientemente de todas
las otras ciencias, que tienen alguna re­
lación con ella"."

La base de la producción teórica que
Justi elabora sobre la ciencia de la
policía es la distinción entre la política
y la propia policía. En la vida del Es­
tado absoluto ambas son importantes
para diferentes momentos, tiempos y
condiciones. Policía y política son pa­
lancas que confluyen con distintos me­
dios y propósitos en la consecución de
la seguridad y la felicidad estatal.

Son fuerzas que permiten gobernar
tanto a enemigos como aliados. Impul­
san al Estado en la tarea de velar por
la sociedad. Aunque su origen etimo­
lógico proviene del vocablo Polis, su
fonclo es distinto. Dice Iustí que "La
política tiene por fin la seguridad de
la República tanto por fuera como por
dentro, y es su principal ocupación
instruirse de la conducta de las acciones
de los objetos o intentos de las poten­
cias extranjeras, ponerse a cubiertos de
sus empresas; como también establecer
un buen orden entre los súbditos, CQ-
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nocer los sentimientos que los unos tie­
nen hacia los otros; igualmente que para
el gobierno, ahogar los partidos y las
sediciones que se forman, y tomar las
medidas necesarias para prevenirlas"."

Mientras tanto, el propósito de la po­
lícía " ... es asegurar la felicidad del
Estado por la sabiduría de sus regla­
mentos, y aumentar sus fuerzas y su
poder tanto como sea posible. Para este
efecto ella vela en la cultura de las tie­
rras, en procurar a los habitantes las
cosas de que tienen necesidad para sub­
sistir, y en establecer un buen orden
entre ellos".23

Sin descender al estudio específico de
todas y cada una de las materias que
integran su tratado de policía, es con­
veniente enunciar el título de las mis­
mas que organiza can el rango de li­
bros, capítulos y secciones. Su diversi­
dad y desagregación, dan cuenta de
cómo [usti dedica su talento al cultivo
de una de las fuerzas creativas que el
Estado tiene: la policía. El libro pri­
mero de la cultura de las tierras, tiene
además una sección, la primera deno­
minada "De la Cultura Exterior de las
Tierras". La división de los capítulos es
la siguiente: 1. Modo de barbechar un
país para hacerle propio a servir de
domicilio a los habitantes, y a fruc­
tificarles las cosas necesarias para su
subsistencia: Ll. De la fundación de
ciudades, y de los medios para ha­
cerlas florecientes; III. De la hermo­
sura de 1a8 campiñas y de las ciudades;
sección I1, de la cultura interior de un
país y del aumento de sus habitantes;
IV. Medios que deben emplearse para
atraer a los extranjeros; V. De los me­
dios de aumentar la población con los
mismos nacionales; VI. Del cuidado que
debe tener el Soberano en impedir las
enfermedades y la mortandad entre sus
súbditos; libro II. De las reglas que se



deben observar para florecer la agricul­
tura. Sección 1. De las mercaderías. Con­
tinúa con los capítulos: VII. De la eco­
nomía rural, y de sus diferentes ramos;
VIII. De las manufacturas y de las fá­
bricas; IX. De los ofícíos y profesíones
mecánicas; X. Del comercío y del trá­
fíco; XI. De la círculacíón de! dinero;
XII. Del crédíto; XIII. Otros medios de
hacer florecer el orden económico, 1110·

derando el precio de las mercaderías y
de las demás cosas necesarias de la vida;
XIV. De los reglamentos neeesarios para
quitar los obstáculos que ímpiden flo­
recer el orden económico. Libro Il l.
De las costumbres de los súbditos, del
orden y de la discíplina que debe esta­
blecerse entre ellos. Primera sección. De
las costumbres de los súbditos. Este
apartado comprende los capítulos: XV.
Del respeto que deben tener a la reli­
gión y a sus ministros; XVI. De la aten­
ción que debe ponerse sobre las costum­
bres de los súbditos, y, del orden y de
la disciplina que debe establecerse en­
tre ellos; Seccíón 11. Del cuidado que
e! gobierno debe tener de la educación
de sus súbditos, si quiere que sean útiles
a la socíedad. XVII. De la educación
de la juventud; XVIII. Dcl luxo, de la
prodigalidad y del mal uso de las ríque­
zas; XIX. De los medios para. desterrar
la ocíosidad, la mendícidad y otros abu­
sos semejantes. Sección JI!. De la segu­
ridad interior del Estado; ;ex. De la ad­
ministración de la justicia; XXI. De la
administración de la justicia que mira
a la policía; XXII. De los medíos de
mantener la tranquilidad entre los ciu­
dadanos, impedir los medios de hecho,
los alborotos y las sediciones y, XXIII.
De los medios de impedir el hurto, la
rapiña y otros desórdenes semejantes;"

Se desprende de lo anterior, que la
policía en [usf es el espacio vital para
fortalecer y desarrollar el poder del Es-

tado. Inscrita en e! ámbito de la eco­
nomía de Estado, propicia que las fa­
cultades y las potencias del mismo sean
impulsadas con base en el arreglo calcu­
lado e inteligente de sus piezas estruc­
turales. Estas se refíeren no sólo a los
recursos y fuerzas productivas, sino que
incluyen de manera partícular a los se­
res humanos.

La policía es, por tanto, una ciencia
de la vída. Le interesa todo aquello que
tiene derecho a vivir. Nada de lo que
en la sociedad ocurre le es indiferente.
Está presente en las fibras más íntimas
de la socíedad. De la prosperídad de
ella depende la vída óptima del Estado.
Optímizar la vida social mediante el
bienestar de los súbditos, es la gran ta­
rea que desempeña la policía. Es por
ello, una potencia constructiva, dado
que sus acciones tienden continuamente
a buscar lo que al Estado conviene, con­
siderando su vinculación con la socie~

dad. Se trata, sin embargo, de acciones
administrativas, es decir, de aquellas
que se plasman en la sociedad en tér­
minos de realizaciones.

Por tal motivo, la policía es la acti­
vidad admínistrativa del Estado, lo cual
signífica que el modo de hacer presente
en la vida social la acción del Estado
es lo que iioy se denomina la adminis­
tración pública. Consecuentemente la
policía es la manifestcción administra­
tiva que el Estado asume para dar cum­
plimiento a los cometidos que lo bene­
fician, beneficiando a la sociedad.

Desde esta perspectiva, [usti señala
que la policía tiene dos significados
"uno extendido y el otro limitado"; "en
el primero se comprenden bajo el nom­
bre de policía, las leyes y los reglamen­
tos que conciernen al interior de un
Estado, que tiran a afirmar y a aumen­
tar su poder, a hacer un buen uso de
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sus fuerzas, a procurar la felicidad
de los súbditos, en una palabra, el co­
mercio, la hacienda, la agricultura, el
descubrimiento de minas, las maderas,
los bosques, atendiendo que la felicidad
del Estado depende de la inteligencia
con que todas estas cosas están adminis­
tradas" 25 y "en el segundo sentido, com­
prende todo lo que puede contribuir a
la felicidad de los ciudadanos y princi­
palmente a la conservación del orden
y la disciplina, los reglamentos que mi­
ran a hacerles la vida más cómoda y a
procurarles las cosas que necesitan para
subsistir y edificar ciudades que les pro­
curen un sitio seguro y cómodo"."

Felicidad y prosperidad son el vértice
que apoya las acciones de la ciencia de
la policía. Felicidad para los súbditos y
bienestar para el Estado, es imperativo
político del más alto significado, debido
a que atañe a la relación dada entre la
sociedad y el Estado. No se trata de
una felicidad abstracta, ni de un bienes­
tar quimérico. Ni una ni otro son con­
sustanciales a la verdadera naturaleza
del poder estatal. O tienen cimientos
fuertes para sostener el edificio de la
sociedad, o el Estado cae en el estanca­
miento, lo cual equivale a ser débil.
Como obra humana perfectible o dege­
nerable, el Estado necesita para su pro­
greso una sociedad sana y fuerte. Esto
se consigue con la aplicación de proce­
sos y tecnología que hagan viable una
vida mejor.

Administrar y promover la base ma­
terial de la sociedad con el concurso
efectivo de los súbditos, es propiciar
la multiplicación de la riqueza estatal.
"El poder de un Estado consiste en los
bienes muebles de los súbditos que le
componen, y como éstos son fruto del
trabajo de la industria de los hombres,
y proviene de los inmuebles, es fácil
de verJ que un medio para aumentar
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las riquezas del Estado es mutliplicar
los primeros"."

Entonces del trabajo industrioso de
los súbditos depende el avance y el pro­
greso del Estado. Toca a la policía en­
señarles cómo ser útiles y productivos.
"Lo que más contribuye al poder de
un Estado es la industria, y los talentos
de los diferentes miembros que le com­
ponen. Se sigue pues, que para mante­
nerle, aumentarle y hacerle servir para
la felicidad pública, se debe obligar a
los súbditos a adquirir los talentos y los
conocimientos necesarios para los dife­
rentes empleos a que pueden destinár­
seles, y mantener él entre sí el orden
y la disciplina que mira al bien general
de la sociedad" ,28

También de la policía depende que
la hacienda pública sea caudalosa o pre­
caria, es decirJ si la policía se encarga
de indicar a los súbditos qué han de
hacer para racionalizar su modo de vida,
ello significa que la producción y la
eficiencia de la vida privada es la ca­
dena que propicia la abundancia de la
riqueza producida para aumentar la
cuantía de los recursos financieros. De
nada sirve depurar el conjunto de las
técnicas de recaudación fiscal, si no exis­
ten fuentes reales y vivas qué gravar.
Es la policía, la clave para que el Es­
tado tenga los elementos que hacen po­
sible, desde la vida de los súbditos, su
conservación saludable.

La expansión de las fuerzas del Es­
tado se consigue cuando los súbditos
viven por encima de condiciones míni­
mas. Si éstas predominan como norma
de convivencia, no es posible acceder a
etapas de mejoría. Consecuentemente el
progreso del Estado se diluye y vivirá
con dificultades que pueden ocasionar
su ruina. Para que ello no ocurra, la
policía estimula el fortalecimiento de las



relaciones productivas, intelectuales y
morales de los súbditos. Que el desarro­
llo de ellos como seres humanos se rea­
lice de manera integral, no parcelada. El
ser humano en su integridad, es para
el Estado el foco central de su razón
existencial. Por tal motivo, si los súbdi­
tos viven con prosperidad, el Estado
también puede hacerlo; si los súbditos
no desenvuelven sus capacidades y des­
trezas, el Estado tampoco podrá hacer­
lo. En suma, de la vida buena de los
súbditos depende la mejor vida del Es­
tado.

Pieza central de la policía es que
no sólo se preocupa por la satisfacción
de necesidades sociales con el concurso
de la abundancia de los bienes mate­
riales. Lo supérfluo ocupa un lugar en
sus propósitos no para derrochar, sino
acumular riqueza como símbolo de la
capacidad productora" que hay en la
sociedad. Como derivado de lo supér­
fluo, el lujo que hay en un Estado tiene
límites para no fulminarlo con la os­
tentación y el saqueo. El lujo forma
parte de la creatividad de la libertad
individual al proporcionar aquellos sa­
tisfactores que no son indispensables ni
prioritarios. Sin embargo, es creado. No
puede impedirse que ésto ocurra, pues
significaría poner frenos a la vida los
individuos, lo cual equivale a que el
Estado lesione la esfera privada. En todo
caso, el lujo debe reglamentarse en pro­
vecho de la existencia del Estado. Tal
es el caso de los metales preciosos como
el oro y la plata. Como portadores de
valor de cambio y valor de uso, son
reflejo de cómo la riqueza y el valor
se insertan en la circulación de las mer­
cancías para formar capitales, incremen­
tando las rentas 30 del Estado. Cierta­
mente el oro y la plata, metales pre­
ciosos, son reserva de capital en un
Estado; es más, son parte del patri-

monío de él. En consecuencia, su uso
en las operaciones mercantiles es para
fomentar más su riqueza y valor, no
para exportarse indiscriminadamente en
detrimento de la sociedad y el Estado.
Como bien dice Iusti, "No conviene de
modo alguno suprimir enteramente esta
especie de luxo, porque con esta supre­
sión se impedirá la circulación de infi­
nidad de oro y plata, pero es menester
limitarla, cargándoles un impuesto a los
primeros sujetando las baxillas al con­
traste".31

Otra manifestación de lujo de un
Estado son los adornos y bellezas de
sus calles, parques, avenidas, alumbra­
do, jardines, fuentes y el arreglo de
edificios. Como facetas de su vida ex­
terior en la sociedad, demuestran no
sólo buen gusto y refinadas preferen­
cias; ante todo, son manifestaciones de
su vigor y belleza; de su preferencia
por aprovechar porciones del excedente
económico en la inversión de lujos pú­
blicos. Ello no daña al Estado; demues­
tra el esplendor de una vida cómoda
donde se manifiesta el esparcimiento,
la recreación, el sentido de buen gusto
y la valoración prudente de lujos para
embellecerlo. Por ello, el ornato y la
belleza del Estado son evidencia de que
es un poder constituido sobre bases
firmes, no débiles. "El esplendor deno­
ta no sólo la belleza del Estado, orde­
nado hacia la perfección, sino además,
su fuerza y vigor. Por lo tanto, la poli­
cía asegura y remarca el vigor del Es­
tado"."

Como ciencia de la vida, la polícía
está pendiente de lo que a los individuos
puede proporcionarles desde la satisfac­
ción de las necesidades básicas hasta el
goce de la belleza y los placeres. Entién­
dase de los placeres que no le causan
daño ni al individuo, ni por consecuen­
cia al Estado. Son placeres que tienen
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por objeto dotarlo de cultivo intelec­
tual (artes, lecturas, diversiones, cultivo
de la moral, el teatro) que moldea su
personalidad y modo de vida. El pro­
greso integral del individuo es el eje
de la policía. Por tanto, se ocupa de
que no sólo viva, sino que viva bien;
con lo indispensable y hasta lo super­
fluo, "la policía vigila todo lo pertinen­
te para la felicidad del hombre... la
vida es el objeto de la policía, lo indis­
pensable, lo útil y lo superfluo"."

La policía" lo es todo. Acompaña a
los individuos desde que nacen hasta
que mueren. Es poder constructivo y
productivo del Estado. Asegura la do­
minación estatal con postulados de ra­
cionalidad que tienen como propósito
desarrollar los elementos constitutivos
de la vida humana, mejorando al Estado
como institución histórica, no formal.
Si el Estado no consigue el objetivo
de velar con eficacia por la vida de la
sociedad, no tendrá tampoco los medios
para alimentarse y nutrirse. Es decir,
la nutrición del Estado depende de lo
que es la vida óptima de los individuos.
Si es alentadora y productiva, no ten­
drá problemas que pongan en riesgo su
sobrevivencia.

El otro ámbito se refiere a la inver­
sión del poder fomentando la vida pro­
ductiva, sin descuidar que la eficacia
de la dominación estatal depende de que
el poder, como sistema de relaciones
sociales, s610 se racionailza si la conduc­
ta de los individuos se orienta hacia el
logro material, moral e intelectual. La
racionalidad que involucra a la policía
no es instrumental; es ante todo un des­
cubrimiento de los ángulos de la vida
para fortalecer al Estado con base en
la articulación, estímulo y aprovecha­
miento de sus fuerzas internas produc­
tivas (individuos, talentos y recursos).
Es la racionalidad que nutre el vigor del
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Estado incrementando el vigor de la
vida individual. Se manifiesta ésta, con
la existencia de individuos útiles y pro­
ductivos que coadyuvan a nutrir el po­
der del Estado.

La paradoja de engarzar fuerzas re­
presivas y fuerzas internas productivas
confiere al Estado en una doble expre­
sión de su poder. La negativa die politik
"consiste en la lucha del Estado contra
sus enemigos internos y externos";" La
segunda. positiva. polizei "tiene que nu­
trir por igual la vida de los ciudadanos y
la fuerza del Estado"." Aún más, "la
policía tiene que mantener felices a los
ciudadanos, entendida la felicidad como
supervivencia, vida mejor"."

La policía es una de las columnas
vertebrales que sostienen la dominación
del Estado recreando y mejorando la
acción administrativa en la sociedad. Sus
cometidos son la vida de los individuos.
Por su cobertura, evita que el Estado
se aleje de la sociedad, lo cual significa
que no se anula. Cuando el Estado sólo
se ocupa de sí mismo, no puede .aspirar
a la prosperidad ni al desarrollo sano.
No es posible que ello ocurra, pues su
condición de existencia depende de las
relaciones materiales y sociales que so­
portan a la sociedad. Como bien dice
Roma y Rosell, refiriéndose a la impor­
tancia de la policía: "mantiene los gran­
des imperios. y eleva los pequeños; pues
aunque las costumbres y ocasos contri­
buyen inmediatamente a la prosperidad
o a la decadencia del Estado, la ciencia
del gobierno enseña a enmendarlos y a
prevenirlos; o a 10 menos a oponer a las
desgracias un contrapeso, con el cual
se evite la última ruina JI. 3-8

Como tecnología del poder, la poli­
cía es uno de los centros de gravedad
que hace posible que el Estado pueda
enfrentarse a los énclaves medievales,



Permite asunismo, que la acumulación
y la variedad de las fuerzas del Estado
sean aplicadas bajo un trabajo ordena­
do y racional para obtener un rendi­
miento mejor de la vida social. Reali­
zadora del bien común, la policía tiene
el significado de una propuesta de vida.
Su tesis medular gira en torno a dos
facetas estructurales estrechamente ínter­
conectadas; una, proporcionar beneficios
plenos a los individuos y, la otra, que
de ellos el Estado obtenga los elementos
constitutivos de su vida, mediante la
nutrición de sus metabolismos políticos
y administrativos.

De este modo, la felicidad, la pros"
peridad y el bienestar de los súbditos
son la sustancia de la policía; son ele­
mentos que acreditan la existencia del
Estado. Si no consigue que se traduz­
can en modo de vida de los individuos,
el modo de vida del Estado se afecta.
La correlación de la vida estatal y de la
sociedad es, en las ideas de policía, de
naturaleza estructural. Ello significa que
la primera, para alimentarse y nutrirse,
debe crear las condiciones indispensa­
bles para que los metabolismos de la
segunda le permitan crecer y fortale­
cerse.

VIII. CONCLUSION

Una vez expuestas las materias, obje­
tivos y legitimidad de la policía, se
procede ahora a determinar categorías
como elementos racionalizadores del
ejercicio del poder y la acción estatal.
Como fuente intelectual permite que los
fines estatales sean conseguidos, dando
articulación y coherencia a proyectos
de vida que el Estado diseña para po­
tenciar sus fuerzas y las de la sociedad.
Por oposición al antiguo orden feudal,
plantea como propuesta una nueva idea
de la vida. Idea fundada en desmem-

brar velos y valores propios de tiempos
celestiales, donde los seres humanos sólo
se explicaban por lo intemporal de su
existencia.

La ciencia de la policía en cambio,
parte de un criterio no unidimensional,
sino multifacético de lo que es y debe
ser la vida individual en comunidad.
El centro de su tesis es el individuo
entendido en su condición histórica, des­
pojado de las regiones de la metafisica,
considerado como actor y autor de su
propia historia, valorado en ámbitos
seculares, no en el confinamiento de
muros eclesiásticos. Por tal motivo, la
concepción paradigmática que de la vida
tiene la ciencia de la policía, obedece
a nuevas realidades sociales entendidas
también como nuevas realidades de
poder.

Es innegable que la ciencia de la po­
licía es, no supone, un cúmulo de co­
nocimientos laicos que, organizados y
articulados en un sistema de conceptos
y teorías, constituye un sendero para
captar, explicar y transformar la reali­
dad de su tiempo. Pero su rango cientí­
fico no es neutral ni sin ideología. Está
comprometido con los fines del Estado
absoluto, lo cual implica que es potencia
para integrar y ejercer el poder sobre
bases racionales. El compromiso ideo­
lógico" de la ciencia de la policía no
merma su riqueza doctrinaria. Se explica
en razón de que teje un saber relacío­
nado con el cómo ejercer el poder ad­
ministrativo procurando que los rendi­
mientos del mismo sean eficaces.

En el espíritu de la policía, el Estado
no es institución distante de la sociedad.
Tampoco ajena a ella. Es, por el con­
trario, el centro de poder que la organi­
za para desenvolver sus riquezas y ca­
pacidades. La sociedad recibe entonces
movimientos administrativos impulsados
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con cálculo de fuerza que permiten ra­
cionalizar y aumentar el poder del Es­
tado. Sin duda, en la doctrina de la po­
licía se concibe una sociedad débil que,
para fortalecerse y desarrollarse, necesita
del poder benefactor del Estado. Pero
la debilidad de la sociedad no tiene
como corespondencia un poder totali­
tario ni arbitrario que la anula.

Es un poder superior a los poderíos
que en ella subsisten y consecuente­
mente tiene la misión de generar las
condiciones de su progreso. No podía
ser de otra manera, cuando las relacio­
nes feudales estaban obstruyendo el
avance de la economía y sociedad capita­
lista. Por ello, la presencia estatal ad­
quiere rango omnipresente y omniscien­
te. No para frenar la vida social, sino
para administrarla. La administración
de la vida social ciertamente es una
práctica de la dominación estatal. Es
un modo de ejercer el poder. La di­
versidad de éste es amplia, en la me­
dida que la sociedad carece de medios
propios para conseguir su reproducción.

La policía representa para el Estado
la parte tangible de su relación con la
sociedad. Es el medio para llevar a cabo
la administración de la sociedad, y admi­
nistrar la sociedad es tarea compleja y
continua que sólo se consigue mediante
acciones comunes que a todos benefician.
Entonces, la administración es la po­
tencia que culmina con éxito la domi­
nación de la sociedad, al dotarla, en los
marcos de relaciones de poder, de aque­
llo que necesita.

De este modo, la policía es el Estado
en acción. Su actividad se encamina a
que la vida externa de los individuos
sea útil y provechosa. Cuando así es,
la administración de la dominación es­
tatal acredita los fines que la crearon.
El bienestar, la conservación y la co-
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modidad de los individuos, es la preocu­
pación básica de la policía. Es contraria
a todo aquello que limita la consecu­
ción de la vida óptima; siempre vela
porque la abundancia no falte en el
seno de la sociedad. Se ocupa de la po­
blación no en abstracto, sino entendida
como la agrupación de individuos y cla­
ses trabajadoras y productoras. En este
sentido, a la policía le interesa todo
aquello que tiene derecho a vivir. Los
seres humanos y las cosas son el objeto
de sus actividades vitales. Los primeros,
porque son el elemento más importante
de la vida de un Estado. Son en reali­
dad, lo que justifica y legitima la razón
de ser del organismo estatal. Su cui­
dado, manutención, progreso y felici­
dad son los factores que permiten la
prosperidad del Estado. Las segundas,
entendidas como fuerzas productivas y
medios para alcanzar lo mejorJ ocupan
un lugar primordial en el desenvolvi­
miento de la sociedad y el Estado. Apro­
vecharlas con sentido de inversión y ob­
tención de frutos para su redistribución,
es imperativo no renunciable por mo­
tivo alguno. Las cosas no son conside­
radas por su mera utilidad.

La policía es pues, un modo de obrar
que el Estado alimenta racionalmente.
Modo que parte de realidades objetivas
e históricas. Modo que engarza en con­
junto las relaciones del poder junto con
las relaciones del poder social que él
organiza. Modo que se nutre de un lagos
teleológico y tecnológico. Teleológico en
cuanto articula valores y medios de ac­
ción con base en un concepto de la vida.
Tecnológico, en cuanto que la conduc­
ción de la acción administrativa recla­
ma un conocimiento especializado. No
es un lagos neutral, ni carente de ideo­
logía.

Es un lagos comprometido con los fi­
nes del Estado; combina y exige, por



tanto, técnicas, procesos, procedimientos
y estrategias que, conjugadas, hacen po­
sible que la gobernación de la sociedad
sea óptima. Con la policia el poder y el
saber son unidad dialéctica. No son di­
cotómicos. El saber administrativo indi­
ca por dónde y cómo organizar el poder
del Estado con el concurso de la direc­
ción administrativa. Como poder ilus­
trado y dosificado cuida que la acción
administrativa atienda objetivos estata­
les y sociales.
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TEüRIAS CLA5ICAS DE LA BUROCRACIA CAPITALISTA:
HEGEL, MARX, WEBER Y MICHELS *

Ricardo Márquez Btas

l. INTRODUCCION: ¿POR QUE
LAS TEORIAS CLASICAS?

La primera pregunta que cualquiera po­
dría formularse a partir del tema del
presente trabajo sería: ¿cuál es la uti­
lidad, o el valor, de emprender el estu­
dio comparativo de algunas proposicio­
nes o tesis clásicas acerca de la buro­
cracia capitalista? 1 Las razones para
hacer tal cuestionamiento se multiplican
en la medida en que el calendario nos
muestra el enorme margen de tiempo

* Deseo expresar mi particular agradeci­
miento por sus valiosos y estimulantes co­
mentarios a versiones previas del presente
trabajo a Alberto Amaut, de El Colegio de
México. Desde luego, sólo quien esto escribe
es responsable de su contenido.

Este texto representa una versión resu­
mida de un trabajo más amplio (cfr. Már­
quez, R., Teorías Clásicas de la Burocracia
Capitalista, [1989] Mimeo), que, a su vez,
forma parte de un proyecto de más largo
alcance, en el que se pretende conjugar:
a) la recuperación de los aportes de di­
versas perspectivas teóricas para el estudio
de la burocracia estatal; b) el análisis de

que media entre, por ejemplo, la forma­
ción básica o fundamental de Marx, que
data de mediados del siglo pasado, y
nuestra propia temporalidad histórica,
de finales del siglo XX.' ¿Por qué, en­
tonces, proponerse el estudio y, en cier­
ta forma, el rescate de análisis e ideas
expuestas tanto tiempo atrás?

Personalmente diría que son muchas,
quizá demasiadas, las razones para ello.
Sin embargo, limitaré mi "exposición de
motivos" tan solo a aquellas que consi­
dero más importantes.

algunas cuestiones relacionadas con los fun­
damentos epistemológicos de ciertas teoriza­
ciones (Cfr. Márquez, R., La Totalidad como
Perspectiva de Descubrimiento: Algunas In­
terrogantes Epistemológicas, [1989] Mimeo);
c) el estudio de la cambiante estructura
institucional de la administración pública
y sus vinculas con la evolución de la diná­
mica política de la sociedad; d) el análisis
empírico de su composición profesional; y
e) la influencia o impacto político de esta
última sobre ciertas políticas públicas (Cfr.
Márquez, R., La Política de Distribución de
Prestaciones Económicas del ISSSTE, [1988]
Tesis de Maestría [FLAeSO] Mimeo).
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A) La más significativa de todas es,
sin duda, que en relación al campo de
los estudios sobre la burocracia estatal
capitalista -sin importar la región o
el país particular al que estén referi­
dos-, en las explicaciones acerca de su
funcionamiento es clara y permanente
la presencia e influencia de elementos
interpretativos provenientes de los aná­
lisis realizados ya sea por Hegel, Marx,
Weber o Michels. En la mayor parte
de los estudios sobre el tema, y también
en los de mayor calidad, es muy impor­
tante la presencia de elementos teóricos
e interpretativos cuya formulación ori­
ginaria puede atribuirse a tales autores.

Esta constante. como es evidente, re­
presenta un inequívoco indicador de
que las verdaderas bases teóricas para
entender de manera adecuada tanto sus
comportamientos como sus múltiples
funciones se localizan en los análisis lle­
vados a cabo por ellos. En pocas pala­
bras, esto significa que si algunas apor­
taciones e interpretaciones acerca de
la problemática específica de la buro­
cracia estatal capitalista pueden ser con­
sideradas como básicas e indispensables
para su adecuada comprensión, tales son
precisamente las formuladas por ellos.
Cualquier interesado en el tema difícil­
mente podrá hacer caso omiso de sus
respectivas aportaciones e interpretacio­
nes.'

E) A pesar de lo anterior, una de
las deficiencias más comunes y evidentes
de la literatura sobre el tema es que
en buena parte -por no decir que en
la mayoría- de los estudios y análisis
en los que de manera por demás insis­
tente se hacen referencias a Hegel,
Marx, Weber y Michels, existe una im­
presionante cantidad de lagunas, implí­
citos y silencio que oscurecen y di­
ficultan el entendimiento cabal de sus
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aportes e interpretaciones. La consecuen­
cia más inmediata de esto es que fre­
cuentemente la riqueza de sus formu­
laciones se ve truncada y deteriorada
por lecturas e interpretaciones poco
exhaustivas o bien poco afortunadas.

e) Quizá la más sombría de todas
las razones sea la lesiva persistencia de
interpretaciones acerca del comporta­
miento, papel o función de la burocra­
cia estatal capitalista. A pesar del in­
menso margen de tiempo transcurrido
desde que Hegel, Marx, Weber y Mi­
chels formularan sus respectivas inter­
pretaciones acerca del "fenómeno buro­
crático", hay quienes todavía no logran
deshacerse de los fantasmas del pasado
y olvidan, ignoran o niegan los avances
del conocimiento.'

Tales personalidades fantasmagóricas
suelen manifestarse, principalmente,
bajo dos formas diferenciadas: i) ya
sea bajo la forma de constantes redes­
cubrimientos de lo ya sabido mucho
tiempo atrás; ii) o bien bajo la aterra­
dora forma de retrocesos a posiciones.
explicaciones e interpretaciones supera,
das desde antaño por el saber socioló­
gico. Si los primeros casos, en los que
se pretende presentar lo viejo-clásico,
lo ya sabido, como una novedad inte­
lectual, no son sino simples productos
del olvido o la ignorancia de los avan­
ces logrados por el conocimiento; en los
segundos. en cambio. no sólo sucede
que aún lo viejo-clásico, lo ya sabido
mucho tiempo atrás, se olvída o ignora,
sino que, más aún, se le niega. Si en
los primeros casos falla la memoria his­
tórica y sociológica de los "analistas",
en los segundos ésta simplemente no
existe."

Así pues, la adquisición y conforma­
ción de una memoria histórico-acadé­
mica y sociológica de las aportaciones



de los cuatro autores mencionados acer­
ca del comportamiento y función de la
burocracia estatal capitalista, es otra de
las razones que explican y justifican la
realización de este estudio.

D) A lo anterior habría que sumar
el hecho de que, tal como se ha co­
mentado recientemente,' en general el
estudio político y sociológico de las ins­
tituciones estatales ha sido descuidado.
Desde luego, América Latina no escapa
a esta situación. No es en manera al­
guna casual que, dentro del conjunto
de las ciencias sociales de la región,
una de las áreas menos desarrolladas
sea precisamente el estudio de la buro­
cracia estatal.7

El retraso que, en relación a otros
tópicos, padece el estudio de la burocra­
cia estatal en América Latina se mani­
fiesta claramente en el hecho de que,
en un periodo de treinta años (1950­
1980), tan solo el diez por ciento de las
investigaciones llevadas a cabo en la re­
gión centraba su interés en los procesos
e instituciones gubernamentales."

Con la caída de los regímenes mili­
tares y el renacimiento de la democra­
cia en Latinoamérica," se tenía la espe­
ranza de que existiera mayor interés por
el estudio de las instituciones estatales.
Con ello se esperaba lograr una mayor
profundidad en el conocimiento de las
instituciones burocráticas y. al mismo
tiempo, obtener datos o evidencias histó­
ricas de mayor desagregación o detalle
que servirían para someter a verifica­
ción algunas tesis o conjeturas de alean­
ce general acerca del comportamiento
o papel del Estado en la región."

E) Si de acuerdo con esto, una de
las tareas que actualmente le imponen al
conocimiento sociológico es la de avan-

zar en el estudio de la burocracia esta­
tal, este esfuerzo necesariamente im­
plica, cuando menos, la evocación y
meditación de las ideas que en torno
a ella formularon Hegel, Marx, Weber y
Michels en sus respectivos análisis.

Esto en manera alguna es gratuito,
pues en nuestros días las influencias de
sus concepciones son claramente visi­
bles, ya sea en las ideas que prevalecen
en amplios sectores de la sociedad, o
bien en el tipo de enfoque que se emplea
al estudiar la burocracia estatal. En Mé­
xico, por ejemplo, sobre todo entre los
funcionarios altos y medios de la ad­
ministración pública, bien podría decirse
que predomina una imagen que está bas­
tante cercana a la concepción hegeliana:
como aparato útil para conciliar los múl­
tiples y fraccionarios intereses grupales
de la sociedad civil con el uníversal o
general del Estado. Existen otros seg­
mentos sociales cuyas ideas están más
cercanas a la visión de Marx: como or­
ganismo parasitario y socialmente inefi­
ciente. En otros grupos, en cambio, pre­
valece la idea de la burocracia estatal
más afín a la concepción de Michels:
como una reducida élite política que
domina al conjunto de la sociedad y se
aleja de sus verdaderos intereses y nece­
sídades."

La influencia de sus ideas es igual­
mente visible en el campo académico,
pues en éste pueden observarse clara­
mente enfoques que emprenden el es­
tudio de la burocracia estatal ya sea
como instrumento que contribuye a re­
forzar la explotación económica y domi­
nación política de una clase social so­
bre otra (Marx); como conjunto de es­
tructuras institucionales cuyo eficiente
desempeño brinda un tipo de legitimi­
dad legal-racional a determinado régi­
men (Weber); o bien como "élíte diri­
gente o en el poder", en cuyo caso el
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interés se centra en las altas esferas del
aparato administrativo del Estado (Mi­
chels) .

En conjunto, las anteriores represen­
tan las principales razones que no sólo
motivan sino que también justifican la
realización de un análisis del tipo que
aquí presentamos.

n, ALGUNOS FACTORES
SUBYACENTES A LAS

COMPARACIONES

Cualquier ejercicio que, como éste,
tenga por objetivo llevar a cabo una
serie de comparaciones, resaltando se­
mejanzas y diferencias, previamente
debe considerar que algunas de ellas se
presentan más bien como consecuencia
de, cuando menos, los siguientes Iacto­
res: a) las particularidades histórico-es­
tructurales de la realidad social inme­
diata con la que se enfrentan, es decir,
las características específicas de sus res­
pectivas sociedades; b) los particulares,
específicos y diversos intereses analíticos
que cada uno de ellos se fijó en la rea­
lización de sus estudios respecto a la
burocracia capitalista; e) las diversas
perspectivas teóricas desde las cuales
abordaron sus objetos de investigación.

A) Algo quizás obvio, pero que no
siempre se le toma suficientemente en
cuenta, o se le da la importancia que
merece, es el que tanto Hegel, como
Marx, Weber y Michels, son hombres de
su tiempo. Independientemente de cier­
tos factores comunes, las especificidades
de las sociedades en las que se desen­
vuelven imponen realidades y, en más
de un sentido, problemáticas específi­
cas cuya indagación y reflexión resulta
de vital interés para las sociedades co­
rrespondientes.
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Por principio de cuentas, los tiem­
pos de Hegel (1770-1831) no son los
mismos que los de Marx (1818-1883),
1883), Weber (1864-1920) o Michels
(1876-1936). En una época de rápi­
das e incesantes transformaciones SO~

ciales, las realidades históricas que se
presentan ante cada uno de nuestros
autores no pueden ser exactamente las
mismas. En general, podemos decir que
algunas diferencias se derivan del hecho
de que se mueven, viven y mueren en
distintas variables espacio-temporales.

Esto es, ciertas diferencias entre ellos
tienen su origen no solamente en el
hecho de que cuando DOS movemos de
una sociedad a otra cambian igualmente
las problemáticas vitales de cada una de
ellas, sino también, porque dada la dife­
rencia temporal existente serán diversos
los grados de evolución histórica del
sistema social global que a cada uno
de ellos tocará enfrentar.

Por ejemplo, mientras que Marx al­
canzará tan solo a vislumbrar en el ho­
rizonte histórico el advenimiento del im­
perialismo, a Weber y Michels tocará
vivirlo plenamente. De igual forma, aún
cuando Marx se mantiene permanente­
mente preocupado por desentrañar las
leyes que rigen el funcionamiento, cam­
bio y evolución del proceso económico
capitalista, esto no obsta para que ante
las influencias del entorno social lleve
a cabo análisis de corte mucho más
político; tales como los realizados en
El Dieciocho Brumario de Luis Dona­
parte y La Lueha de Clases en Fran­
cia.

Asimismo, los escritos de Weber re­
velan los vaivenes e influencias de un
medio social conflictivo y rápidamente
cambiante. No es difícil observar cómo
los intereses, escritos y análisis weberia­
nos se mueven al tiempo que lo hacen



los problemas de la sociedad alemana
de su época. Cuando por 1892 la cues­
tión agraria es un asunto particularmen­
te relevante, Weber saca a la luz: La
Historia Agraria Romana y su Signifi­
cado para el Derecho Público y Privado,
se preocupa por llevar a cabo investiga­
ciones y conferencias en torno a los
campesinos y los trabajadores agrícolas,
etcétera. En 1917, cuando se vislum­
braba ya el fin de la primera guerra
mundial y, en consecuencia, se planteaba
la cuestión de dar una nueva estructura
política para Alemania, Weber publica
Parlamento y Gobierno en el Nuevo Oro
denamiento Alemán.

Por su parte, Robert Michels escribió
Los Partidos Políticos, situado en un en­
torno sociopolítico en donde el arribo y
participación de las masas en el piano
político no tenia precedente alguno, in­
fluido por sus participaciones directas
en los congresos de 1903, 1905 Y 1907
de la Segunda Internacional y maravilla­
do con el inusitado éxito del partido so­
cialdemócrata alemán -precisamente
cuando los partidos cobraban fuerza
como los principales instrumentos para
canalizar la participación política ciuda­
dana, en un periodo en que las aspira.
ciones democráticas y socialistas eran
fuertemente respaldadas.

E) De bastante pertinencia y, al pa­
recer, aún indispensable. resulta hacer
notar que si bien es cierto que tanto
Hegel, como Marx, ','10:0001' y Miche1s
realizan estudios sobre la burocracia
capitalista, éstos no parecen tene- el mis­
mo interés cuando los llevan a cabo. Los
tres torean a la burocracia coma punto
de referencia general, pero cada uno de
ellos centrará su atención e interés en
algunos aspectos muy particulares y es­
pecíficos de ésta.

As!, por ejemplo, mientras que M2.:LX
estará interesado fundamentalmente por

vincular las actividades burocráticas con
sus respectivos efectos en el plano de las
relaciones de clase y explotación del
conjunto de la sociedad; Weber, por su
parte, mostrará mayor atención por de­
sentrañar los principios, la lógica y las
caracterlsticas o propiedades que rigen
el funcionamiento de la forma organiza­
tiva burocrática; y, finalmente, Michels
concentrará sus esfuerzos analíticos en
las consecuencias sociales e intraorgani­
zacionales de los mecanismos más ín­
timos de funcionamiento del aparato
burocrático.

e) Si consideramos a diferentes pers­
pectivas teóricas como pun t03 de refe­
rencia diversos desde los cuales se ob­
serva, recorta y estudia la realidad, o
bien un fenómeno social cualquiera, po­
demos darnos cuenta de que al empicar
perspectivas teóricas diferentes cada uno
de nuestros autores estará privilegiando
el estudio del "fenómeno burocrático"
desde determinado ángulo o punto de
vista que, a su vez, implica que se pri­
vilegien ciertas de sus dimensiones por
sobre algunas otras.

III. LOS PUNTOS
DE COldPARACION

Quizá la más general de las semejan­
zas que puede apreciarse en las rcspec­
tivas teorizacioncs de nuestros autores
en relación a la burocracia capitalista
es que tanto Hegel, como Marx, Weber
y Michels más que brindarnos una defi­
nición breve, corta y sintética de ella,
optan más bien por delinear sus carac­
.erísticas,

En efecto, en ninguno de los autores
aquí incluidos es posible encontrar una
definición sintética acerca de 10 que para
ellos representaba, cabalmente, la buro­
cracia capitalista, pero sí, en cambio, es
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posible encontrar una serie de propie­
dades o características que, dentro de
cada perspectiva, le dan sentido o con­
tenido, le otorgan su especificidad y
delinean sus límites; es decir, enmarcan
sus contornos y acotan su particularidad.
Este simple hecho, aparentemente tan
fútil, nos da indicios de la complejidad
que ya en tiempos de nuestros autores
presentaba la problemática de la buro­
cracia capitalista."

Una pregunta básica o fundamenta!
es pues; ¿en qué términos está repre­
sentada la burocracia desde la particu­
lar perspectiva de cada uno de estos
pensadores? El cuestionamiento anterior
es tan complicado que, de hecho, en
él se encuentran implícitos, cuando me­
nos, otros dos, también fundamentales;
¿cuál es el espacio social propio de la
actividad burocrática? ¿cuál es la fun­
ci6n que cumple la burocracia?

A este respecto podemos integrar,
aunque sea de manera provisional. dos
bloques. Por un lado, tanto para Hegel
como para Marx la burocracia estará
representada en términos de un conjunto
de funcionarios administrativos. El es­
pacio social propio de la actividad buro­
crática es en Hegel, al igual que en
Marx, el ámbito estatal. En ambos pen­
sadores tal conjunto de funcionarios ad­
ministrativos estatales pueden llegar a
constituir un grupo o estrato social dife­
renciado y, por tanto, particular o es­
pecífico.

Para Hegel la esencia de las funcio­
nes burocráticas se encuentra en conci­
liar los múltiples intereses particulares
coexisten en la sociedad civil con el
general o universal del Estado. La buro­
cracia cumple con éxito tal cometido,
si promueve y defiende el interés co­
mún, general o universal por sobre los
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particulares de las corporaciones de la
sociedad civil.

Para Marx, en cambio, la principal
función de este conjunto de funciona­
rios administrativos estatales será la pre­
servación de un sistema productivo y
político específico: el capitalista. De
acuerdo con Marx, cualquiera que sea
el régimen político o la forma de Es­
tado específica 13 en que dicho conjunto
de funcionarios administrativos estata­
les desempeñen sus tareas, la función
primordial de la burocracia será, precio
samente, proteger la continuidad y vi­
gencia del sistema capitalista.

Si bien es cierto que en los plantea­
mientos de Marx la burocracia modi­
ficará (en grados variables) su conducta
dependiendo del "estado de la cuestión
social" , de la particular correlación de
fuerzas sociales en un momento deter­
minado, su principal función será, in­
variablemente, la protección, salvaguar­
da y conservación del sistema capita­
lista. Al estar éste último basado en
la explotación y dominación de una
clase social sobre otra , el éxito de la
burocracia en el cumplimiento de su
principal función implicará también que,
en consecuencia, se preserve la explo­
tación y dominación de la burguesía
sobre el proletariado.

En el otro bloque bien podríamos
colocar a Weber y Michels, en cuyas
reflexiones - a diferencia de Marx y
Hegel- la burocracia estará represen­
tada no sólo en términos de un con­
junto de funcionarios administrativos,
sino que además se presenta como un
particular sistema (objetivo y racional)
de gestión y acción administrativa.

Así, para el caso de Weber y Michcls,
el ámbito social propio de la actividad
burocrática no se limitará ya exclusiva-



mente a la instancia estatal, sino que
abarcará al conjunto de las actividades
que se desarrollan en la sociedad. En
ambos casos, por ende, la burocracia
estará representada en términos tan to
de un conjunto de funcionarios, como de
un particular sistema de acción u orde­
nación administrativa 14 que guía u
orienta -con elevados grados de racio­
nalidad y eficiencia- las actividades
desarrolladas por tal conjunto de fun­
cionarios.

Pero para Weber, a diferencia de
Michels, la principal función de la bu­
rocracia estatal capitalista, en tanto cuer­
po o conjunto de funcionarios, será el
ponerse a disposición de los poseedores
o representantes legítimos de los pode­
res autoritarios de mando, así como la
de hacer operativas las determinaciones
tomadas en los centros o instancias de
decisión política.

Dentro del pensamiento weberiano la
burocracia, o más precisamente la buro­
cratización, en tanto sistema o conjunto
de principios de acción, se presenta
como la modalidad organizativa más
acorde, adecuada yIo compatible tan­
to con los requerimientos productivos
como con las condiciones políticas y so­
ciales del capitalismo.

En el caso de Michels, en cambio, la
acepción de la burocracia como con­
junto de funcionarios trascenderá cla­
ramente el campo de lo administrativo.
Para Michels será evidente que tal' con­
junto de funcionarios actuará tanto en
el plano administrativo como en el po­
lítico.

Si para los anteriores autores, la bu­
rocracia, en tanto conjunto de funcio­
narios, normal y fundamentalmente,
limitaba su actuación al campo propio
de lo administrativo y de la "operacío-

nalizacíón" de decisiones políticas to­
madas en instancias sociales o institu­
cionales diferentes, en Michels tales
funcionarios burocráticos no limitarán
ya su actuación al campo de la simple
"operacionallzación", sino que resulta­
rán ser también -y de manera funda­
mental- decisores políticos.

Asi, de acuerdo con Michels, la
burocracia, como conjunto de funcio­
narios, estará caracterizada por consti­
tuir una élite, minoría sociopolítica u
oligarquía que, a partir de su concen­
tración de facultades administrativas y
políticas, y de su ubicación en la cumbre
de las organizaciones y de los ordena­
mientos sociales, dirige y domina al
conjunto de la sociedad y a los diversos
grupos que en ella coexisten.

Por otra parte, para Michels la bu­
rocracia, en tanto sistema o conjunto
de principios de acción, se entiende no
únicamente en términos de forma orga­
nizativa, objetiva, racional y eficiente
-adecuada, funcional, correlativa y
complementaria de los requerimientos
productivos y sociales del capitalismo-,
sino también como modalidad organi­
zativa que, a un tiempo, facilita el sur­
gimiento de tendencias oligárquicas
(organizativas y sociales) y, en contra­
partida, dificulta u obstruye las tenden­
cias democráticas.

¿Qué es lo que permite a Weber y
Michels, a diferencia de Marx y Hegel,
ampliar el espacio social propio de la
actividad burocrática, al conjunto de
la sociedad? La respuesta a este cuestio­
namiento reside, precisamente, en el
papel que tanto Weber como Michels
le asignan al particular sistema o con­
junto de principios de acción adminis­
trativa u organizacional que guía y or­
dena las actividades burocráticas.
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En efecto, es muy diferente el papel
y la importancia que en unos y otros
se le asigna u otorga a dicho conjunto
de principios de ordenación o acción.
Si hay algo que permita tanto a Marx
como a Hegel circunscribir la existencia
o campo de actividad burocrática a la
esfera estatal, es precisamente la poca
importancia que comparativamente ha­
blando le otorgan a tal sistema de ac­
ción administrativa.

La poca atención que ambos le con­
ceden se refleja, entre otras cosas,
primero, en la exigua cantidad de
referencias explícitamente referidas a
ello; y, segundo, por la poca profun­
didad y rigurosidad con que tratan
el tema. Cuando ambos llegan a tocar el
tema lo hacen ya sea desde una pers­
pectiva idealista, para el caso de Hegel;
o bien desde un punto de vista con
fuertes inclinaciones peyorativas para
el caso de Marx, que poco tienen que
ver con el análisis riguroso de dicho
conjunto de principios de acción.

Es precisamente la poca significación
que tal sistema de acción adquiere en
el conjunto de las reflexiones de Marx
y Hegel respecto a la burocracia lo que
posibilita la delimitación del campo de
actividad burocrática al ámbito o es­
fera de lo estatal.

Si. por el contrario, tanto Hegel como
Marx hubiesen concedido una mayor
importancia o relevancia a dicho con­
junto de principios de acción, no hu­
bieran estado en posibilidad de cir­
cunscribir sus observaciones acerca del
comportamiento de los funcionarios ad­
ministrativos burocráticos al ámbito par­
ticular y específico de lo estatal.

De haberlo hecho, de haber conce­
dido una importancia fundamental al
conjunto de principios que guían las
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acciones organizacionales, hubieran ho­
mogeneizado, o colocado en el mismo
plano, el comportamiento y caracterís­
ticas de las organizaciones de la socie­
dad civil y las correspondientes del
Estado.

De esta forma, al no poder circuns­
cribir y limitar las propiedades buro­
cráticas al ámbito estatal, les hubiese
sido imposible establecer y resaltar los
matices y caracteristicas que a ellos in­
teresaban.

Hegel, por ejemplo, no hubiera po­
dido justificar, entre otras cosas, la su­
perioridad del poder gubernativo o clase
universal por sobre las organizaciones
de la sociedad civil. Como tampoco hu­
biese podido justificar por qué la di­
rección y administración dc las corpo­
raciones debía someterse a la dirección
del poder gubernativo.

A Marx, por su parte, le hubiese sido
imposible caracterizar a la burocracia
como cuerpo o conjunto parasitario,
funcionalmente ineficiente; y, sobre
todo, le hubiese impedido proponer la
solucíón socíalista y comunista basada
en la (auto) administración obrera-po­
pular. El propio Marx habría entrado
en un callejón sin salida, ya que si a
fin de cuentas el sistema de acción
administrativa u organizacional era el
mismo tanto para la burocracia estatal
capitalista como para las organizaciones
obreras revolucionarias socialistas, el pa­
rasitismo y la ineficiencia funcional
acontecerían en ambas por igual.

A partir de lo anterior, estamos ya
en posibilidad de establecer, de manera
sintética por supuesto, algunos puntos
fundamentales de semejanzas y diferen­
cias entre las respectivas ideas de los
diferentes autores aquí incluidos res­
pecto de la burocracia capitalista.



Hay un acercamiento entre las visio­
nes de Marx y Hegel respecto a la buro­
cracia en tanto que ambos la entenderán
como conjunto de funcionarios adminis­
trativos estatales; pero el punto nodal
de divergencia entre ambos se encuentra
en la diferente interpretación que hacen
de la más importante de las funciones
con que ella cumple: mientras que para
Hegel la más significativa función de
este conjunto de funcionarios estatales
es la de compatibilizar e incluir los múl­
tiples y divergentes intereses coexisten­
tes en la sociedad civil dentro del más
general o universal del Estado; para
Marx, en cambio, su principal función
será la consolidación, defensa y preser­
vación de un particular sistema eco­
nómico; el capitalista.

Respecto a la burocracia capitalista
como conjunto de principios para la
acción, o que subyacen en el trasfondo
de las actividades burocráticas, las
ideas de Marx y Weber son, en la in­
terpretación final de sus resultados, fun­
damentalmente divergentes.

En efecto, mientras que para Weber
dicho conjunto de principios de acción
o gestión -la burocratización en sí mis­
ma-, imprime elevados grados de or­
den, racionalidad y eficiencia técnica a
las diferentes actividades que se llevan
a cabo; para Marx, en cambio, tales
grados elevados de orden, racionalidad
y eficiencia -aplicados a las activida­
des de los funcionarios estatales- serán
tan sólo máscaras que encubren sus
verdaderos resultados: una rígida rutina
administrativa que lleva a un formalismo
cada vez más alejado de la realidad,
un conjunto de prácticas inútiles pro­
gresivamente alejadas de las necesidades
y requerimientos de la sociedad y, en
suma, una serie de reglas que sitúan
a los funcionarios por encima de los
ciudadanos, a los supuestos mandatos

por encima de los mandantes; es decir,
a quienes deberían obedecer (funcio­
narios) por encima de quienes deberían
mandar (ciudadanos).

Ahí en donde Weber observa un sis­
tema de acción de máxima racionalidad
y eficiencia técnica, Marx ve un con­
junto de procedimientos socialmente in­
eficientes y a una casta improductiva y
parasitaria de funcionarios que obtienen
su sustento gracias a los beneficios ge­
nerados por otros sectores de la socie­
dad.

No obstante esto, existirán algunos
puntos de acuerdo entre las visiones de
Marx y Weber respecto a la burocracia
capitalista (como conjunto de principios
para la acción). Marx y Weber concuer­
dan, por ejemplo, en el advenimiento de
la forma organízativa burocrática como
producto de la creciente complejidad y
diferenciación de la vida social. Ambos
autores coinciden, además. en que la
creciente división y especialización del
trabajo se ve alentada no sólo por la
dinámica propia del sistema capitalista,
sino también por la difusión de la mis­
ma forma organizativa burocrática.

Otros puntos de convergencia entre
las visiones de Marx y Weber se locali­
zan en, al menos, tres puntos respec­
to a la naturaleza interna de la buro­
cracia como sistema de acción o gestión:
la prueba, la autoridad y jerarquía, y el
secreto burocráticos.

La prueba como la objetivación prác­
tica de las cualidades operativas de quie­
nes aspiran a obtener el status de fun­
cionarios; la autoridad y jerarquía como
derivadas del saber y conocimiento de
las dificultades -y sus mecanismos
de resolueión- que enfrentan las acti­
vidades burocráticas; y, finalmente, el
secreto acerca de qué se hace y cómo,
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la información o documenración que
se maneja y genera. Todas éstas son, de
acuerdo con Marx y Weber, importan­
tes premisas para la actividad buro­
crática.

Por otro lado, en cuanto a los análisis
de Marx y Weber acerca del papel, mi­
sión o cometido histórico-social de la
burocracia capitalista , es posible locali­
zar en ellos tanto puntos de acuerdo
como de divergencia. En relación a los
puntos de acuerdo entre ambos, se re­
fieren fundam entalmente al papel desem­
peñado por la burocracia en el pasado;
mientras que los puntos de divergencia
se refieren más bien a su papel futu ro.

Así, algunos ejemplos de sus puntos
de acuerdo son sus coincidencias res­
pecto al 'crecimiento y emergencia del
aparato polít ico y administrat ivo esta­
tal consustancial a la emergencia del
Estado moderno, su importantísima y
exitosa tarea de expropiar y combatir
la dispersión de los múltiple s poderes
feudales y, a su vez, favorecer su cen­
tralización en la personalidad del mo­
narca absoluto, etcétera.

Por lo que respecta a sus puntos de
divergencia, podemos mencionar, por
ejemplo, el de las relaciones entre so­
cialismo y burocracia. Mientras que para
Marx un eventual cambio en el sistema
productivo representará un avance en
los grados de igualdad, libertad y jus­
ticia social; para Weber, por el contra­
rio, constituirá un retroceso. Esto, en
buena medida, debido a las diferentes
funciones que en dicho proceso de cam­
bio ambos asignan a la burocracia, ya
sea como conjunto de funcionarios ad­
ministrativos estatales (Marx), o bien
como sistema de acción o gestión
(Weber) .

Para Marx, además de la socializa­
ción de la propiedad privada y la gene-
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ralización de la propiedad eslatal, este
cambio en el sistema productivo traerá
consiga también una transformaci ón cue­
litativa en las funciones del conjunto de
los funcionarios administrativos esta­
tales.

Si en el capitalismo las actividades
que ellos desempeñaban se orientaban
hacia la conservación de la explotación
económica y la dominación polílica de
la burguesía sobre el proletariado y,
con ello, hacia su propia preservaci ón y
existencia como estrato social diferen­
ciado cada vez más extraño al resto
de la sociedad ; en el socialismo, por el
contrario, sus funciones estarán enca­
minadas no sólo a la eliminación del
capitalismo y sus clases sociales, de la
explotación económica y dominación po­
lítica de la burguesía sobre el proletaria­
do. sino también hacia la propia elimi­
nación de ese conjunto de funcionarios
administrativos estatales en favor de la
autodirecci ón social-popular.

Para Weber, en cambio, la sustitución
de un sistema productivo por otro ten­
drá poco impacto sobre la forma orga­
nizativa burocrática como modalidad de
acción o gestión, en tanto que ésta se
mantendrá en cualquiera de los dos sis­
temas como forma organizacional pre­
dominan te, ya que dicha sustitución no
significará cambio alguno en la estruc­
tura y forma de realización u ordena­
ción del trabajo. Por el contrario, la
generalización de la propiedad estatal
representará una burocratizaci6n en gra­
do excesivo y. por consiguiente, verda­
deras pérdidas en los márgenes de li­
bertad individual y social.

La mayor parte de los punt os de se­
mejanza y divergencia que hemos visto
entre Marx y Weber son también apli­
cables a las comparaciones que pueden
hacerse entre las concepciones de Marx



y Michels en torno a la burocracia ca­
pitalista. Bien puede decirse que la es­
trecha amistad entre Weber y Michels
se cultivó y creció en buena medida
gracias a la cercanía -que no identi­
dad- de sus concepciones acerca de
importantes fenómenos (como la buro­
cracia) que, por aquellos tiempos, lla­
maban poderosamente la atención de
políticos y académicos.

Para el caso de Marx y Michels, pro­
bablemente uno de los puntos de com­
paración más interesantes sea también
el de las relaciones entre burocracia y
socialismo. Mientras que para Marx con
la transición del capitalismo al socialis­
mo se opera un cambio cualitativo en
las funciones del conjunto de los fun­
cionarios administrativos estatales, de tal
manera que su actividad contribuye no
sólo a eliminar los residuos o sobrevi­
vencías clasistas, sino también a su pro­
pia eliminación como estrato social pri­
vilegiado; para Michels, en contraste,
independientemente del cambio en el
sistema productivo, la burocracia (como
forma organizativa) permanecerá vigen­
te en cualquiera de ellos y, en conse­
cuencia, seguirán igualmente vigentes las
tendencias oligárquicas, tanto en el pla­
no de las organizaciones como en el
conjunto de la sociedad.

Por supuesto, a partir de diferencias
como las anteriores, podríamos señalar
muchas otras, pero éstas cada vez ten­
drían menos que ver con nuestro tema
específico de estudio: la burocracia. Por
ejemplo, a partir de las diferencias ya
mencionadas entre Marx y Michels, lla­
man nuestra atención sus divergencias
sobre "el motor de la historia"; ya que
mientras para Marx tal motor lo cons­
tituye la lucha de clases, para Michels
éste estaría representado más bien por
las luchas intra e interelitistas.

Como se ve, se produce una gran
diferencia al sustituir la lucha de clases
marxista, en donde las masas se con­
vierten en elementos activos y de im­
portancia fundamental; por la lucha in"
tra e interelitista, en donde las masas
son simple y sencillamente incapaces o
materiales pasivos que, cuando llegan
a moverse o activarse, sólo sirven para
ser manipuladas y explotadas por una
nueva élite o minoría sustituta.

Aunque sin llegar a ser idénticas, son
muchas las semejanzas entre las ideas
de Weber y Michels en torno a la buro­
cracia capitalista. Tan solo por señalar
algunas cuantas, podríamos mencionar
su acuerdo en que los destinos de los
partidos políticos habían caído en ma­
nos de una minoría oligárquica, su idea
de la burocracia como el sistema orga­
nizativo más acorde con las necesidades
y requerimientos del capitalismo, su es­
cepticismo, desencanto u oposición ante
la alternativa socialista y, finalmente, su
propuesta del líder carismático como
opción válida para la resolución de los
principales problemas políticos que de­
tectaron en sus análisis.

No obstante esto, no está de más ha­
cer notar que al menos en sus opiniones
respecto al líder carismático y la de­
mocracia existirán ciertos matices que
bien vale la pena dejar señalados.

En efecto, ambos encuentran en el
líder carismático la solución a los peli­
gros que para la democracia entrañaba
la burocratización creciente de la so­
ciedad (Weber), y para que los intere­
ses de las élites o minorías gobernantes
no se distinguieran o separaran tanto de
los intereses de las masas (Michels).

Sin embargo, mientras que en Michels
el liderazgo carismático es tan solo una
forma de atenuar los efectos desfavo-
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rabIes de las inevitables e imperecederas
tendencias oligárquicas; para Weber, en
cambio, ése tipo de líder representará
la vía para, primero, frenar el retroceso
de la política democrática ante los em­
bates de la burocratización creciente y,
posteriormente, avanzar en la consecu­
ción progresiva de cada vez mayores
grados de democracia.

Si para Michels el liderazgo carismá­
tico no es en forma alguna una vía para
conseguir la democracia, pero sí de fre­
nar la radicalización de las inevitables
tendencias olígárquicas derivadas de la
forma organizativa burocrática predomi­
nante; para Weber, por el contrario,
representa no sólo una vía para frenar
las tendencias sociales contrarias a la
democracia originadas por la burocra­
tización creciente, sino también una for­
ma para la realización o consecución
de la democracia misma.

Mientras que Michels, ante la perma­
nencia de la forma organizativa buro­
crática, se mantiene firme en su visión
cíclica de la historia como sustitución
de unas minorías oligárquicas por otras.
negando así la posibilidad de la demo­
cracia; en Weber el liderazgo carismá­
tico representa una forma de respaldar
la posibilidad de, a un mísmo tíempo,
frenar y hacer compatible la consecu­
ción y realízación de un orden social
democrático con la burocratización ere­
ciente e inevitable de la vida social.

NOTAS

1 Cuando aquí hablamos de las teorías
clásicas de la burocracia capitalista nos
referimos, por supuesto, a las ideas formu­
ladas por Hegel, Marx, Weber y Michels.
Con ello, claro está, no es nuestra intención
ignorar la posible inclusión o consideración
de aportes interpretativos y explicativos de
otros pensadores, sino tan solo circunscribir
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el alcance de nuestro estudio a los formu­
lados por ellos.

Sobre los atributos que hacen de cierto
autor ser un "clásico", puede consultarse
la caracterización de: Bobbio, Norberto, Es­
tudios de la Historia de la Filosofía, Ma­
drid. Debate, 1985, pp, 257-258.

Por cierto, no es gratuito que en dicho
estudio se incluyan capítulos específicos des­
tinados al análisis de los escritos de Hegel,
Marx y Weber. Si bíen no existe capítulo
alguno para el análisis de los trabajos de
Michels, sí pueden encontrarse apartados
reservados tanto a su maestro Gaetano Mos­
ca, como a otro de los principales formu­
ladores y sustentadores de la teoría elitista:
Vilfrcdo Pareto.

2 Este margen temporal, por supuesto,
se amplia o reduce según consideraremos la
época de Hegel o bien de Weber y Michels.

3 Desearía remarcar aquí el hecho de
que tales aportaciones teórico-interpretati­
vas nos ofrecen sólo las bases generales para
el estudio y entendimiento de la burocracia
estatal capitalista, y de ninguna manera pue­
den emplearse en sustitución de análisis
más profundos y localizados que revelen las
especificidades propias de cada burocracia
estatal particular en un momento determi­
nado.

4 Véase la crítica que hace Oszlak a este
tipo de "sobrevívencias" interpretativas.
Oszlak, Osear, "Notas Críticas para una Teo­
ría de la Burocracia Estatal", en Revista
Mexicana de Sociología, Año XL, vol. XL,
núm. 3, julio-septiembre de 1978, p. 903.

5 Tan solo por citar un caso típico, puede
verse: Merino Huerta, Mauricio, La Práctica
Confundida: un Enfoque sobre la Democra­
cia en México, México, Asociación Mexicana
de Ciencia Política, 1985. Mimeo. Ponencia
presentada en el XIII Congreso Mundial de
Ciencia Política, realizado en París, Francia,
del 15 al 20 de julio de 1985.

e.Cir, Almond, Gabriel, "Tre Return to
the State". en American Political Science
Review, vol. 82, núm. 3, septiembre 1988,
pp. 853-874.

7 Hopkins, Jack, "Contemporary Research
on Public Administration and bureaucracies
in Latin America", en Latin American Re­
search. Review, vol. IX, núm. 1, 1974, pp.
109-139_

8 Dent, David, "Past and Present Trends
in Research in Latin American Politics, 1950­
1980", en Latin American Research Review,
vol. XXI, núm. 1, 1986, pp. 139-151.



9 Cfr. Lerner de Sheínbaum, Bertha, "El
Renacer de la Democracia en América La­
tina", en Revista Mexicana de Ciencias Po­
líticas y Sociales, núm. 120, abril-junio de
1985.

el contenido y la significación de aquello
que ellos identificarán o entenderán como
burocracia.

10 Tulchin, Josep , "Emcrging Patterns ot
Research in the Study of Latin Amér-ica",
en Latín American Research Review, vol.
XVIII, núm. 1, 1983, pp. 85-94.

11 No parece estar de más llamar la aten­
ción sobre el carácter posiblemente esque­
mático y quizá un tanto apretado e insufi­
ciente de estas observaciones. Ello, sin em­
bargo, dado nuestro propósito de brindar
una visión rápida y sintética del "terreno",
no invalida su utilidad.
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1.3 Esto, por supuesto, no implica que ig­
noremos que dentro del pensamiento mar­
xista las variaciones, ya sea en el tipo de
régimen o en la forma de Estado, pueden
acarrear modificaciones no poco significa­
tivas tanto en las funciones como en el como
portamiento de la burocracia.

12 Esta estrategia común viene a diñcul­
tar aún más la tarea comparativa que nos
hemos fijado, pues al optar nuestros auto­
res por delinear las características propias
de la burocracia, deberemos realizar una
labor discriminatoria para seleccionar entre
ellas a las que consideremos más enfáticas,
importantes o relevantes. Esto, claro está,
nos plantea problemas enfático-valoratívos
-por así llamarlos- en relación a aquellos
aspectos, características y/o dimensiones del
problema que, desde nuestra particular pers­
pectiva, adquieren mayor relevancia en el
marco de las reflexiones de cada uno de
nuestros autores. Tales problemas, sin em­
bargo, parecen ser inevitables en cualquier
reflexión que se fije los mismos propósitos
de ésta.
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gue-, más propia y esencialmente definen
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EL APARATO GUBERNAMENTAL COLIMENSE.
BREVE SEMBLANZA JURIDICA

Enrique A. Salazar Abaroa

INTRODUCCION

Para quienes hemos escogido por ca­
mino profesional el servicio público, no
pueden sernos ajenos los cambios jurí­
dicos, políticos, económicos y sociales
que se han dado y se siguen llevando
a cabo en las tres esferas de gobierno:
federal, estatal y munipical; ya que estos
tres ámbitos de gobierno significan par­
teaguas, espejos y experiencias para
decantar instrumentos que apoyen el
desarrollo democrático nacional.

El instrumento para conducir y pro­
mover e! desarrollo del pueblo colimen­
se, de acuerdo al contexto y a los medios
y fines que ordena la Constitución Po­
lítica de dicha //Autonomía" y sus leyes
subconstitucionales, son el objeto de
este breve ensayo o semblanza. Siendo
pertinente aclarar de entrada que más
que un análisis minucioso de los órga­
nos y sus competencias con que cuenta
el poder ejecutivo para apoyar su ad­
ministración, es Una enumeración ju-

rídica de los mismos, de la matriz jus­
positiva y de su transformación o
proliferación al paso del tiempo. Las fun­
ciones de dichos órganos secretariales
que conforman el "aparato gubernamen­
tal administrativo colimense", quedan
preponderantemente enunciadas por el
concepto-función con que se les deno­
mina.

Tomamos el título de "aparato" co­
mo sinónimo de instrumento; y 10 es­
cogimos así ya que al hablar de admi­
nistración pública colimense en sentido
amplio, puede denotar el aspecto di­
námico material de la misma; es decir,
vale recordar qué funciones adminis­
trativas también se despliegan por ór­
ganos legislativos y judiciales; además,
que aceptar en forma omnímoda el
dictum administrativo para todo ensa­
yo. de que la administración pública
es el gobierno en acción, alienta po­
sitivamente a brincar las fronteras de!
dogma de la teoría de la división de
poderes, para caer aceptando como f/ go­
bierno en acción", a 10 que en los
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hechos y acertadamente se vive en aque­
llas realidades donde priva una vida
política madura con instituciones y par­
tidos sólidos: la colaboración de pode­
res. Pongamos pues que el título no es
ad líbítum.

Cabe destacar (positivo para la forma­
ción del Estado nacional en el pretéri­
to, negativo en el presente y altamente
perjuidicial en el futuro inmediato)
que dado el centralismo político, admi­
nistrativo, económico y cultural que ha
permeado a la República Mexicana, las
autonomías que integran los Estados
Unidos Mexicanos han padecido de lo
que adjetivaría como una acinesia [uri­
díeo administrativa dado que las mudan­
zas (reformas, renovaciones, innovacio­
nes, precisiones, etcétera, el aparato
gubernamental administrativo centrali­
zado, desconcentrado o descentrailzado)
jurídicas o estilos que afectan a la Repú­
blica de las autonomfas, han sido im­
puestas o impulsadas la mayoría de las
veces por la dinámica reformista prove­
niente de los poderes de la Unión. Lo an­
terior no quiere decir que sea negativo
per se; preciso es acentar que la capital
de la República Mexicana ha sido, es y
seguirá siendo, el centro político, cultu­
ral, financiero e informativo más im­
portante del país y quizás de Latino­
américa; si bien lo anterior se ha refleja­
do en sinnúmero de ocasiones en una
mera imitación del aparato guberna­
mental federal, que trajo como conse­
cuencia una adiposidad burocrática re­
dundando en ineficacia, ineficiencias y
distracción de recursos en contra del
desarrollo de regiones enteras.

Por sus bondades, el aparato guber­
namental administrativo federal (centra­
lizado y descentralizado) se ha signifi­
cado por ser la academia de práctica
polítieo-admir.istrativa donde han abre­
vado (por lo antes expuesto) el gran
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porcentaje de cuadros políticos dirigen­
tes de los 31 autonomías federadas y
jefes de Departamento del Distrito Fe­
deral. Lo anterior aunado al papel cen­
tral y destacado que ha tenido la UNAM
como semillero de los cuadros dirigen­
tes del país.

Las transformaciones en y de los
aparatos administrativos gubernamenta­
les (de oficinas a departamentos, de
departamentos a direcciones y de direc­
ciones a subsecretarías y secretarías) si
bien reflejan el centralismo político, tam­
bién ha sido por la descentralización de
la vida nacional, que está permitiendo
una mayor capacitación y adiestramien­
to de los políticos locales, evitando
temporales fugas de recursos humanos
por necesidades intelectuales, culturales,
económicas y políticas. Por ello nuestro
interés en enumerar. como al principio
lo citamos, la composición del aparato
gubernamental administrativo colimen­
se. Sumando el que la jerarquía secre­
tarial abre la posibilidad, en igualdad
de circunstancias, de alcanzar plata­
formas políticas como principio que
alienta la carrera pública, ha intentado
dinamizar la promoción y desarrollo
de regiones y sectores de la economía;
compaginando en algunas ocasiones y
calcando el aparato gubernamental ad­
ministrativo a nivel nacional: Dejando
a un lado la relación y equilibrada di­
mensión de los aparatos gubernamen­
tales administrativos locales con las
realidades socioeconómicas y su trans­
formación democrática.

La acinesia jurídico administrativa a
la que nos referimos queda ejemplifica­
da en el caso de la autonomía colimense
(y quizás en la mayoría de las autono­
mías) en que desde 1857 a 1985, esta
entidad sólo a conocido dos ordena­
mientos (a nivel Ley) que reglan el
accionar de su aparato gubernamental



administrativo; más aún: podemos afir­
mar que la autonomía de Colima se
había quedado a la zaga en cuanto a
evolución administrativa se refiere. Co­
mo ejemplo de nuestra aseveración
citaríamos que Aguascalientes, desde
1982, cuenta con su Ley Orgánica de
la Administración Pública, donde trans­
forma la jerarquía de sus órganos ad­
ministrativos a nivel secretarías; así
mismo sucede con Morelos en 1983,
Chiapas y Puebla en 1981, por citar
algunos casos. Colima, con la Ley de
Administración Pública de 1985, da un
jalón para impulsar el desarrollo co­
limense en forma reglada, democrática,
eficaz, eficiente y honesta; pero no por
la mera transformación de direcciones
a secretarías y su número; sino por pre­
cisar responsabilidades, apuntalar las te­
sis de la descentralización, desconcen­
tración, sectorialización, función de
globalización; y algunas precisiones en­
tre sector centralizado y paraestatal.

La anteríor Ley Orgánica del Poder
Ejecutivo del Estado de Colima (1968)
cumplió en demasía como sostén jurídico
y programa administrativo e instrumen­
to para promover el desarrollo; y justo
es reiterar que hace tiempo las trans­
formaciones políticas y económicas na­
cionales y locales la habían rebasado;
como resultado de ello, competencias,
funciones y facultades se concentraban
-con los problemas que ello implica­
en el Ejecutivo Estatal y en la Secre­
taría General de Gobierno: convirtiendo
a ésta última en una vicegubernatura.

El ordenamiento de 1985 que es­
tructura la administración pública ca­
limense sufrió <al igual que su similar
a nivel federal) de la precariedad cons­
titucional en cuanto a disposiciones en
materia de administración centralizada
y con mucha más razón en el ámbito
de la paraestatalidad.

El texto de 1985 abroga explícita­
mente la Ley Orgánica del Poder Ejecu­
tivo del Estado de Colima de 1968 que,
a iniciativa del exgobernador Silva
García, había sido aprobada por el Ho­
norable Congreso Local. Y también
manda derogar cualquier disposición
fuera del texto de 1985 que se oponga
al mismo. Vale justipreciar que la Ley
abrogada mostraba las primeras luces
de la modernidad administrativa al dar
vida legal a la figura de la descentra­
lización, considerando la posibilidad de
que organismos descentralizados llega­
ran a tener el carácter de autoridad.

La Ley de 1985 es consecuencia de
nuestro devenir histórico legislativo; por
10 que en ella se fusionan en un acer­
tado y congruente ejercicio codificador
las antiguas disposiciones con las refor­
mas e innovaciones jurídicas vigentes.
Sin embargo. presenta contradicciones
-a nuestro parecer- por 10 que hare­
mos referencias a ellas, con el objeto
de que sean tema de un análisis que nos
lleve a adquirir más conocimientos ju­
rídicos, rectificando o ratificando nues­
tras apreciaciones al respecto.

1. ANTECEDENTES
HISTORICOS

Para el año de 1856, México se en­
contraba en una posición de grandes
dificultades, las luchas internas y las
agresiones imperialistas hacían menos
que imposible la paz, medio sin el cual
no podía organizarse la administración
estatal para promover el desarrollo na­
cional y propiciar justicia, libertad y
democracia para los mexicanos.

A 35 años de que la nación mexicana
se había erigido en un país independien­
te, la patria entera se encontraba ante
la disyuntiva de volver a organizar al

93



país conforme a las tradiciones conser­
vadoras y centralistas, que había dejado
la colonia representadas por el dictador
Santa Anna, o bien, intentar la creación
de una nueva administración acorde
con las modernas teorías republicanas
y democráticas apoyadas por los libe­
rales. En este marco histórico surge la
Constitución de 1857.

2. CARACTERISTICAS DE LA
CONSTITUCION DE 1857

Tuvo preponderancia el Poder Legis­
lativo (Congreso Unicameral) sobre el
Ejecutivo; su construcción obedeció
preponderantemente a un móvil neta­
mente político para evitar la permanen­
cia de Santa Anna en el poder; le da
la categoría de Estado a Colima que,
desde 1824 hasta 1857, tuvo el rango
de territorio.

A menos de nueve meses dc haberse
promulgado la Constitución Federal de
1857, que elevaba a Colima a la catego­
ría de Estado, José S. Núñez, goberna­
dor provisional del estado, promulgaba
la Constitución Local de 1857.

Colíma tomó parte durante la Guerra
de Reforma, desconoció el golpe de Es­
tado de Comonfort:! y el presidente
Juárez, convirtió a Colima en la capital
de la República, en los primeros meses
de 1858.'

A finales de i 864, Colima fue ocupa­
da durante la intervención francesa,
donde se estableció el gobierno adicto
a Maximiliano de Austria, que le con­
vierte en uno de los 50 departamentos
que integraban al país.'

2.1. La Admínistración Pública y la
Constitución Estatal de 1857

La Constitución de 1857 (Artículo
41), señalaba a Colima como un estado
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libre para el arreglo de su administra­
ción local, con el fin de lograr "la
felicidad pública". Además, en el ar­
tículo siguiente definía la esencia po­
lítica del estado al adoptar"...para su
régimen interior la forma de gobierno
republicano, representativo popular".

El Artículo 43 determinaba que el
poder público era único y que jamás
podría desempeñarse por una sola per­
sona o corporación. Y J a continuación
especificaba (Artículo 44) "se dividirá
en tres departamentos: Legislativo, Eje­
cutivo y Judicial".

Más adelante (Artículo 46) señalaba
que el Ejecutivo se depositaba en un
ciudadano nombrado popularmente, de­
nominado gobernador del estado.

La Constitución colimense de 1857
atribuía al Ejecutivo estatal la respon­
sabilidad de la buena marcha de la
administración pública, señalando (Ar·
tículo 68) que eran atribuciones del
gobernador: "proveer con arreglo a la
Constitución y las leyes secundarias a
los empleos que sean de su resorte",
concepto que puede considerarse de dos
maneras, según Martín Alonso, en su
enciclopedia del idioma: Primero, como
un medio material o inmaterial de que
una persona se vale para lograr un fin;
y segundo, se le entiende como incum­
bencia.

Por su parte la Fracción VllI (Ar­
tículo 68) le otorgaba la atribucíón de
formar reglamentos necesarios para el
mejor gobierno en los ramos de la ad­
ministración pública del estado, pasán­
dolos al Congreso para su revisión.

Con base en la Constitución de 1857,
el Ejecutivo colimense se auxiliaba de
distintos órganos: secretario de gobier­
no, prefectos, subprefectos y tenientes:



el primero de ellos, el secretario de go­
bierno, era <t quien debía autorizar las
órdenes del gobernador. Y sin dicho
requisito no serán obedecidas": función
que viene a ser un antecedente del ac­
tual refrendo.

De acuerdo al Artículo 85, se podía
malinterpretar que el secretario poseía
facultad de iniciativa, ya que se le en­
cargaba "elaborar un Reglamento para
el Gobierno Interior de la Secretaría
con la aprobación del Congreso". Sin
embargo, de lo anterior y de acuerdo
con lo estipulado por el Artículo 68,
Fracción VIII, esta facultad se atribuia
al gobernador de la entidad stricto sensu,
y el Artículo 58 señalaba quiénes te­
nían el derecho de iniciativa citando a
los diputados, al gobernador, al Tri­
bunal de Justicia, a los prefectos y a los
Ayuntamientos; en ningún momento le
otorga dicha facultad al secretario de
despacho.

En la Sección II Artículo 72, en­
contramos un Consejo de Gobierno que
cabe resaltar como uno de los ante­
cedentes de las modernas comisiones
intersecretariales. Aunque dicho Con­
sejo tenía denotaciones parlamentarias.

El Consejo de Gobierno era nom­
brado por el Congreso, se instituía sólo
y en ocasión de concedérsele facultades
extraordinarias al gobernador del es­
tado, su actuación se normaba por el
mismo Reglamento Interior del Congre­
so y sus atribuciones eran: auxiliar y
supervisar al gobernador en el cum­
plimiento de las facultades extraordi­
narias concedidas al Ejecutivo por el
Poder Legislativo. Los requisitos para
ser miembro del Consejo eran los mis­
mos que para ser diputado.

Respecto a los otros órganos auxilia­
res del Ejecutivo Estatal, estaban en

función de la división territorial que
implícitamente señalaba la Constitución
del 57, es decir: los prefectos eran ti­
tulares de los departamentos (división
regional que establecía la Constitución)
" ...con entera dependencia del gober­
nador del estado...".

Los prefectos eran el conducto de
comunicación de las órdenes del gobier­
no (Artículo 90), pasándolas a los sub­
prefectos y estos a los Ayuntamientos
o tenientes; es decir, había tantos pre­
fectos y subprefectos como partidos
(Artículo 95) y tantos partidos como
población existente; para formar un
Ayuntamiento se requerían cuando me­
nos "cuatro mil almas" (Artículo 96).

"En los pueblos que no huhiera Ayun­
tamiento se nombrará por el gobernador
un teniente propietario y un suplente
que cuide de la policía y orden interior
y que al mismo tiempo será encargado
de ejecutar las órdenes del prefecto,
subprefecto y del Ayuntamiento". Y más
adelante la norma suprema colimense
de 1857 facultaba al gobernador para
nombrar a los tenientes.

El Título 60. con el rubro "de la
Hacienda del Estado" ordenaba (Ar­
tículo 152) que para la custodia y la
distribución de los caudales públicos
existiera una Tesorería al cargo de un
tesorero general.

El anterior funcionario señalado co­
mo ministro, era nombrado por el Con­
greso. Aunque el tesorero era nom­
brado por el Congreso y en la distri­
bución de los caudales públicos se tenía
que sujetar al presupuesto general apro­
bado por el Congreso "si el goberna­
dor le ordenase que se ministre alguna
cantidad que no constare en él, el te­
sorero deberá hacerle sobre ello las
observaciones que estime convenientes,
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más si el gobernador insistiere, deberá
ministrarla quedando en este caso libre
de responsabilidad" (Artículo 154) .

Desconocemos la eficacia a nivel lo­
cal de la Constitución colimense de
1857. La Federal por circunstancias de
asonadas, invasiones, facultades extra­
ordinarias y la dictadura de Díaz no se
cumplió. O su vigencia en la realidad
fue más que discontinua.

3. LA CONSTITUCION DE 1917
FEDERAL Y ESTATAL

La Constitución de 1857, predomi­
nantemente antipersonalista, obedeció
a un movimiento político de la corrien­
te partid ista liberal que se expresa en
el Plan de Ayuda.' La Carta de Oue­
rétaro fue producto de un movimiento
social, de una revolución en el sentido
amplio del término, que decantó a un
moderno Estado de Derecho Social.

La Carta de Ouer étaro, en el contexto
federal, amplió el campo de acción al
Ejecutivo. le concedió la posibilidad
de contar con órganos administrati­
vos de carácter técnico. para auxiliar al
Presidente de la República otorgándole
responsabilidad administrativa con in­
tervención directa en la economía.

Siendo gobernador del estado Felipe
Valle, se promulgó la Constitución del
Estado de Colima de 1917, que confir­
maba los principios democráticos y
republicanos contenidos en la de 1857;
es decir, la forma federal, la soberanía
popular, el origen democrático del poder
público y representativo del gobierno.

En la Fracción XXI del Artículo 58
se ordena al gobernador visitar los pue­
bias del estado anualmente para vigi­
lar el orden administrativo y más tarde
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dar cuenta a los demás poderes de lo
que correspondiese.

Las Fracciones XXIV y XII , conjun­
tamente establecen facultades adminis­
trativas de vigilancia sobre la Hacienda
Pública, que con el tiempo se tornaron
más complejas dado el crecimiento de
Ja administración y las nuevas respon­
sabilidades atribuidas al estado, lo cual
emerge en nuestros días como una Con­
traloría.

En la Carta de 1917 como la de
1857, el llamado Poder Ejecutivo Lo­
cal era apoyado directamente por el
secretario del despacho, entre cuyas
principales funciones estaba la del re­
frendo.' mediante el cual, el secretario
debía firmar las órdenes, decretos y re­
glamentos que el gobernador expidiera,
y sin llevar su firma, no serian obcde­
cídas.

Se incorpora un oficial primero (an­
tecedente del oficial mayor) como auxí­
liar del secretario de despacho.

Según el Artículo 62 de esta Constí ­
tución se le prohibía al secretario auto­
rizar con sólo su firma cualquier acuer­
do o comunicación oficial, además se
le hacía responsable de todos aquellos
actos que autorizara contra la Consti­
tución y las leyes del estado sin dis­
culparlo el haberlo acordado con el
Ejecutívo.

En este contexto se extingue la fi­
gura del prefecto, que también fue lla­
mado jefe político, de negros recuerdos
para la democracia municipal.

Desaparece la antigua división polí­
tico administrativa en Departamentos
y partidos para dar vída a los municí­
pios, desaparecen los, prefectos, sub­
prefectos y tenientes; y para alcanzar



la categoría de murucipio se conser­
va la condición de cuatro mil habitantes.

4. HEFORMAS AL APARATO
GUBERNAMENTAL
ADMINISTRATIVO

COLIJ\1ENSE

Las constituciones de la Autonomía
de Colima, las de otras autonomías y
la Carta Federal, han sufrido transfor­
maciones referidas al aparato guberna­
mental administrativo: presentamos en
los cuadros (págs. 105 a 108) un breve
ejemplo de dichos cambios y relacio­
nes jerárquicas en cuanto a dependencia
y facultad de nombramientos, tomando
en consideración las Constituciones de
1857, de 1917 y las reformas a nivel
estatal de esta última.

5. LEY ORGANICA DEL PODER
EJECUTIVO DE 1968

La promulgación de esta Ley obede­
ció a la necesidad de reglamentar las
amplias tareas encomendadas al Poder
Ejecutivo y obligó a imaginar e incor­
porar instituciones jurídicas como la
desconcentración y descentralización,
con el fin de hacer más eficiente y
eficaz las responsabilidades. atribucio­
nes e instrumentos de gobierno de la
autonomía colimense.

Implícitamente considera la división
entre administración centralizada y pa­
raestatal; aunque no 10 señala puesto
que establece (en una confusión doc­
trina!) en su Artículo 6, que el Poder
Ejecutivo del estado se ejercerá:

a) Por el gobernador del estado di­
rectamente, o las dependencias del Poder
Ejecutivo.

b) ( ...)

e) Por los organismos descentraliza­
dos que existan o que en el futuro se
establecieren en la medida en que se les
confiere una delegación de facultades
propias del Ejecutivo.

La norma denota que es amplísima
la posibilidad de quienes pueden ejercer
atribuciones del Ejecutivo; además, que
el concepto de autoridad tan debatido
por la doctrina se ve con amplias posi­
bilidades de materializarse en cualquier
organismo descentralizado.

La Ley Orgánica de 1968 detalla
cuáles serán los órganos que auxilien
en sus funciones al Ejecutivo Estatal,
siendo estos: Secretario General de Go­
bierno, Oficial Mayor de Gobierno,
Procurador General de Justicia, Direc­
tor de Economía y Plancación, Director
de Urbanismo y Obras Públicas, Di­
rector de Educación Pública, Director
de Tránsito y Director de Turismo.

Este ordenamiento establecía jerar­
quía política y administrativa del Se­
cretario General de Gobierno y el Ofi­
cial Mayor sobre las demás dependen­
cias gubernamentales.

Resalta en esta Ley la reaparición
del Consejo de Gobierno (Artículo 21)
que tuvo origen en la Constitución de
1857, desaparece en la Constitución
de 1917, Y hace de nueva cuenta acto
de presencia en la Ley Orgánica de
1968, aunque integrado de diferente ma­
nera con algunas funciones similares de
orientación y apoyo que tenía el mismo
en 1857. Sin la denotación parlamen­
taria o su integración en casos de ex­
cepción política.

Se establecía (Articulo 23) que los
acuerdos que se tomasen durante las
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reuniones del Consejo podían tener a
juicio (juri sdicción retenida) del Ejecu­
tivo Estatal el carácter de resoluciones
ejecutivas, por lo cual el cumplimiento
de las mismas era un acto obligatorio
para la dependencia o dependencias que
el gobernador señalara .

6. LEY ORGANICA DE LA
ADMINISTRACION PU BLICA

DEL ESTADO DE COUlIIA
DE 1985

Como atinadamente se señala en la
exposición de motivos de la LOAPEC,
la expedición de esta Ley se debió a
que la autonomía colimense, sujeta a
los principios de nuestro Estado de de­
recho, requiere garantizar la seguridad
jurídica del actuar del poder público y
formalizar, reglando , el curso de acción
de sus titulares.

La LOAPEC de 1985 de conformidad
con su exposición de motivos I~ • • •ade­
cua y actualiza la estructura adminis­
trativa del gobierno estatal, reordena a
fondo el aparato gubernamental, redefi­
ne competencias entre las dependencias
del Ejecutivo, crea algunas otras, elirni­
na duplicaciones, atribu ye faeultades y
asigna competencias y responsabilidades
en forma clara y precisa a las diversas
dependencias y entidades que integran
la estructura orgánica del estado" .

7. FUNDAMENTO Y ANALISIS
CONSTITUCIONAL

El fundamento constitucional de esta
Ley, se encuentra en el Artículo 33,
Fraeeión 11 de la Constitución Politica
del estado, que faculta al Congreso
Constitucional de Colima a legislar sobre
todos los ramos de la administración o
gobiernos interiores de competencia del
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estado. de acuerdo a la Constitución
Politica Federal, contemplando en sus
atribuciones la creación, adición y re­
forma de un ordenamiento como el ci­
tado.

8. ANALISIS DE LA
LOAPEC DE 1985

La LOAPEC se divide en tres capítu­
los con 34 artículos, más siete articulos
transitorios. El Capítulo l ' que contie­
ne del Artículo 10 al 18, acoge las
disposiciones generales; el Capítu lo 2'
que comprende del Artículo 19 al 26,
trata de la competencia de las depen­
dencias centralizadas; el Capítulo 3' in­
tegrado por los Artículos 27 hasta el 34,
se denomina de la admin istración púo
blica paraestatal.

Como lo expusimos en nuestra intro­
ducción, se tran sforman la mayoría de
las dependencias gubernamentales al ad­
quirir rango de secretarías y precisarles
nuevas competencias y atribuciones. Re­
saltaremos algunas características e in­
novaciones que aporta este ordenamien­
to y posteriormente pondremos a con sí­
deración de los causales lectores de este
ensayo. dos reflexiones de técnica jurí­
dica que nas provoca la LOAPEC. Una
acusadamente comete el mismo error de
invasión de poderes que anteriormente
provocaban los ordenami entos federales,
producto de nuestro sistema presiden.
cialista .

Los Artículos 1', 2' , 3' Y 4' de la
Ley Orgánica establecen y aclaran que
la nueva administración pública coli­
mense está formada por la administra­
ción centralizada y paraestatal, lo que
no hacia la Ley anterior, y que la ad­
ministración pública centralizada se in­
tegra por la gubematura del estado, las
secretarías, la Procuradu ría General de



Justicia y la Oficialía Mayor; en tanto,
la Paraestatal, comprende los organis­
mos descentralizados, las empresas de
participación estatal, los organismos
de fomento y fideicomisos.

El Artículo 4' establece una innova­
ción eficaz, al incorporar que el Ejecuti­
vo Estatal contará con las unidades de
coordinación y apoyo técnico que el
propio gobernador considere necesarias
para el óptimo funcionamiento de la
administración pública. Aquí, aunque
no hay medición específica por parte del
legislador, se comprendería a la Secre­
tarfa Particular, Privada, Coordinación
de Asesores, el COPLADE y la Direc­
ción de Comunicación Socia!.

El Artículo 6' ordena que entre los
secretarios no habrá ninguna diferen­
cia jerárquica, teniendo igual rango;
situación que permite coherencia y efi­
cacia política y administrativa, mejo­
rando la comunicación y coordinación
entre las dependencias centralizadas;
con ello formalmente se suprime la vi­
cegubernatura que representaba la Sccre­
tarfa General de Gobierno, quedando
dicho órgano como un respetuoso coor­
dinador entre pares. Cabe mencionar la
ausencia en este artículo de la Oficialía
Mayor y la Procuradurfa General de
Justicia; el origen de este artículo lo
encontramos en la Ley de Secretarfas y
Departamentos de Estado, Artículo 21,
y en el Artfculo 10 de la Ley Orgánica
de la Administración Pública Federal.

La coordinación sectorial y la coordi­
nación global es otro de los atributos
del presente ordenamiento; aunque el
sector paraestatal colimense es mínimo;
la incorporación de estas figuras admi­
nistrativas es previsora para que las se­
cretarías respectivas asuman gradual­
mente (conforme a las circunstancias y
desarrollo del sector paraestatal) la pla-

neación, coordinación, evaluación y ope­
ración de las entidades propias de este
sector, para que no suceda lo que a
nivel federal, cuyo sistema paraestatal
creció desproporcionada y anárquica­
mente y encubrió ineficiencias y gran·
des corruptelas, por la falta de control
y sistematización en su actuar.

La figura administrativa de la coor­
dinación otorga la tutela de las entida­
des paraestatales a las secretarías. Los
entes paraestatales son instrumentos de
ejecución de acuerdo a los lineamientos
y planes que expide el jefe del Ejecutivo
directamente o por medio de las depen­
dencias centralizadas.

Consideramos que en esta Ley espe­
cíficamente deben de establecerse las re­
laciones entre las dependencias de coor­
dinación global y sectorial y el sector
paraestatal, así como la enumeración de
las entidades, relacionándolas con la de­
pendencia, afín ya que la LOAPEC lo
omite actualmente.

El Artículo 12 señala la figura del re­
frendo al prescribir que " ... cada de­
pendencia centralizada formulará res­
pecto de los asuntos de su competencia
los proyectos de leyes, reglamentos y de­
cretos del titular del Ejecutivo. A fin
de que tengan validez las leyes, regla­
mentos y decretos, deberán ser firmados
por el gobernador, por el secretario ge­
neral de gobierno y por el titular de
la dependencia a que corresponda su
aplicación; cuando estas disposiciones
se refieran a asuntos de la competencia
de dos o más dependencias deberán ser
refrendados por los titulares de las mis­
mas".

Algunos estudiosos apuntan que la
institución del refrendo se explica como
un intento de limitar la voluntad del
Jefe del Ejecutivo, en tanto que otros
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sostienen, 'como señala Ruiz Massieu,
que el refrendo busca la responsabilidad
de los secretarios en la ejecución de la
norrnatividad." Esta facultad no puede
ser delegada pues es un acto persona­
lísimo: sobre este artículo volveremos
posteriormente.

El Artículo 14 prevé la desconcentra­
ción administrativa; figura que implica
la dependencia jerárquica total a los
órganos centralizados con desconcentra­
ción de autonomía técnica; guardándose
las decisiones principales la Secretaría
que desconcentró dichas funciones.

LD$ convenios de coordinación fueron
plasmados (Artículo 15) en la Ley de
1985, Y con base en ellos queda a dis­
creción federalista de las autoridades de
la Autonomía colimen se la posibilidad
de unirse a los planes que se establez­
can a nivel nacional.

El Artículo 16 señala la posibilidad
de constituir comisiones íntersecretaria­
les para el despacho de asuntos en que
debe intervenir más de una Secretaría
o entidad. Cabe hacer mención que este
artículo retoma parcialmente el Artícu­
lo 21 de la LOAPF. Digo parcialmente,
porque la Ley Orgánica de la Adminis­
tración Pública Federal, establece la
transitoriedad, permanencia y titularidad
de dichas comisiones, además de hacer
referencia a las "entidades de la ad­
ministración pública paraestatal", y en
el ordenamiento colimense, el concepto
de "entidad" no es definido en el Ar­
tículo 1".

También es conveniente destacar que
el Artíeulo l ? de la LOAPEC borda ju­
rídicamente en forma imprecisa cuando
señala que distribuye las funciones
" ... que componen ( ... ) la adminis­
tración pública paraestatal", pero no
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hace mención a ninguna de dichas fun­
ciones.

En cuanto a las comisiones interse­
cretariales, a nuestra manera de ver
pudo haberse conservado ese rasgo his­
tórico del Consejo de Gobierno que ins­
tituyó la Consittución de 1857, borró
la Carta de 1917, reapareció en la
LOPEEC y desaparece con la LOAPEC.
Opinamos lo anterior puesto que bási­
camente las funciones y características
que tenía el Consejo de Gobierno en
la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo
Estatal de 1968 son las mismas que tie­
nen o puedan tener las comisiones ínter­
secretariales de la Ley de 1985.

Buscamos en el articulado y especí­
ficamente en el capítulo dos, que trata
sobre la competencia de las dependen­
cias centralizadas, para ver cuáles asu­
men la responsabilidad de elaborar el
plan estatal de desarrollo y no la en­
contramos. Lo anterior no quiere decir
que forzosamente dicha responsabilidad
la tendrá un órgano de la administra­
ción pública centralizada, pero sí es con­
veniente (como consideramos debe estar
en algún decreto) incorporar tal fun­
ción dentro del cuerpo normativo cons­
titucional y de la LOAPEC, especifi­
cando quiénes, qué órgano o qué ór­
ganos se avocarán a cumplir dicha dis­
posición.

Las dos reflexiones político-jurídicas
que haremos están relacionadas con la
igualdad jerárquica que otorga a las de­
pendencias el Artículo 6' de la LOAPEC
y el refrendo del Ejecutivo y de los
secretarios para la validez de las leyes,
reglamentos y decretos que apruebe el
poder Legislativo de acuerdo a sus fa­
cultades constitucionales y la doctrina
de la división de poderes.

En la Norma Suprema Estatal. Ar­
tículos 24, 51 Y 58, se da vida jurídica



al Secretario de Programación y Finan­
zas de! Estado, al Procurador General
de Justicia, al Secretario General de
Gobierno; no haciendo mención de nin­
guna otra Secretaría; además, el Artícu­
lo 139 establece que el Secretario Gene­
ral de Gobierno, el Procurador General
de Justicia, el Subprocurador y el Se­
cretario de Programación y Finanzas del
estado gozarán de fuero. Agregaríamos
para ejemplificar lo expuesto, que e!
Artículo 111 de la Constitución Federal
establece sin distinción alguna fuero
para todos los secretarios de despacho.

Cabe abonar a lo anterior que el Ar­
tículo 6' de la LOAPEC da igual rango
a cinco secretarías y excluye a la Oficia­
lía Mayor y a la Procuraduría General
de Justicia.

La pregunta que hago es la siguiente:
¿el que la Constitución colimense dé
vida constitucional a ciertas dependen­
cias y da fuero a contados funcionarios,
rompe con e! espíritu de igualdad jerár­
quica y de inexistencia de preeminencia
alguna, que busca e! Artículo 6' de la
LOAPEC entre los funcionarios mencio­
nados?

También agregaríamos que el Artículo
20 en contraposición del espiritu de!
Artículo 6' convierte a la Secretaría Ge­
neral de Gobierno en una coordinadora
global de las coordinadoras globales
puesto que le corresponde: "Coordinar
las relaciones del Poder Ejecutivo con
los otros poderes del estado, con los
Poderes de la Unión, "con las entidades
centralizadas y descentralizadas locales,
con las de las otras entidades federa­
tivas y con las de las autoridades mu­
nicipales."

Respecto al refrendo aseveramos que
se da una invasión de poderes, se su­
pedita el Legislativo al Ejecutivo y a
los auxiliares de este último, y por lo

tanto se contrapone la LOAPEC a la
Constitución Estatal y Federal al esta­
blecer que "a fin de que tengan vali­
dez las leyes, reglamentos y decretos,
deberán ser firmados por el goberna­
dor y por el titular de la dependencia
a que corresponda su aplicación,

No quisiera concluir este esquemático
análisis sin acotar lo siguiente: a mi
parecer e! precepto 29 carga con el
mismo error que el ordenamiento fe­
deral, al prescribir el Artículo 29 que
"son empresas de participación estatal
mayoritaria y minoritaria, aquellas en
las que el Estado aporte directamente
o a través de alguna de sus dependen­
cias o entidades, parte del capital so­
cial."

Aquí sentimos que la confusión resi­
de en la separación que se hace de
Estado y dependencias. Ninguna depen­
dencia (sentimos) tiene personalidad
jurídica propia por lo que en realidad
es el Ejecutivo estatal el único, en este
caso, que directamente puede contribuir
en parte o con la tutalidad del capital
social de una empresa paraestatal.

9. REFORMAS A LA LEY
ORGANICA DE LA

ADMINISTRACION PUBLICA
DEL ESTADO DE COLIMA

DE 1985

Las primeras reformas que se dan
a la Ley Orgánica de la Administración
Pública del Estado de Colima se cono­
cen por el Decreto Número 36, publica­
do en el Periódico Oficial del gobierno
constitucional de dicha Autonomía y se
refieren a los Artículos 6' y 19 de la
LOAPEC, creando una nueva depen­
dencia que es la Secretaría de Salud y
Bienestar Social. El mismo Periódico
Oficial del sábado 2 de agosto de 1986
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contiene una trascendente rectificación
por lo que al refrendo toca, siendo la
tercera reforma a la LOAPEC en su
Artículo 61.

La exposición de motivos referente
a la reforma del Artículo 61 señala que
con dicha modificación " ...se establece
con precisión la facultad constitucional
de refrendo que poseen los secreta­
rios del ramo respecto de los actos del
gobierno, con relación a la de los actos
de promulgación de leyes y decretos del
Legislativo"JI artículo modificado li­
teralmente queda de la siguiente mane­
ra: "ARTICULO 61. Todas las órdenes,
acuerdos, decretos y reglamentos del
gobernador, deberán firmarse por el se­
cretario general de gobierno y por el
secretario del ramo a que el asunto
corresponda. Sin este requisito no serán
obedecidas. Para la promulgación de
leyes y decretos del Congreso, se re­
querirá únicamente la firma del secreta­
rio general de gobierno". Cabe resaltar
que en esta trascendente reforma cons­
titucional sobre el refrendo tuvo impor­
tante participación el INAP y el IAPC,
puesto que a promoción de este Instituto
y su filial colimense se llevó a cabo, el
13 y 14 de junio de 1986 en Colima,
un seminario sobre la Nueva Adminis­
tración Pública Colimense, en el que
participaron: Pedro Zorrilla Martínez,
José Chanes Nieto, Raúl Olmedo, Igna­
cio Pichardo Pagaza, entre otros miem­
bros del Instituto Nacional de Admi­
nistración Pública, A. C.

La cuarta reforma a la LOAPEC se
da mediante el Decreto número 143,
publicado en el Periódico Oficial del
sábado 27 de febrero de 1988. La mo­
dificación aludida toca los Artículos 6',
19 Y23 adicionando un Artículo 23 Bis.
Por medio de esta reforma y la adi­
ción del Artículo señalado, desaparece
la Secretaría de Desarrollo repartiéndose
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sus funciones y denominación entre dos
nuevas secretarías, que son la de Desa­
rrollo Urbano y Vivienda y la de De­
sarrollo Económico. El nuevo Artículo
23 Bis adicionado se refiere a los asun­
tos que corresponderán a la nueva Se­
cretaría de Desarrollo Económico.

10. ADDENDA

Con lo anterior concluimos este su­
marísimo ensayo, pero hay cuestiones
legislativas que nos llaman la atención
y que consideramos de interés para la
doctrina mexicana de la división de
poderes: me refiero a dos artículos cons­
titucionales publicados y reformados por
Decreto número 5 del 16-XI-85 y 2­
VIII-86 en el Diario Oficial. Por orden
cronológico, el primero se vincula al
Artículo 33 Fracción IV que dice: "AR­
TICULO 33. Son facultades del Con­
greso:

"Fracción IV. Aprobar o reprobar las
cuentas de los caudales públicos, que
deberá presentar la Secretaría de Pro­
gramación y Finanzas dentro de los
30 días siguientes a la apertura del
periodo de Sesiones ordinarias de cada
año.

"En caso de que fueran reprobadas
dichas cuentas, consignar al Ministerio
Público a los presuntos delincuentes
para la averiguación correspondiente y
aplicación del castigo a los responsa­
bles.

Hasta donde nuestras luces jurídicas
alcanzan, desconocíamos que sea facul­
tad de los congresos consignar. Siendo
atribución y monopolio la consignación
del Ministerio Público. Seguramente el
Legislador quiso decir "incitar al Mi­
nisterio Público o concitar al Ministe­
rio...JJ



La segunda cuestión trata de lo que
quizás sea una dilatación de facultades
de un poder, puesto que el artículo cons­
titucional establece que: "las iniciativas
de Ley o el voto de la mayoría de todos
los miembros del Congreso". (Mayoría
absoluta). "Cuando fueren objetadas
(veto) por representantes del Ejecutivo,
Supremo Tribunal de Justicia o ayun­
tamientos, se requiere el voto de las
dos terceras partes de los diputados, por
lo menos, respecto de los puntos en
que hubiere discrepancia" (Articulo 47
C).

El Reglamento Interior del Congreso
del estado (1982) en su Artículo 110
ordena "Cuando el gobernador, de con­
formidad con el Articulo 40 de la Cons­
titución devuelva con observaciones (ve­
to) una disposición del Congreso..." y
el Artículo 111 de este mismo Regla­
mento manda que "serán necesarios los
dos tercios de votos para desechar las
observaciones del Ejecutivo ... ". Resu­
miendo: el Reglamento citado no con­
templa observaciones del Supremo Tri­
bunal de Justicia.

Reiteramos: consideramos que la fa­
cultad de veto dada al Supremo Tri­
bunal de Justicia rebasa la mera parti­
cipación de otro Poder en el proceso
de elaboración de normas, al participar
de forma y fondo con el veto en la
facultad de aprobación de leyes y decre­
tos; por 10 que se presta a una confu­
sión de poderes en perjuicio del ya
por sí aporreado Poder Legislativo. Cabe
abundar que la facultad de iniciar leyes
por el Poder Judicial (Artículo 74)
denota colaboración en la elaboración de
las mismas; pero el veto, aunado a la
facuItad de iniciativa, cuando menos en
el marco de la doctrina mexicana (qui­
zás desde la óptica de teoría pura el
Derecho no sea asi) es una dilatación
de facultades que llega a la invasión.

Quede pues finalmente de manifies­
to nuestro interés por pub licitar el sus­
tento jurídico del apartado gubernamen­
tal administrativo colimense, con el ob­
jetivo de que al dar a conocer este
ensayo provoque reflexiones sobre el
mismo tema, que sirvan para perfec­
cionar los instrumentos republicanos y
democráticos que la Autonomía colimen­
se se ha dado para promover el bienes­
tar de su pueblo y a la par, formar y
conformar los recursos humanos con
mayor imaginación e iniciativa adecua­
dos a la realidad colimense, para trans­
formar esta realidad en forma continua
como hasta hoy se ha venido llevando
a cabo.

NOTAS

1. "En las elecciones de 1857 resultó elec­
to Presidente constitucional el mismo gene­
ral Comonfort, quien después de jurar de
nuevo la fiel observancia del Código Federal
ante el Congreso, entró a desempeñar la
presidencia el 1 de diciembre del mismo
año.

"Pero lo hemos dicho ya: este funciona­
rio no aceptaba de corazón la nueva ley, y
ahora agregamos que tampoco era leal preso
tanda un juramento que a los diez días se
proponía violar, el 11 de ese mismo mes
de diciembre, engañando aún a algunos
miembros de su Gabinete, como a Benito
Juárez, a quien había llamado para encaro
garlo del Ministerio de Gobernación y a
quien autorizó para asegurar el Congreso,
que desconfiaba ya de su lealtad al nuevo
sistema, dio un golpe de Estado disolviendo
la Cámara, suspendiendo la Constitución,
aswnicndo un poder discrecional y aprisio­
nando a varios miembros del partido avan­
zado, entre ellos al mismo Benito Juárez".

Altamirano, Ignacio M., Historia y Poli­
tica de México, 1'1- Ed. PRI, México, 1985,
p. 62.

'2 "Juárez, después de una peregrinación
a los estados del interior en la que corrió
graves peligros, hasta el de ser asesinado
en un motín que estalló en Guadalajara, de
que 10 salvó la elocuencia de Guillermo Prie­
to y el valor de Cruz Aedo y Malina, dos
jóvenes jaliscienses que acudieron con el
pueblo en su favor, se dirigió al puerto de
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Manzanillo, se embarcó para Panamá y de
allí se dirigió a Veracruz, en donde el gober­
nador Gutiérrez Zamora lo acogió solícito
y le dio apoyo, hasta el punto de que el
Presidente constiucional hizo de aquella
plaza la residencia del gobierno liberal".

3 "A principios de noviembre de 1964, Co­
lima fue ocupada por los generales Márquez
y Doway, quedando establecido el gobierno
espurio adicto a Maximiliano de Austria.
Luego, en virtud de la Ley de División
territorial expedida el 3 de marzo de 1865,
misma que dividió al imperio en SO depar­
tamentos, el Departamento de Colima quedó
integrado por los cinco distritos siguientes:
Colima, Zapotlán, Sayula, San Gabriel, y
Manzanillo".

Hernández Corona, Genaro, Directorio del
Estado de Colima y Zonas Limítrofes de
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Jalisco y Míchoacán, 2a. Ed., Juan Oscgucta
Velázquez, 1964, p. 14.

4 Ortiz Salinas, Antonio, Régimen Político
y Toma de Decisiones, Ed. Equipo Editor,
S. C., México, pp. 27-30.

;; Reirendo: nos encontramos con que el
acto del Presidente no es acto orgánico
completo, sino uno parcial que necesita
unirse con el acto del secretario de despa­
cho correspondiente, para que la orden, de­
creto o Reglamento del gobernante sean
obligatorios.

Schmill Ordóñez, Ulises, El Sistema de la
Constitución Mexicana, 2a. Ed., Textos Uni­
versitarios, 1977, pp. 292.

ti Ruiz Massieu, José Francisco, Estudios
sobre la Nueva Administración Pública Me­
xicana, Ed. LIMUSA, México, 1981, pp. 51-54.
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Programación y
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Estado.
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CONTROL DE GESTION EN EL AMBITO PUBLICO

José Mejía Lira

INTRODUCCION

L a administración pública requiere hoy
en día mayores y mejores respuestas.
La dinámica social y política que vive
nuestro país ha planteado varias y di­
versas respuestas por parte del gobier­
no hacia la sociedad civil, donde se
exige que un nuevo modelo de desarro­
llo incluya las nuevas necesidades y
demandas, cuyos requerimientos exigen
una administración pública moderna y
eficiente, donde imperen modelos de
gestión, no sólo burocráticos, que ínclu­
yan sistemas administrativos acordes al
dinamismo y complejidad actuales.

En este sentido se requiere asumir la
necesidad del cambio en una doble con­
notación, tanto en lo que se refiere al
modelo de desarrollo que se propone
adoptar, como en los perfiles que, en
consonancia con 10 anterior, deberá
contener la gestión pública y sus servi­
dores. Además, se hace evidente una
suerte de reactualízación del criterio de

eficiencia, como uno de los orientadores
de la gestión pública, sobre todo si re­
conocemos que las necesidades y caren­
cias de nuestra sociedad han aumentado
de manera considerable, planteándonos
el uso adecuado de recursos técnicamen­
te escasos en una perspectiva global.

Así, los objetivos que se plantea el
Estado mexicano son cada vez más am­
plios y complejos y, por ende, lo son las
actividades y estructuras que se requie­
ren para su cumplimiento. En este con­
texto, el desafio para la administración
pública es gigantesco, sobre todo si re­
conocemos sus carencías y deficiencias
actuales e históricamente prevalecientes.

En este marco es donde aparece la
necesidad de contar ya no sólo con un
sistema de planeación participa tiva, sino
también con un seguimiento de las ac­
tividades que sea capaz de reflejar las
faIlas técnicas y humanas que imposili­
taran, en su caso, el cumplimiento de los
objetivos y donde el servidor público
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asume su responsabilidad y establece
mecanismos que considera propios a la
problemática que la realidad le impone.

La búsqueda de mayores y mejores
sistemas de coordinación y control, den­
tro de los que se cuenta la creación de
la Secretaría de la Contraloría General
de la Federación, así como la necesidad
de la participación de los distintos sec­
tores y miembros de la sociedad en el
diseño de los planes y de políticas pú­
blicas, la politica de simplificación ad­
ministrativa, cuyo objeto es alcanzar una
mayor racionalidad en los trámites bu­
rocráticos acercando los servicios a la
ciudadanía y buscando una descentra­
lización de la función administrativa
gubernamental, dándole al municipio la
responsabilidad que la Constitución es­
tablece, implican todos ellos un cambio
de actitud y una filosofía diferente en
cuanto a la administración pública se
refiere.

Este cambio conlleva el reconocimien­
to por los servidores públicos de un
accionar eficiente y serio, donde los
principales actores implicados en los pro­
cesos político-administrativos se preocu­
pen por la obtención de los objetivos de
sus instituciones, buscando superar obs­
táculos y los diferentes problemas inhe­
rentes a sus actividades. Es aquí donde
aparece el "Control de Gestión", como
una alternativa para orientar y mejorar
la administración de los organismos y
entidades públicas.

Nos preocupa señalar aquí la impor­
tancia de esta función, pero entendida
en su perspectiva actual: como sistema
de autocontrol, y no en su connota­
ción de vigilancia. Reconocemos que
hasta hoy no son, en su mayoría, muy
fructíferas las experiencias de los Siste­
mas de Control de Gestión (SCG) im­
plantados en la administración pública
mexicana, pero creemos que ha sido por
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mal entendimiento en algunos casos y
en otros por persistir una mentalidad
no acorde al SCG.

Partiremos de establecer una con­
ceptualización del SCG, para enseguida
proponer un sistema que consideramos
apropiado al sector público mexicano,
y finalmente señalaremos algunas con­
diciones que consideramos existen para
el caso de nuestro país en general. No
se pretende decir que el sistema aquí
expuesto sea el único viable, más bien
buscamos ofrecer unas cuantas líneas
propositivas para avanzar en el diseño
de mejores mecanismos de gestión, en
este caso particularizando en la fun­
ción de control.

l. EL CONTROL DE GESTION,
COMO ELEMENTO

DESCENTRALIZADOR

Para poder aprender y ubicar 10 que
pudiéramos llamar la filosofía descen­
tralizadora del control es necesario pre­
cisamente que empecemos intentando
hacer una definición apropiada a dicha
filosofía, aunque como ocurre general­
mente en las disciplinas o ciencias lla­
madas sociales, encontrar una sola de­
finición respecto de un concepto o ca­
tegoría es una dificultad que hemos de
reconocer. Nos aventuramos a señalar
que por control entenderemos todos
aquellos procesos o mecanismos que
buscan asegurar una respuesta o un
resultado, ya sea de individuos, orga­
nismos o variables, ajustados a ciertos
patrones, metas o expectativas previa­
mente definidas.

De 10 anterior se desprende que en
el plano organizacional, el control per­
sigue la finalidad de obtener, tanto de
los individuos como de las variables in­
volucradas, conductas, metas o resulta­
dos que previamente fueron definidos



y que, desde nuestra perspectiva, pare­
cen ser necesarios para alcanzar deter­
minados objetivos. Por ahora no inte­
resaría hacer mención al diseño de estos
objetivos. sin embargo, debemos de re­
conocer que el manejo y diseño de los
mismos es un elemento importante para
e! análisis organizacional y de conside­
deración en ciertas teorías motivacio­
nales.

Por consiguiente, el control es una de
las funciones fundamentales de la ges­
tión, en la medida en que no basta
solamente con la aceptación al trabajo
cooperativo orientado a la consecución
de determinados fines, sino que es im­
prescindible asegurar, respecto de los
individuos, que ese trabajo cooperativo
se ajuste a determinados patrones que
lo hagan realmente funcional a la ma­
terialización de los objetivos propuestos.
Del mismo modo, en cuanto a las va­
riables materiales, se persigue que éstas
tengan un comportamiento ajustado a
las necesidades, cuando esté en nuestras
manos influir para que ello ocurra.

De este modo, podemos concluir que
la esencia del control es conseguir una
cierta conducta o comportamiento de
personas y medios materiales y circuns­
tancias, ajustados a nuestros fines. Así,
hablamos de control cuando exigimos
a los empleados que chequen con una
tarjeta la hora de entrada y salida del
trabajo, buscando que cumplan con un
horario establecido; al igual que cuan­
do se señala la necesidad de mantener
el circulante monetario dentro de cier­
tos límites para evitar presiones infla­
cionarias.

En la historia referente al control
podemos encontrar el predominio, so­
bretodo en las primeras fases del desa­
rrollo administrativo, del control sobre
el comportamiento individual, avanzan­
do posteriormente en la aplicación de

controles sobre los medios materiales,
específicamente a partir del desarrollo
y formalización de la cibernética.

Concentrarse en los aspectos del indi­
viduo parecía perfectamente lógico para
el estado de desarrollo en que se en­
contraba la humanidad, donde las pri­
meras teorías 10 consideraron como ele­
mento susceptible de ser manipulado,
en el sentido de poder conseguir una
cierta conducta de él. Es así, que por
mucho t.empo, control y obediencia fue­
ron términos estrechamente asociados.
El control se aplicaría para que los
hombres sean obedientes a las órdenes
e instrucciones recibidas, encarando esta
postura las relaciones de autoridad y
poder formalizado. Por esta razón, el
principio de premios y castigos, restrin­
gidos en un inicio al aspecto monetario,
fue la fórmula predominante en la ad­
ministración.

Posteriormente, con el descubrimien­
to de que los individuos no se movían
sólo por incentivos materiales, se pen­
só en atender también a sus inquietudes
emocionales o de grupo para el diseño
del sistema de recompensas. Estas ver­
tientes dieron por resultado, de una u
otra manera, aquellas corrientes que
pensaban en el control como un proceso
donde se establecían relaciones de com­
portamiento estructurado que darían por
resultado los objetivos buscados.

La cibernética producirá una suerte
de revolución en relación con el control
al afirmar que todos los sistemas, or­
gánicos o inorgánicos, tienen un siste­
ma de control interno que les permite
detectar aquellos elementos internos y
externos, que por alguna razón están
funcionando de manera distinta a lo
requerido o programado. Con esto, se
empezaba a desarrollar una tendencia
que percibía que el control no sólo tenía
un aspecto punitivo de sanción al fun-
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cionamiento erróneo, sino que también
era un elemento crucial para corregir
oportunamente las deficiencias produ­
cidas por el funcionamiento o por las
relaciones contextuales cambiantes.

Adicionalmente, esto permitió pensar
en la necesidad de observar y buscar
influir en las variables contextuales que
que tenían una interacción importante
para el comportamiento del sistema. Es
importante señalar aquí el cambio de
una connotación del control orientada
a consideraciones punitivas y de super­
visión, a una visión de autoregulación
del sistema.

Concomitante al desarrollo de estas
ideas, surge la concepción e incluso el
convencimiento de algunos teóricos de
que el control jerárquico no puede ser
funciona! a la complejidad y desarrollo
de las actuales organizaciones, señalan­
do que la conducta necesaria del per­
sonal no se logra con el ejercicio de la
autoridad, sobre todo si se observa el
crecimiento de los agentes encargados
de controlar, necesarios para satisfacer
dicha función. Por consiguiente, se se­
ñala la necesidad de lograr otros me­
canismos de participación y aceptación
de ciertos roles en las organizaciones,
los cuales pasan por el manejo de una
identidad colectiva, la participación en
el diseño de objetivos, etcétera.

Todos estos cambios llevaron a trasto­
cal' los mecanismos de control, aceptán­
dose que es necesario considerar esta
función en su conceptualización de re­
gulación para el sistema, subrayándose
el sentido predictivo que hay que aña­
dirle, tanto en su consideración mate­
rial como en la de los individuos, lo
que lleva más a la reflexión sobre la
vulnerabilidad de los programas y ac­
ciones que a la preocupación de la
persistencia o no de un tipo de con­
ducta. Este tipo de control debe ser
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capaz de introducir los cambios que el
contexto y la dinámica propia de la or­
ganización requieren, por 10 que un ex­
elusivo control por reglas y procedí­
mientos se revelaría íneficiente ante el
dinamismo que se vive hoy en día.

Por otra parte, una gran exigencia
que se plantea a cualquier mecanismo
de control es que sea realmente efecti­
vo y genere la eficiencia. Un control
por supervisión pareciera favorecer más
lo contrario. Sólo en la medida en que
cada uno de los involucrados en una
tarea, en los distintos niveles que se
contemple (operación, decisión, planea­
ción, etcétera), sientan que el con­
trol es útil no para una mayor vigilan­
cia o evaluación, sino fundamentalmente
para la consecución de objetivos de la
unidad o instancia en la que se en­
cuentran circunscritos, podremos hablar
de un verdadero control. Esta sería la
primera exigencia para el control de
gestión: la repartición de la tarea del
control entre los diferentes individuos
que se encargan de la toma de deci­
siones.

Existe una segunda precondición re­
ferida a la elara dívisión de un objetivo
en sub-objetivos, donde existirán los lla­
mados centros de responsabilidad, que
presumen una identificación de cada
uno de los responsables con los objeti­
vos de la unidad correspondiente. El
SCG significa un avance al buscar la
delimitación exacta de las funciones y
tareas que cada centro debe desarrollar
para llegar a los objetivos finales, signi­
ficando un mecanismo descentralizador.

Hasta aquí ya tendríamos varios ele­
mentos a considerar para conceptualizar
la nueva orientación del control. El lla­
mado control de gestión tiene como na­
turaleza el ser un autoregulador de las
actividades, siendo simplemente un sis­
tema de información que a través de



ciertos parámetros, generalmente espe­
cificados en indicadores, permitirá co­
rregir o aprovechar las desviaciones
de la gestión surgidas de las decisio­
nes de cada centro de responsabilidad.

11. EL SISTEMA
DE CONTROL DE GESTION

El control es el sistema de informa­
ción que nos va a permitir ver si los
objetivos se han alcanzado (control de
eficacia) y si el uso de recursos no ha
sido excesivo con respecto a los resul­
tados obtenidos (control de eficiencia) .

Dentro de esta óptica los objetivos
podrían considerarse externos al con­
trol. El seguimiento se dará a través
de ciertas indicaciones que medirán el
grado de obtención de una situación
deseada. Para fines prácticos podríamos
distinguir el control estratégico como
aquel que evaluará la realización de los

objetivos fundamentales y control ope­
racional el que se interesa en el cum­
plimiento de las operaciones necesarias
para alcanzar los objetivos fundamen­
tales.

El sistema de control de gestión com­
prende los siguientes elementos (ver
esquema) .

1. Los objetivos de la organización o
unidad susceptible a ser controlados.

2. Los medios y las acciones funda­
mentales para la obtención de obje­
tivos (factores clave o áreas crí­
ticas) .

3. La definición de responsabilidades.

4. La definición de resultados a seguir
y/o evaluar.

5. Los instrumentos de medida y con­
trol, y
6. El surgimiento de acciones correc­

tivas para reorrientar la situación.

f:SQOEMA DE CONTROL DE GF....'lTION

OBJETIVOS

FACTORES CLAVE

INDICADO­
RES
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1. Los objetivos. Dentro de una óp­
tica de control de gestión lo que inte­
resará, a nivel de los objetivos, es que
estén más o menos claros al sistema.
Estos pueden estar definidos por ciertos
procedimientos o bien percibidos por el
centro de responsabilidad en cuestión.

Realmente uno de los mayores pro­
blemas en las administraciones públicas
es la comprensión y la clarificación
de los objetivos, que en muchas oca-

siones no es viable por existir intereses,
o por las relaciones que el centro de
responsabilidad en cuestión tiene con
su contexto de actividad. Por ello se ha
establecido que es primordial la bús­
queda de una clarificación de objetivos,
o en su caso visualizar el porqué no
existe dicha clarificación. La tipología
mostrada a continuación permite com­
prender las diferentes situaciones de la
actividad administrativa y sus viabili­
dades de control.

TIPOLOGIA DEL CONTROL

OBJE­
TIVOS

CUROS

roN
MEDIBI.ES
LOS PRO·

DUCTO,

'ON
CONOCIDOS
LOS EH:C·

'0'r

PLE­
DEN EN·

CONTRARSE
MEDIDAS

SUSTo,
st

"<o CONTROL I
DE

CRlTERl<1

t,
ACTlVI·
OAD ES
REPETI·

TiVA

st

NO CONTROL
]"lTUITIVO
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La tipología presentada nos muestra
la importancia de tener objetivos claros,
cuya ambigüedad puede deberse a dis­
tintas causas, como el dinamismo con­
textual, la pugna entre grupos implica­
dos en la actividad, etcétera. El primer
esfuerzo sería buscar aclararlos, pero si
no es posible, aun así podemos llevar
adelante la tarea del control, Sólo que
en este caso el control será meramente
político, es decir, el manejo oportuno
de las instancias de poder, equivalentes
a una exigencia de la fidelidad política,
donde el que decide podrá optar por
hacer lo contrario y exigir la aceptación
de sus subalternos a estos cambios.
Afortunadamente no es esta la situación
común; pero esto nos demuestra que
el control de gestión, como búsqueda
por alcanzar los objetivos, es viable, aun
en circunstancias como la señalada.

Otro problema puede ser el de la me­
dición, que suele ser COmún en niveles
superiores de la administración pública.
Por ejemplo si definiéramos el objetivo
fundamental de la Secretaría de Educa­
ción Pública como elevar la cultura del
pueblo mexicano, nos econtraríamos con
un enorme problema de medición, sin
embargo podríamos buscar medidas sus­
titutas, o al extremo definir un criterio
para aceptar o negar que vamos por el
camino adecuado para alcanzar el ob­
jetivo que nos hemos planteado.

También podríamos encontrarnos con
el hecho de no conocer los efectos, y
estar por ende incapacitados para con­
trolar la actividad. Si la actividad es re­
petitiva el "ensayo y error" soluciona­
rán el problema, correspondiendo al
control por pruebas; si este no es el
caso, será la intuición la reguladora de
la actividad o el uso de expertos que
nos señalarán, gracias a sus conocimien­
tos en la materia, lo adecuado o no de
las actividades.

Además, debemos de tener claro que
las actividades públicas, y por ende sus
objetivos, no son neutrales en su reali­
zación, pudiendo beneficiar, pero tam­
bién afectar negativamente, a determi­
nados grupos o personas. Al extremo
incluso, pueden afectar el orden públi­
co, por ejemplo en la creación de una
línea del Sistema de Transporte Colec­
tivo (Metro), ésta puede afectar a las
personas a quienes se les expropia un
inmueble, entre otras.

Todos estos efectos podemos deno­
minarlos efectos ligados, que en su con­
junto serán positivos y negativos. Así,
una política de simplíficación adminis­
trativa puede tener como efecto ligado
la reubicación del personal liberado de
ciertas actividades, o bien, la exigencia
de realizar más actividades por parte de
la ciudadanía (llenado de formularios,
fotocopias de documentos o de com­
probantes, etcétera), o incluso puede
necesitarse más personal o equipo debi­
do o ser una simplificación hacia afuera,
es decir, a favor de la ciudadanía.

El problema es que no existe un con­
trol de los efectos ligados. La atención
prestada a estos efectos parece estar en
relación a los siguientes elementos:

1. La presión del medio. Un grupo
o la prensa pueden ser sensibles al
efecto de cierta actividad, por lo cual
ejercen presión de manera tal que se
considere el hecho en las decisiones y
acciones del ámbito público.

2. La existencia de una política fuer­
te en ciertas actividades, es decir, pri­
vilegiar una actividad de forma que
"nada" podría ir en su contra.

JI. Medios y acciones (1a definición
de factores clave) . Si se cuenta con una
clasificación de objetivos se podrá con-
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tar con una definición de actividades
que se consideran fundamentales (cla­
ves) para la obtención del objetivo.

Podríamos considerar en un primer
momento que los objetivos principales
están dados, y por ende, nuestro pro­
blema sea el definir qué hacer para
alcanzarlo. La búsqueda por estos pun­
tos clave estará guiada por los siguien­
tes principios:

1. Cada unidad decisoria, a la que
llamaremos centro de responsabilidad,
se asocia a un objetivo.

2. Los objetivos deberán definirse
en forma tal que puedan generarse indi­
cadores para su seguimiento.

3. La posibilidad de acción correcti­
va debe estar ligada a los indicadores.

En este punto no podemos abstraernos
de los actores que intervienen en la de­
finición de objetivos para las unida­
des administrativas públicas, como son:
a) la autoridad superior, o coordinado­
ra sectorial, cuya influencia puede llegar
a definir -o tratar de que asi sea­
los factores clave para la acción, y don­
de la normatividad juega un papel muy
importante; b) las autoridades finan­
cieras (incluida la Secretaría de Progra­
mación y Presupuesto y obviamente la
Secretaría de Hacienda y Crédito Públi­
ca), que determinan ciertas líneas de
acción; e) los administradores de la
unidad en cuestión (organismo, entidad,
empresa, etcétera), que en ocasiones
cuentan con una racionalidad que les
es muy propia; d) el grupo "técnico"
interesado en la calidad de los servicios
o productos, a veces dejando de lado
el aspecto "costos"; e) los defensores
de los intereses corporativos del perso­
nal, representados generalmente por el
sindicato; f) los usuarios o beneficia-
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rios del servicio o producto que, en el
marco de la planeación democrática,
tenderían a contar con más influencia, y
g) en el caso de ciertas empresas pú­
blicas y de algunos servicios debemos
reconocer también la influencia de cier­
tos competidores reales o potenciales.

Creemos que todos estos actores go­
zan de un cierto poder de influencia
que determina en mayor o menor gra­
do las acciones y medios utilizados por
las organizaciones públicas. Lo impor­
tante será ser capaces de determinar
los elementos fundamentales que nos
permitirán realizar un control por ex­
cepción, es decir. crearemos indicadores
basados en estos factores, dado que no
podemos esperar hacer un seguimiento
de todas y cada una de las acciones.

111. Lo definición de responsabili­
dades. Una de las mayores exigencias
para establecer un sistema de control de
gestión es la definición del organigrama
de gestión, que corresponde a una repre­
sentación formalizada de responsabili­
dades.

La realidad de la administración pú­
blica pareceria dificultar esta definición,
pues como hemos señalado no es posible
reducir la responsabilidad a dimensiones
únicas, sobre todo si tenemos que con­
siderar los efectos ligados. Además en
ciertos ámbitos públicos se tiende a
dejar grados altos de laxitud en la ac­
ción que dificultan el establecimiento
de la responsabilidad. Sin embargo, la
coherencia de objetivos es exigible por
el hecho de tener que asegurar la mi­
sión final del organismo público, por
ello se ha propuesto jerarquizar las ne­
cesidades de responsabilidad, es decir,
bajo el hecho de que las organizacio­
nes públicas satisfacen diversas nece­
sidades, se debe especificar cuál de ellas
está privilegiada.



Si bien es deseable la jerarquizaci ón,
no es un a reali dad . El llegar a una de­
finici ón de responsabilidad"cerrada" es
difícil y problemática en el sector púo
blico. Por lo mismo proponemos una so­
lución pragmática consistente en el cru­
ce de responsabilidades y acciones por
medio de matr ices creadas exprofeso .

Más que una propuesta analítica .
pensamos que estableciendo matrices de
relación ; entre objetivos. factores clave
y centros de responsabilidad, se puede
llegar a capturar de cierto modo la res­
ponsabil idad que conllevan las distintas
actividades. Además en ocasiones refle­
jarán las necesidades de corresponsabi­
lidad, pero con una gran virtud: per­
mitirán probar la coherencia de la idea
que el funcionario tiene de su rol, la
práct ica del mismo y el rol que le asig­
nan sus superiores por un lado y el
medio ambien te por el otro.

1V. E/ seguimiento de resultados. El
fin último del sistema de control de
gestión es ser un sistema de informa­
ción que repor te sobre las actividades
de manera que podamos corregir y apro­
vechar las desviaciones present adas. Por
consiguiente, la eficiencia del sistema
de control estará dada por las posibili­
dades que brinde para afectar las ac­
ciones.

El seguimiento de resultados implica
tener claro lo que se busca, pero tam­
bién el cómo se busca, por lo cual
es importante especificar criterios para
ello. En el caso del sector públi co es
evidente que existen varios criterios que
pueden manejarse como son :

1. La utilidad. Referi da a la conformi­
dad de la acción , a la misión de in­
terés general. Es decir, requerimos
observar si realmente está siendo

utilizado el bien O servicio generado
por la unidad pública en cuestión .

2 . Eficiencia . Referida a una relación
costo-beneficio que en las organiza­
ciones públicas se maneja con refe­
rencia a la programación y la pre­
supuestación,

3. Eficacia. Relación costo-ventaja. Idea
de que una organización pública no
debe buscar la rentabili dad, pero
que importa la ventaja que propor­
ciona.

4. Legalidad. Derivada del derecho ad­
ministrativo. Significa el circunscri­
birse al marco legal de actuación .

5. Continuidad. Algunos servicios de­
ben ser pres tados bajo cualquier cir­
cunstancia.

6. Igualdad. Referida al hecho de que
cier tos servicios públicos deben ser
prestados a todos sin hacer distin­
ción o practicar una segmentación .

Estos no serían los únicos, pero sí
los más importantes y comunes en el
ámbito público.

V. Instrumentos de medida y COIl'

troto Existen diferentes técnicas de medi­
ción y control, pero la mayor parte de
ellas son a posteriori, sobre todo la in­
formación de tipo contable. En nuestro
caso sólo haremos mención de los indio
cadores de gestión, que pueden derivar­
se de los diversos elementos de informa­
ción existentes en las organizaciones,
pero que muchas veces se elaboran ex
profeso, sobre todo si consideramos los
criterios establecidos en el punto ante­
rior.

Un indicador es un dato empírico
o una medida que revela la presencia o

121



intensidad de un fenómeno o una va­
riabl e. Es necesario recalcar que ne­
cesitamos la existencia de una cone­
xión ent re la competencia delegada y el
indicador de resultados.

Las organizaciones públicas se jus­
tifican por una cierta finalidad y por
la búsqueda de cier tas misiones, de ahí
que será fundamental el tener en el
indic ador algo que nos señale si se
está avanzando o no en el sentido de­
seado .

Será fundamental tener en claro cuál
es el criterio evaluador para la activi­
dad para poder diseñar los indicadores .

Si importase solamente el si obtuvíe­
ron ciertas metas o no, aún así tenemos
incorporado un criterio evaluatorio co­
rrespondiente al de eficaci a. Con base
en los criterios incorporados en los in­
dicadores es que podemos clasificarlos
de la siguiente manera:

1. Indicadores de eficacia. Son los
que permiten det erminar cuantitativa­
mente el grado de cumplimiento de una
meta u objetivo en el periodo determi­
nado. En el sector público es común el
manejo de este indicador con una lógi­
ca presupuestaria, donde se establecen
las siguientes relaciones:

Eficacia programática
Metas alcanzadas

Metas programadas

Ef
' . l _P..:r;;.es~u:!p:..:u:..:e;;.st:..:o:....::e~je::rc.::i:.:d:::...oreacia presupu esta = ::

Presupuesto asignado

Como puede verse, lo que interesa
es el logro de ciertas metas o el cum­
plimiento en el ejercicio presupuestal;
por consiguiente, la eficacia es la capa­
cidad de lograr objetivos y metas pro­
gramadas lo que interesa, manejándose
un horizonte de tiempo determinado.

3. Indicadores de capacidad. Este in­
dicador nos señala la medida de las
posibilidades de cobertura de los ser­
vicios públicos y actividades de la ad­
ministración pública, pudiendo ser uti­
lizado a priori para decisiones qu e pa­
san por definir prioridades, orientacio­
nes y aspectos urgentes a atender.

4. Ind icadore s de calid ad. Aquí lo
importante es tener un indicador que
nos señale no sólo la prestación de un
servicio, o la realización de cierta ac­
tividad, sino que se otorgue o realice
a niveles de calidad adecuados. En ge­
neral un indicador de este tipo se rna­
neja más en el sentido negativo, es
deci r, ante las dificult ades de medi r
la calidad se establecen indicadores de
satisfacción de los usuarios de los ser­
vicios o en su caso de no satisfacción.

programática

presupuestal
Ef" . ::Ec,fi",c_ac",i_a...:........o:._~:...,..

nnencta = Efi .icacia

2. Indicadores de eficiencia. Son los
indicadores que establecen la obtención
de la relación entre metas y recursos
a un nivel de recursos específicos. Para
el sistema programático puede conside­
rarse este indicador como la medición
de la relación entre metas alcanzadas y
recursos ejercidos, de tal forma que po­
demos plantearlo en la forma siguiente:
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Así, un ejemplo de estos indicadores
puede ser el número de quejas, el tiem­
po no disponible del servicio. las fallas
de servido, etcétera.

5. Indicadores de estructura. En rea­
lidad este tipo de indicador es de uso
muy relativo, pues en ciertos niveles
no importaría que exista tal repartición
de empleado, o de recursos, pero donde
sí se revelan importantes es en la es­
tructura de usuarios de los servicios pú­
blicos , donde puede importar el tipo

de usuarios (por ingresos, por zonas,
por frecuencia. etcétera).

Existen un número mayor de indica­
dores, pero consideramos que los ante­
riores son los más usuales. Lo importan­
te será el diseño de un cuadro de mando
que haga un seguimiento de los objeti­
vos que se ha planteado la administra­
ción pública en turno. Para ello, como
señalamos antes, conviene manejar algu­
nas matrices que nos permiten el manejo
de información, como la propuesta en
seguida.

MATRIZ PARA EL VACIADO DE INDICADORES

I
INDICADOR I TIPO FoRMULA I MIDE PRUEBA o EJEMPLO

1--
I
1

I
1

I

I
I
I

I
PROPUSO AUTORIZÓ REVISÓ
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Comentarios Finales

Según se ha señalado, las experien­
cias de control en el sector público
mexicano no han llegado a ser 10 sigo
nificativas que se desea; sin embargo,
será posible continuar avanzando en
la medida que podamos ir mejorando
los mecanismos que sirven para dicha
función.

No se habrán resuelto todos los pro­
blemas con el uso de los pocos rnec a­
mismos aquí propuestos, pero sí se abrá
adelantado en los pasos que deben dar­
se para llegar a contar con un sistema
de control donde la preocupación de
quienes lo utilizan sea el logro de los
objetivos de la gestión pública .

Hoy en día más que nunca necesita­
mas de un funcion ario público que se
responsabilice de sus acciones y deci­
siones, y que se preocupe por la satis­
facción de las demandas de la sociedad .
la cual habrá de participar cada vez
más en la definición de las tareas pú­
blicas y en el seguimiento y vigilancia
de su realización. Por consiguiente , un
sistema como el control de gestión, tal
y como lo hemos definido aquí , será un
arma útil y necesaria en todo el ámbito
de la administración pública .

Contar COn mecanismos de informa­
ción basados en indicadores sobre lo
fundamental, no sólo permitirá mejores
decisiones, sino incluso será un medio
útil para la comunicación y coordina­
ción de las actividades. Además permi­
tirá una mayor tran sparencia de la ges­
tión pública.
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LA IMPORTANCIA DE LA FORMACION PROFESIONAL
EN EL DESEMPE~O DE LA FUNCION PUBLICA

Mil. Gabriela Cortés Cebatlos

E 1aumento acelerado de la población,
la diferenciación de clases sociales agra­
vada por los desequilibrios económicos,
la inseguridad polftica y social, han traí­
do como consecuencia un aumento de
las demandas de servicios públicos. Por
ello, el Estado contemporáneo ha te­
nido que sufrir una transformación gra­
dual para ya no limitarse a garantizar
a los individuos un ámbito de libertad,
sino también dar respuestas a la so­
ciedad que se manifiesta en auxilios y
servicios cada vez más amplios y com­
plejos. Las funciones gubernamentales
tradicionales, además de las nuevas,
constituyen factores del desarrollo que,
al ser ejecutadas por la administración
pública, convierten a ésta en un ins­
trumento primordial del desarrollo.

Esta dinámica ha repercutido en la
extensión de las tareas del Estado como
administrador. En la actualidad exis­
ten tareas tan disímbolas, que se ha re­
querido la creación de un complejo

aparato administrativo, característico de
los nuevos estados industriales. Sobre
el tema, Michel Crozier dice que "la
sobrecarga de instituciones no es una
desviación del proceso democrático, si­
no una profunda expresión de la nece­
sidad y dificultad para manejar la com­
plejidad", y agrega que los insuficientes
recursos tradicionales con los que cuen­
ta el Estado para dar respuesta lo obli­
gan a inventar nuevos métodos para
dominar la complejidad, mismos que
deben ser aceptables para la ciudada­
nía.

El Estado mexicano se ha transfor­
mado de un Estado tradicional en un
Estado promotor del desarrollo, inte­
grando una verdadera infraestructura
administrativa, con suficiente flexibili­
dad para participar en el proceso del
desenvolvimiento económico y social
del pais. "A partir de la Segunda Guerra
Mundial, el desarrollo económico del
país se acelera y las instituciones ad­
ministrativas crecen y se adaptan a las
necesidades del cambio"!
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Es evidente que en una administra­
ción tan compleja como la nuestra ha
venido adaptándose a éstas nuevas fun­
ciones del Estado, sin que, en muchas
ocasiones, se haya estudiado con dete­
nimiento si el funcionamiento de los
distintos organismos es el adecuado. La
administración pública ha ido crecien­
do en forma agregada en función de las
necesidades del momento; no ha habido
una lógica organizacional en la evolu­
ción de su estructura. T rámites buro­
cráticos lentos, desfasamiento entre el
proyecto y la obra, coordinación imper­
fecta entre las dependencias, duplicidad
de funciones y puestos, etcétera, son
situaciones todavía vigentes en nuestro
sistema administrativo. El gran desafío
del Estado mexicano y de su adminis­
tración, es transformar esta realidad me­
diante una respuesta eficaz . Debe redi­
mensionar su tamaño, tanto en cantidad
como en calidad, y el administrador
público debe part icipar como orienta­
dor y promotor del cambio.

La educación en México deberá to ­
mar también nuevos rumbos para estar
preparada para las nuevas demandas de
especialización que requiere la adminis­
tración pública. El sistema educativo
juega un papel primordial al prepara r
a los futu ros funcionarios públicos. Es
necesario que desaparezca la pretensión
de que el cargo público se obtenga por
pertenecer a partid os o grupos. Cabe
consecuentemente la pregunta : ¿cuál
debe ser el papel que juegue el li­
cenciado en administración pública en
ésta realidad?

El presente trabajo tiene como obje­
tivo establecer la utilidad práctica de
la ciencia de la administración pública
para la sociedad. Es importante reco­
nocer que esta ciencia no tiene la di­
fusión que amerita. Hoy más que nunca
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se necesita de "servidores públicos" ca­
paces de resolver problemas. con una
gran aptitud vocacional como adminis­
tradores, pero ante todo, con una gran
identific ación con la misi ón que asu­
man.

El trabajo se inicia analizando el úl­
timo censo de recursos humanos del
sector público central y paraestatal, para
conocer el n úmero de egresados de la
carrera de administración pública que
colaboran en él. En la segunda parte,
se explican los alcances de la profesión,
sus antecedentes y los problemas que
ésta ha tenido que enfrentar . En la úl­
tima parte, y a manera de ejemplo. se
expone el caso de Francia, que tiene
una gran tradición en la formación de
sus funcionarios públicos.

l. PROFESIONALIZACION
DEL SERVIDOR PUBLICO

Cuando el Estado, por medio de sus
instituciones no responde a las aspira­
ciones de su sociedad, se rompe el
equilibrio político. La supervivencia del
Estado dependerá de la sensibilidad que
tengan los gobernantes para ir adaptan­
do su organización a los fines colecti­
vos que expresen los anhelos de las
mayorías.

El proceso que ha seguido el desarro­
llo económico y social del país ha im­
plicado cambios muy profundos que
han venido afectando las actividades
de las instituciones del sector público.
Fenómenos como el aumento de la po­
blación, la demanda de empleo, la rei­
vindicación social y los movimientos
políticos, han dado como resultado a
lo largo de la historia de nuestro país
un crecimiento muchas veces desorde­
nado de las organizaciones públicas.
Este ritmo acelerado no siempre ha



podido adecuarse a los imperativos de
los distintos procesos de desarrollo. En
consecuencia, la "modernización admi­
nistrativa" es fundamentalmente un pro­
blema de cambio, de adaptación, de
educación y, sobre todo, de profesiona­
lización del servidor público.

Hoy en día la educación superior es
factor fundamental en el desarrollo de
nuestra sociedad. Las posibilidades
de desarrollo de esta sociedad dependen
en gran parte de la formación de los
cuadros científicos, técnicos y adminis­
trativos capaces de mejorar o cambiar
formas de organización.

La educación superior juega un papel
fundamental porque es la instancia ge­
neradora de los cuadros administrativos.
"La educación moderna debe responder
a las demandas de la sociedad, contri­
buir a los propósitos del desarrollo na­
cional y propiciar una mayor partici­
pación social y de los distintos niveles
de gobierno en el compromiso de con­
tribuir, con su potencial y sus recursos
a la consecución de las metas de la
educación nacional","

En el funcionamiento de cualquier
gran institución, ya sea pública o pri­
vada, se requiere personal preparado.
En el sector público se necesita perso­
nal competente, dedicado a servir a los
intereses públicos, pues esta tarea ya
no es asunto fácil qne pueda ejercer
cualquier ciudadano común. "Para ello
la administración pública requiere re­
encauzar las políticas en materia de
recursos humanos, dado que la situación
actual demanda (...) cada día más
(...) personal preparado, capacitado y
responsable, en la cantidad y la calidad
indispensable para dar soluciones ade­
cuadas a la problemática social".'

La profesionalización del personal
público significa, por parte del gobier-

no, la identificación, la aceptación y la
toma de decisiones pertinentes para sa­
tisfacer la necesidad de contar con un
personal preparado para las diferen­
tes actividades que debe cumplir. El
Estado debe formar, retener y desarro­
llar en el servicio público a las personas
más capacitadas e integrarlas dentro de
las diversas funciones y ocupaciones
estatales. Este proceso, para ser llevado
a cabo con éxito, requiere que el go­
bierno se apoye en las universidades,
escuelas técnicas, etcétera, para poder
contar con el personal eficiente que aún
no se tiene en el sector público.

Podemos afirmar que las necesidades
sociales demandan del sector público
servicios y productos cada día mejores.
Por ello, los servidores públicos deben
mantenerse en contacto can la comple­
ja realidad socioeconómíca y es necesa­
rio que tengan una visión interdiscipli­
naria. 11 Al convertirse el servicio público
en un trabajo realizado colectivamente,
la interacción del personal con forma­
ción en diversas ramas del conocimiento
es más difícil de administrar, pero el
aprovechamiento de su mayor potencial
puede lograrse a través de que los gru­
pos aprendan a colaborar en el cum­
plimiento de metas comunes".'

Las Profesiones más Exitosas

Los licenciados en derecho han ocu­
pado tradicionalmente los puestos más
nitos en la jerarquía burocrática. Peter
Smith encontrÓ que los abogados re­
presentaron 44.4 por ciento de la élite
gobernante en el periodo comprendido
entre 1900 y 1911, el 37.8 por cien­
to desde 1917 a 1940 y el 47.1 por
ciento desde 1946 a 1971.'

El sistema político dejó de lado a
los líderes militares en el gobierno de
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Cárd enas . Á vila Camacho fue el último
militar que llegó a la presidencia; le
suced ieron los abogados Miguel Ale­
mán, Adolfo López Mateas. Gustavo
Díaz Ord az, Luis Echeverría Alvarez ,
José López Portillo y Miguel de la Ma­
dríd Hurtado." Los primeros presidentes
de esta lista tendieron tambié n a nom­
brar abogados para los altos puestos
políticos.

Esta tendencia se ha ido mofidican­
do en los últimos años. En el period o
de López Mateas los abogados ocu­
paron el 52.9 por ciento de los puestos
de mayor responsabilidad . Esta cifra de­
cayó en un 16.7 por ciento a finales
del régimen de López Portillo. En el
cuadro l. se muestra la reducción qu e
han sufrido los abogados en el gabinete
a partir del año de 1958.

CUADRO 1

DESPLAZAMIENTO DE LOS ABOGADOS DE PUESTOS
DEL GABINETE 1958-1982

Lápez Díaz Bcheverr ía Ló pez De Ja
Mateos Ordaz Alvarez Port illo Madrid

----- - ----

Número de: 1958 t964 1964 1970 1970 1976 1976 1982 1982_ .._---------
Secretarías de Estado I7 18 18 18 18 19 18 18 19
Abogados 9 8 8 7 6 8 6 3 7
Ingenieros I 2 3 5 4 5 O O 1
Médicos I 1 2 2 1 1 1 1 1
Militares I 1 2 2 2 2 2 2 2
Otros Profesionist as 3 4 3 2 4 3 8 11 8
No Profesionistas 2 2 O O 1 O 1 1 O
% de abogados 52.9 44.4 44.4 38.9 33.3 42.1 33.3 16.7 36.8

--- -- - -.-- - - - - -" -- - " - - - - - -- -

NOTA: Las pos iciones de gabinete incluyen a los t itular es de la s secretarías de Go­
be rnación, Relaciones Exteriores. Defensa, Marina , Hacienda. Programación y Presupuesto
(a partir de 1976), Industria y Com ercio (a pa rtir de 1976). Recursos Hidráulicos (has ta
1976), Agr icult u ra. Comunicaciones y Transportes (a par tir de 1958), Ob ras Públicas ,
Educación, Tra bajo , Re forma Agraria . Tu rismo (a partir de 1974), Patrimonio Na cional
(hast a 1976), Presidencia ( hasta 1976), Pesca (a part ir de 1982), as í como la Procuraduría
Ge neral de la República , e l Sector Sal ud y el Depar tamento del Distrito Fe deral. La
categoría d e o tros p rofesíoni s tas incluye a los economis tas , a grónomos, a rq uitectos, con­
tadores, maestros de escuela, adm ini st rado res de empresas con maestrí a y científicos e n
ci encias físicas y sociales.

FUENTE: Cleaves, Peter. "Las Profesion es y el Estado: el caso de Mé xico". Mé xico,
E l Colegio de México. Jornadas , Núm. 107, 1985, pág. 204.

A pesar de que los abogados parecie­
ron surgir en el gabinete inicial de De
la Madrid, la cifra debe de interp retar­
se con cuidado. Tre s de los siete ah o­
gados nombrados pertenecieron a ad­
ministraciones anteriores. Los niveles
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inferiores de este gabin ete fueron ocu­
pados por una amplia gama de profe­
sionales; administradores de empresas,
contadores y eomunicólogos que prove­
nían. en la mayoría de los casos, de
univers idades privadas y hab ían reali-



zado estudios de postgrado en el ex­
tranjero.

Los abogados empiezan a preocupar­
se por el desplazamiento del que están
siendo objeto. Esta profesión se ha iden­
tificado siempre con la política y ésta
con la ejecución de la ley. El éxito de
los abogados se debe a su habilidad
para la negociación, en donde la per­
suación es una de sus características, y
a la cohesión de sus agrupaciones pro­
fesionales. Sin embargo, su prestigio
empieza a decaer, razón por la que
están siendo desplazados por otras pro­
fesiones.

De manera paulatina una gama am­
plia de profesionistas se han concen­
trado en diversas dependencias guber­
namentales: los médicos en el sector
salud, los agrónomos en el sector agro­
pecuario, etcétera, pretendiéndose con
esto un mayor nivel de competencia téc­
nica y facilitar las relaciones entre los
funcionarios.

Respecto a la profesión de adminis­
tración pública,' encontramos que, de
acuerdo a su objeto de estudio, debiera
existir un porcentaje mayor de egresa­
dos de esta profesión trabajando en el
sector público; se apuntarán algunos
elementos para analizar porqué esta si­
tuación no se da en la práctica.

En dónde están los administradores
públicos

En el trabajo se incluye el análisis
del porcentaje de egresados de la li­
cenciatura de administración pública
que se encuentran trabajando en el go­
bierno, a partir de los datos del último
censo de recursos humanos que data
de 1975. El universo del censo para la
administración central estuvo constituí-

do por todos los funcionarios, emplea­
dos de base y de confianza, personal
eventual, a listas de raya o que recibia
honorarios en el momento de la en­
cuesta." Los resultados fueron los si­
guientes: En el sector central el número
de los servidores públicos ascendió a
770,248, de los cuales 75,782 tenían
nivel profesional. Los administradores
únicamente eran 5,245, cifra que repre­
sentó sólo un 6.92 por ciento. La clasi­
ficación de profesionales en el área
administrativa no sólo incluyó egresados
de la licenciatura en administración pú­
blica, sino también de otras profesiones
como administración de negocios, ad­
ministración de empresas, organización
turística, relaciones comerciales, rela­
ciones industriales, técnico en adminis­
tración de personal, técnico en admi­
nistración municipal, técnico en organi­
zación y métodos, técnico en turismo
y otras.

Los abogados encabezaron la lista al
representar el 12.35 por ciento del total
de profesionistas, seguidos por los mé­
dicos 10.99 por ciento, los ingenieros
civiles 10.69 por ciento, los contado­
res 9.65 por ciento, los ingenieros me­
cánico electrieistas 6.94 por ciento y
los administradores 6.92 por ciento.'
Corno señalé en párrafos anteriores, en
el área administrativa se agruparon más
de 12 profesiones relacionadas, por lo
que podemos deducir que los egresados
de la carrera de administración pública
no fue mayor del uno por ciento (ver
cuadro 11).

En el sector paraestatal el total de los
servidores públicos fue de 624,148; de
entre ellos 66,423 tenían nivel profe­
sional. En el área administrativa sólo
se encontraron 4,331 personas que re­
presentaron el 6.52 por ciento. Los mé­
dieos fueron el grupo predominante
16.14 por ciento, seguidos de los con-
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CUADRO II

ESTUDIOS SUPERIORES DE LOS FUNCIONARIOS
DE LA ADMINISTRACION CENTRAL

75,782 = 100%

Especial idad

Juríd ica
Médica
Ingeniería Civil y de la Construcción
Contable
Ingeniería Mecánica, Eléctrica y Electrónica
Administrativa
Económica
Ingeniería Agronómica
Ingeniería Química y Química Industrial
Ingeniería Industrial
Militar
Química, Bioquímica y de Farmacia
Médica, Veterinaria y Zootécnica
Arquitectura
Ingeniería Topográfica, Geología, Geodésica e Hidrográfica
Biológica
Pedagógica
Literaria
Odontológica
Ciencias Sociales
Psícológica
Físíca y Astronómica
Matemát ica
Histórica
Artística
Ciencias y Técnicas de la Información y Period ismo
Filosófica
Geográfica
Ingeniería de Exploración y Explotación de Recursos
Materiales no Renovables
Antropológica
Actua rial
Diseño 1ndustrial
Biblioteconómica y Archivística

Porcentaje

12.35
10.99
10.69
9.64
6.94
6.92
4.83
4.03
3.23
3.17
2.75
2.65
2.19
2.18
2.14
1.67
1.67
1.46
1.38
1.29
1.24
1.19
1.17
0.97
0.53
0.49
0.49
0.48

0.40
0.32
0.28
0.14
0.13

FUENTE: Censo de recursos humanos del sector público federal: administración
central . Comisión de Recursos Humanos del Gobierno Federal, México. 1975, pág. 67.
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tadores 13.79 por ciento, los ingenieros
mecánico electricistas 13.61 por ciento,
los abogados 7.10 por ciento, los inge­
nieros civiles 6.64 por ciento y en el
área administrativa 6.52 por ciento cons­
tituida por las mismas profesiones que
en el sector centralízado." (ver cua­
dro 111). Fueron censados trabajadores
de planta o de base, funcionarios y em­
pleados de confianza, personal eventual
y de lista de raya, profesion~l~s que
percibían honorarios o por sen:lcl~s q~e

prestaban directamente a las ínstrtucio­
nes y el personal comisionado."

Se puede observar, en consecuencia,
que el gobierno representa una impor­
tante fuente de trabajo para los profesio­
nistas en México y que dentro de ellos
los administradores públicos represen­
taron menos del uno por ciento.

Datos más recientes, contenidos en el
Diccionario Biográfico del Gobierno M e­
xicano publicado en 1987, permiten
constatar que en el ámbito ejecutivo del
gobierno sólo había seis personas egrc­
sadas de la licenciatura analizada; uno
en el poder legislativo y ninguno en el
judicial." El número de servidores pú­
blicos considerado fue menor que para
el censo de 1975, al incluirse única­
mente los mandos superiores del ejecu­
tivo, legislativo y judicial en julio de
1987." (ver cuadro IV).

En e! poder Ejecutivo se incorpora­
ron a los principales funcionarios de
la presidencia de la República, a los
secretarios de Estado, subsecretarios,
coordinadores, contralores internos, ofi­
ciales mayores, jefes de unidades y
directores generales, así como a sus equi­
valentes en el sector financiero, orga­
nismos descentralizados, desconcentra­
dos y principales empresas paraestatales;
se incluyó también a los embajadores y

representantes permanentes ante orga­
nismos internacionales.

Para el poder legislativo, se consideró
a los diputados, senadores y a los fun­
cionarios administrativos de aIto nivel.
De igual manera para el poder judicial.

n, LA FORMACION DE
ADMINISTRADORES PUBLICOS

EN MEXICO

En esta segunda parte del trabajo
analizaremos las causas de este fenó­
meno, tomando como punto de partida
el objeto de estudio de la licenciatura
analizada sus antecedentes, las univer­
sidades que imparten la carrera y cuán­
tos fueron los egresados en 1987.

Objeto de Estudio

"El objetivo general de la licenciatura
de administración pública es el de for­
mar profesionales capaces de dirigir la
acción gubernamental, COn base en su
aptitud para investigar su realidad ob­
jetiva y proponer opciones viables para
la ejecución de la actividad pública".H
La ciencia de la acción gubernamental
integra tanto aspectos prácticos como
basamentos teóricos. Por 10 tanto, su
enseñanza implica necesariamente com­
prender el enlace entre teoría y práctica.
El estudio de la administración pública
se localiza en la lucha por el poder,
la dirección administrativa de! Estado, la
relación del Estado con la sociedad civil
y la organización del régimen político.

'ILo propio de la administración pú­
blica es la acción del Estado: ninguna
otra disciplina tiene por objeto el es­
tudio de dicha acción como tal, ni la
implantación de las políticas públicas,
ni so preocupa por la eficiencia de las

131



CUADRO III

ESTUDIOS SUPERIORES DE LOS FUNCIONARIOS
DE LA ADMINISTRACION PARAESTATAL

66,423 = 100%

Especialidad Porcentaje
---~------

Médica
Contable
Ingeniería Mecánica Eléctrica y Electrónica
Jurídica
Ingeniería Civil y de la Construcción
Administrativa
Ingeniería Química y Química Industrial
Económica
Química, Bioquímica y de Farmacia
Ingeniería Industrial
Arquitectura
Odontología
Ingeniería Agronómica
Ingeniería de Explotación de Recursos Materiales no Renovables
Ciencias Sociales
Psicología
Ingeniería Topográfica, Geológica, Geodésica e Hidrográfica
Médica, Veterinaria y Zootécnica
Biológica
Filosófica
Física y Astronómica
Literaria
Ciencias Técnicas de la Información y Periodismo
Actuarial
Histórica
Artística
Matemática
Pedagógica
Antropológica
Biblioteconómica y Archivística
Geográfica
Diseño Industrial
Militar

-- ----_.- - - ------_.. _----

16.14
13.79
13.61
7.10
6.64
6.52
4.88
4.57
3.69
3.00
2.95
2.49
2.25
1.49
1.37
1.27
1.25
1.24
0.71
0.66
0.65
0.64
0.58
0.41
0.35
0.35
0.30
0.28
0.21
0.19
0.17
0.13
0.12

FUENTE: Censo de recursos humanos del sector público federal: administración des­
centralizada y de participación estatal mayoritaria. Comisión de Recursos Humanos del
Gobierno Federal, México, 1975, pág. 165.

132



CUADRO IV

PROFESION y ACTIVIDAD BASICAS

No. de personas

Poder Ejecutivo = 1156

Porcentaje

Lic. en Derecho
Lic. en Economía
Lic. en Contaduría
Lic. en Ingeniería Civil
Lic. en Medicina
Lic. Administración de Empresas
Lic. en Ingeniería Mecánica Electricista
Lic. en Relaciones Internacionales
Lic. en Administración Pública

Poder Legislativo = 466

Lic. en Derecho
Maestro Normalista
Dirigente Sindical
Lic. en Economía
Lic. en Contaduría Privada
Lic. en Empresas
Lic. en Administración Pública

Poder Judicial = 283

Lic. en Derecho
Maestro Normalista
Lic. en Contaduría
Lic. en Administración de Empresas

289
186
107
83
52
48
44
27

6

154
46
34
34
15
11

1

275
5
2
1

25.00
16.09
9.26
7.18
4.50
4.15
3.81
2.34
0.52

33.05
9.87
7.30
7.30
3.22
2.36
0.21

97.17
1.77
0.71
0.35

--- ..~-_._~ ..~ ._~_.~ .._---

Datos obtenidos de: Presidencia de la República. Unidad de la Crónica Presidencial.
Diccionario Biográfico del Gobierno Mexicano. México, Fondo de Cultura Económica,
1987. págs. 820. 831, 839.
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medidas para el logro de los objetivos
sociales de la acción política del Esta­
dO" .15

Es importante considerar que las fun­
ciones del Estado, dia con día, son más
amplias y complejas. La aparición de
fenómenos masivos en todos los órdenes
de la convivencia social y el proceso de
desarrollo de las naciones imposibili tan
la existencia de gobiernos expectantes,
"policías" y meros observadores de las
interacciones comunitarias. A ello ob e­
dece la creciente intervención del Es­
tado en las actividades productivas; en
la regulación de la sociedad en materi as
tales como trabajo, seguridad social,
educación y salud pública; en la nor­
matividad de todo aquello que favorece
el desarrollo, como el turismo, el co­
mercio, los medios de comunicación, la
tecnificaci ón en el campo, etcétera. De
ahí que el gobierno requiera contar con
cuadros administrativos mejor prepara­
dos y él papel importante que debiera
jugar el admin istrador públic o.

Antecedentes Históricos de la Proiesi án

En México, como en todos los pa íses,
la administración pública está ligada al
sistema social y particularmente al siste­
ma político. Su desarrollo como discipli­
na y como actividad ha ido evolucionan­
do de acuerdo con el desenvolvimiento
del país. Desde los primeros días del
México independiente , se han produ cido
libros, tratados, ensayos, etcétera. que
hablan sobre la pr eocupación de estu­
diar a la administración pública como
una disciplina y también de la necesidad
de preparar al servidor público!' A
manera de ejemplo, Simón Tadeo Ortiz
de Ayala, en 1832, propuso la crea­
ción de una institución destinada a la
formación y capacitación de empleados
públicos. " El gobierno de la unión haría
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un gran servicio a la nación creando un
liceo general de ciencias elementales, li­
teratura e idiomas vivos (...) especial­
mente dest inado a la instrucción de la
juventud en la geografía, antigüedad e
historia nacional, el derecho constitu­
cional, el de gentes, la estadística y
economía política y todos los elementos
necesarios para formar hombres de Es­
tado que sepan gobern ar por p rincipios
la República y representar con honor
a la nación en los países extranjeros" ."

La preocupación por crear institucio­
nes destinadas a la forma ción y capaci­
tación del personal público existía ya en
el siglo pasado. En el año de 1922 un
grupo de empleados del Departamento
de Contraloria , estab leció uno s cursos de
Contabildad Fiscal, teniendo en cuenta
las deficiencias que presentaban los em­
pleados en el desarrollo de su trabajo,
creándose así la Escuela Super ior de
Administración Pública , con el objetivo
de educar~ instruir y capacitar al em­
pleado público. Su plan de estudios de
carácter técnico dependía de la Direc­
ción Técnica, Ind ustrial y Comercial,
de la Secretaría de Educación Pública .
En 1926 la Escuela dependió, para fi­
nes de financiamiento, del Depar tamen­
to de Contraloría y académicamente de
la Universidad Nacional de México, con­
virtiéndose en la institución destinada
a la formación de los altos funciona­
rios del gobierno. En julio de 1929 la
Universidad Nacional decidió que la Es­
cuela Superior de Administración PÚ­
blica se fusionara con la Escuela Supe­
rior de Comercio y Administración. "Las
consecuencias fueron desfavorables para
la fun ción pública, pues en esa facultad
se dejó de formar administradores pú­
blicos para formar de manera exclusiva
gerentes privados". 18

La creación en México de la carrera
de ciencias políticas y administración



pública a nivel de licenciatura y de
posgrado no fue casual, sino que obe­
deció a razones políticas. "En el orden
político, la formación de cuadros y la
improvización de dirigentes, debía ser
conducida en el primer caso y sustituida
en el segundo, por profesionales en el
análisis del poder y de sus fines. En
el orden administrativo, la función pú­
blica no podía continuar siendo reali­
zada a partir de simples criterios de
rentabilidad económica y/ Deficiencia
administrativa, sino que había que an­
teponer a éstos, un criterio social".19

Las instituciones públicas eran maneja­
das por profesionistas que carecían de
una formación adecuada. LDS puestos
más altos del gabinete estaban ocupados
fundamentalmente por egresados de la
carrera de derecho; era ésta, dentro de
las carreras de ciencias sociales, la que
ofrecía una perspectiva relativamente
cercana a las necesidades exigidas por
el sector público en expansión.

Hubo intentos por explicar el com­
portamiento de las ciencias sociales en
función de la formación profesional. El
primer intento para racionalizar el es­
tudío de las ciencias sociales se le debe
a Justo Sierra que, en 1907, trató de
implantar, dentro de la carrera de dere­
cho, la especialización de ciencias jurí­
dicas y sociales, este esfuerzo nunca se
cristalizó.

Años más tarde, cuando el ámbito
de la actividad del sector público fue
creciendo, se requirió personal con co­
nocimientos más especializados; las ins­
tituciones públicas en expansión enfren­
taban problemas numerosos y comple­
JDS. Se hizo evidente la necesidad de
nuevas profesiones con una formación
social para hacer frente a problemas de
ineficiencia administrativa. PDr tal mo­
tivo, se insistió en la necesidad de crear
una escuela de estudios superiores que

incluyera una carrera cuyo objeto fuera
estudiar, analizar y conocer a fondo la
problemática social. Fue hasta 1951
cuando se fundó en la Universidad Na­
cional Autónoma de México, una nueva
escuela, la Nacional de Ciencias Políti­
cas y Sociales, la cual nació CDn cuatro
carreras profesionales: la de ciencias
sociales, la de ciencias políticas, la de
ciencias diplomáticas y la de periodis­
mo; y una subprofesional: la consular,
que años después fue suprimida. Los
alumnos de esta escuela no pretendían
desarrollar sus nuevos conocimientos
dentro del ámbito académico, sino usar­
lo dentro de la administración pública.
"En ese primer momento el papel de la
ECPS parecía ser el de una escuela de
cuadros"." En el discurso inaugural del
entonces rector Luis Garrido se hizo
patente la idea de que "La intervención
del Estado en la vida económica, social
y política de la nación, que trae inde­
clinablemente el aumento y la comple­
jidad de sus funciones, requiere en con­
secuencia, una mayor preparación de
parte de los que se consagran a la polí­
tica y la circunstancia de que la crisis
que se registra en el mundo, necesita
el auxilio de las ciencias de la socíe­
dad para encontrar solución, hicieron
pensar en la conveniencia de crear una
Escuela de Ciencias Políticas y Socia­
les"." En 1958 se consideró que la
Escuela debía enseñar las ciencias PD­
líticas en función de la administración
pública del país. Así reaparecieron cua­
tro carreras modificadas: ciencias so­
ciales, ciencias políticas y administra­
ción pública, periodismo y ciencias
diplomáticas. LDS resultados no pudie­
ron verse de inmediato debido a que
una profesión va abriéndose paso pau­
latinamente. "Hasta 1967 apenas se ha­
bían titulado 35 licenciados en ciencias
políticas y administración pública"." En
1967 fue creada la División de Estu-
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dios Superiores y la Escuela se convierte
en Facultad. Dentro de sus cursos de
posgrado se encontraban las maestrías
y doctorados en ciencias políticas, socio­
logía, relaciones internacionales y ad­
ministración pública.

La creación de la licenciatura en ad­
ministración pública en nuestro país ha
estado estrechamente ligada al proceso
de transformación de la sociedad, dina­
mizado a partir de la década de los
cincuenta . México entra en un periodo
de crecimiento sostenido que habría de
prolongarse hasta los años setenta. Este
crecimiento tuvo como resultado la am­
pliación de la actividad estatal, tanto
en materia de regulación, como de in­
tervención directa.

Uníversidades que imparten la carrera

La creación de la carrera en México
aparece desde 1958 hasta 1980. La par­
ticipación de las universidades públicas
en la formación de administradores pú­
blicos revela datos poco alentadores, ya
que sólo 18 universidades imparten la
carrera: Universidad Autónoma de Baja
California; Universidad Autónoma de
Baja California Sur; Universidad Autó­
noma de Coahuila; Universidad Autóno­
ma de Chihuahua; Universidad Autó­
noma de Nuevo León ; Universidad
Autónoma de Puebla ; Universidad Autó­
noma de San Luis Potosí; Universidad
Autónoma de Tamaulipas; Universi­
dad Autónoma del Estado de Hidalgo;
Universidad Autónoma del Estado de
México; Universidad Autónoma del Es­
tado de Morelos; Universidad del Sudes­
te; Universidad Nacional Autónoma de
México, Facultad de Ciencias Políticas
y Sociales y AcatIán; Universidad de
Colima; Universidad de Occidente, Uni­
dad en los Mochís, Culiacán y Guasave;
Universidad de Sonora, Unidades Her-
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mosillo, Caborca y Navojoa: Universidad
Autónoma Metropolitana y Universi­
dad de Guadalajara. Existen tres uni­
versidades privadas que imparten la ca­
rrera de administración pública a nivel
de licenciatura; la Universidad del No­
roeste (Saltillo) , la Universidad Ibero­
americana y en El Colegio de México .
Se puede observar que es necesario fo­
mentar la incorporación de la carrera
de administración pública en muchos
estados, ya que sólo en 16 universida­
des estatales se imparte la profesión,
además de dos en el Distrito Federal.
Llama la atención que en la región sur
de la República, no existe ninguna uní­
versidad en donde se imparta dicha ca­
rrera.

Otro aspecto que ha resultado pro­
blemático para la identificación plena
de la formación , es que desde su crea­
ción a la formación en administración
pública se le ha denominado de dife­
rentes formas . La cédula profesional re­
gistra el titulo de licenciado en ciencias
políticas y administración pública, sin
embargo, no todas las universidades lo
respetan: así, en dos universidades el
titulo es licenciado en administración
pública y ciencias políticas, en 12 es de
licenciado en administración pública, en
seis más es de licenciado en ciencias
políticas y administración pública y exis­
te también la modalidad de licenciado
en administración con área de concen..
tración en administración pública, en
la Universidad Autónoma Metropolitana
(ver cuadro V).

De lo anterior se deduce que hay
diferentes criterios para impartir la ca­
rrera, unos se proponen formar estu­
diantes con conocimientos en ciencias
políticas y administración pública y
otros con una orientación hacia alguna
de las dos áreas. El estudío de la ad­
ministración pública no puede separarse



CUADRO V

NúMERO DE EGRESADOS EN 1987 DE LA LICENCIATURA EN ADMINISTRACIóN PúBLICA

Universidades
Egresados
en 1987 Nombre del Título del Egresado

.---------------------------

20.

19.
**

13.
14.
15.
16.
17.
18.

1.
2.
3.
4.

*5.
6.
7.

*8.
9.

1<1D.
11.
12.

Lic. en Administración Pública y C. Políticas
Lic. en Administración Pública y C. Política
Lic. Ciencia Política y Admón. Pública.
Lic. Ciencias PoI. y Admón. Pública
Lic. en Administración Pública.
Lic. en Administración Pública.
Lic. en Administración Pública.
Lic. en Ciencias Políticas y Admón. Pública.
Lic. en Ciencias Políticas y Admón. Pública.
Lic. en Administración Pública.
Lic. en Administración Pública.
Lic. en Administración Pública.
Lic. en Ciencias Políticas y Admón. Pública.
Lic. en Ciencias Políticas y Admón. Pública.
Lic. en Administración Pública.
Lic. en Ciencias Políticas y Admón. Pública.
Lic. en Administración Pública.
Lic. en Administración Pública.
Lic. en Administración Pública.
Lic. en Administración Pública.
Lic. en Administración Pública.
Lic. en Administración Pública.
Lic. en Administración Pública.
Lic. en Administración Pública.
Lic. en Administración Pública.

79
26
28
65
11
11
12
42

173

11
175
234
121
18
50

245
14
17
24

38

30

1424

Universidad Autónoma de Baja California (Mexicali)
Universidad Autónoma de Baja California Sur (La Paz)
Universidad del Sudeste (Campeche)
Universidad Autónoma de Coahuila (Torreón)
Universidad Autónoma del Noroeste (Saltillo)
Universidad de Colima
Universidad Autónoma de Chihuahua (Ciudad Juárez)
Universidad Iberoamericana
Universidad Nacional Autónoma de México (Coyoacán)
Colegio de México (inscripción cada 2 años)
Universidad Autónoma del Estado de Hidalgo (Pachuca)
Universidad de Guadalajara
Universidad Nacional Autónoma de México (Acatlán)
Universidad Autónoma del Estado de México (Toluca)
Universidad Autónoma del Estado de MoreJos (Cuernavaca)
Universidad Autónoma de Nuevo León (Monterrey)
Universidad Autónoma de Puebla (Puebla)
Universidad Autónoma de San Luis Potosí
Universidad de Occidente (Los Mochis)
Universidad de Occidente (Culiacán)
Universidad de Occidente (Guasave)
Universidad de Sonora (Hermosillo)
Universidad de Sonora (Caborca)

** Universidad de Sonora (Navojoa)
Universidad Autónoma de Tamaulipas

* Universidades privadas.
** No se ofrece completa la Licenciatura.

Para la presente investigación no se consideró el número de egresados de la Universidad Autónoma Metropolitana, por en­
contrarse los datos unificados de la Licenciatura de Administración Pública y Privada.

FUENTE: Anuario Estadístico 1988. ANUlES (Asociación Nacional de Universidades e Institutos de Enseñanza Superior), 1988.



de la ciencia política; pero esto no debe
influir para inclinar la Iormacién hacia
alguna de las dos disciplinas, sino en­
contrar una inlegración equilibrada. La
ciencia política debe ser estudiada de
manera sistemática para que forme par­
te del método en el ejercicio profesional
del administrador púlbico. La adminis­
tración pública es un escenario político,
es una pieza del sistema mexicano y los
titulares de los órganos administrativos
son agentes político s, por lo que cual­
quier intento de modificar su organiza­
ción y sus procedimientos, no sólo es
cuestión técnica, sino a la vez una deci­
sión política que afecta el equilibrio del
poder. "La administrac ión púb lica na
sólo no es ajena a la política, sino que
es, a la vez como adm inistración pú­
blica, admi nistración y política"."

La administración de ninguna manera
suple a la política y las técnicas admi­
nistrati vas siempre deben estar subordi­
nadas a las directrices que marca el pro­
yecto político. Pero como contraparte,
la política tampoco debería suplir a la
administración pues esto conduce en
muchas ocasiones a improvisaciones,
ineficiencias y deshonestidades inacepta­
bles. Por lo tanto , la licenciatura de
administración púb lica, debiera de ser
estudi ada bajo su enfoque administra­
tivo y su enfoque político, en tanto " una
buena política se correlaciona con
una buena administración como requ i­
sito para que se puedan programar obje­
tivamente las acciones y evaluar res­
ponsablemente sus resulta dos"."

Actualmente la par ticipación de estos
profesionales se realiza en el Colegio
de Ciencias Políticas y Administración
Pública , A. e., el Instituto Nacional de
Administración Pública , A. e., fundado
en 1955, el Instituto Político Nacional
de Administradores Públicos, afili ado al
Partido Revolucionario Institucional.
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El Estado y la Profesi6n

La actual pr oblemática nacional exi­
ge abandonar la concepción prevalecien­
te de que los puestos públicos pueden
desempeñarse eficientemente sólo con
sentido común y buena voluntad, La im­
provisación y el nepotismo ponen en
peligro la estabilidad del sistema polí­
tico. Se requieren mayores conocimien­
tos políticos y administrativos por part e
de los funcionarios públicos.

El estudiante en administración públi­
ca es un funcionario en potencia ; ingre­
sa a formar parte de los cuadros in­
termedios de la administración pública.
Debe perman ecer a través de los cam­
bios sexenales de la administración para
poder dar continuidad a las acciones
gubernamentales y aprovechar su expe­
riencia acumulada. Sin embargo, la gran
mayoría de los estudiantes no poseen
los medios para acceder al aparato ad­
ministrativo ; son individuos provenien­
tes de clases medias y no cuentan con
los "apoyos" necesarios para abrir la
puerta de entrada al sector público. Los
que logran ingresar, tienen que enfren­
tarse a toda clase de profesionistas que
habil itados en administración pública no
quieren arriesgar su posición al incorpo­
lar innovaciones para mejorar los asun­
tos del gobierno. En muchas ocasiones
terminan desempeñando funciones que
no van acordes con su formación pro­
fesional. Es contradictorio que el Estado
invierta en las un iversidades y no capte
al egresado de administración pública;
creándose asi las condiciones pero na
los medios adecuados para el ejercicio
de la profesión.

Por lo que se refiere al serVICIO so­
cial , es necesario que Jos estudiantes
acud an a las dependencias públicas a
nivel federal, estatal y municipal, con
el objeto de apli car sus conocimientos



adquiridos y auxili ar al Estado para ha­
cer más eficiente la función pública.
En muchas dependencias se otorgan fa­
cilidades para expedir el reconocimiento
a tareas que no fueron efectivamente
desemp eñadas. El servicio social na se
encuentra articulado con el campo de
trabajo . El Estado mexicano debería
apoyarse en ese requisito universitario
para inducir la form ación especializada
de sus cuadros, que al paso del tiempo
se transform arán en profesionales dedi­
cados al servicio público, formando par­
te de un conjunto de trabajadores inte­
lectu ales especializados.

Otro pro blema que se presenta es que
el egresado llega al campo de trab ajo
sin práctica alguna; no tiene la expe­
riencia de un cont acto directo con la
administración pública ; esta situación
tamb ién podría salvarse COn un servicio
social bien coordinado entre las un iver­
sidades y el gobierno, permi tiendo al
estudiante conocer su campo de estudio,
es decir , darle oportunidad de relacionar
sus conocimientos teóricos con la prác­
tica administrativa .

A pesar de los esfuerzos económicos
y educativos llevados a cabo por el 00­

bierno federal, el número de pr ofesi o­
nistas en el país y en especial el de los
administradores púb licos es notoríarnen­
te insuficiente para cubrir las necesida­
des actuales. La estructu ra curr icular y
la preparación de los cuad ros no siempre
coincide can los requerimientos del go­
bierno . El número de cgresados de la
profesión es muy limit ado, ya sea por que
son pocas las un iversidades en donde
se imparte la carrera , por falta de ca­
nacimiento sobre las potencia lidades de
la misma y, sobre todo, por la incierta
perspectiva de trabajo que carac teriza
al serv icio público. Los datos hablan
por si solos : en 1987 , se titularon en

tod a la República mexicana sólo 1424
estudiantes de la licenciatura de admi­
nistración pública, en la Universidad
Autónoma de Puebla el número de titu­
lados fu e el más alto , 245 , la siguen la
Universidad Nacional Autónoma de Mé­
xico en su unidad de Acatlán con 234
y la Universidad de Guadalajara con
175 25 (ver cuad ro V) .

La falta de estos cuadros administra­
tivos en nuestro país ha provocado mu­
chos de los problemas de ineficacia e
ineficiencia en la administración p úbli­
ca. Con frecuencia se ha pretendido que
dichos cuadros se integren manejando
técnicas alejadas de todo criterio polí­
tico, en la falsa creencia de que el uso
de tales técnicas ha rá posible resolver
problemas de ineficiencia . La conjun­
ción de ambos aspectos, el político y el
técnico administ rat ivo, debiera ser re­
sultado de la formación un iversitaria
en administración pública. El país re­
quiere de profesionistas que manejen
herramientas metodológicas, técnicas y
científicas propias de la administración
y posean - adcmás-- el criterio y la for­
mación universitaria y profunda capa­
cid ad de interpretación y de análisis
con un claro sentído de responsabilidad
social.

III. CONCEPTO Y EVOLUCION
DE LA FUNCION PUBLICA

EN FRANCIA

En la actua lidad, los países con una
gran tradición en el campo de la admi­
nistración pública, se encuentran dedi­
cados a una activa y tenaz labor a fin
de formar cuad ros en organización y
administración gubernamentales. Francia
es un ejemplo de país con una gran tra­
d ición en la formación de sus funcio­
narios públicos.
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Antecedentes

Desde la Alta Edad Media los reyes
de Francia, para ejercer su poder, com­
prendieron que era necesario rodearse
de consejeros, además de los príncipes
y de los señores de la Corte. Su mérito
fue saber escoger hombres de eminen­
tes cualidades. Los juristas del siglo
XII tuvieron como herederos a los
miembros de los consejeros de la mo­
narquía absoluta. Con el afán de difun­
dir la autoridad del pr íncipe hasta los
rincones más apartados del reino se
crearon los cargos de gobernadores de
provincia y en el siglo XVII I los inten­
den tes. Entre 1870 y 1945, en la Es­
cuela Libre de Ciencias Políticas se foro
mó una generación de oficiales que eran
los únicos que podían - a su vez­
formar a los candidatos para preparar
la oposición a los cargos públicos. Uní­
camenle los estudiantes que vivían en
París podían participar de esta experien­
cia y tener acceso al servicio público.
Hasta la Segunda Guerra Mundial los
funcionarios del Estado se caracteriza­
ban de la siguiente manera: a) La
inmensa mayoría de los funcionarios sa­
lía de familias cuyos miembros perte­
necían tradicionalmente a los grandes
cuerpos del Estado, lo que poco a poco
provocó que se crearan verdaderas di­
nastías. Operaba en medios sumamente
restr ingidos; y, b) Los grandes cuerpos
del Estado organizaban una dificilísima
oposición para asegurarse la permanen­
cia de sus cuadros. La necesidad de
reformar este sistema se materializó en
el decreto del 9 de octubre de 1945,
que creaba la Escuela Nacional de Ad­
ministración , respondiendo fundamen­
talmente a tres preocupa ciones: i) de­
mocratizar los cuadros superiores del
Estado, ampliando el abanico del reclu­
tamien to y ofreciendo a jóvenes fun­
cionarios iniciados ya en la prácti ca
administrativa, la posibilidad de una
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promoción interesante; i i ) asegurar un
reclutamien to suficiente, en número y
en calidad; y, iii) afirmar la índ epen­
dencia con respecto a la política de los
técnicos de la administración, exigiendo
de ellos una clara consciencia de su fun­
ción pública frente al Estado. La escue­
la fue creada para la preparación de
funciona rios públicos en distintas espe­
cialidades (economía, finanzas, diplo­
macia y otras) . El ingreso era y es por
concurso, para personal con título uni­
versitario o con dos años de estudios
superiores y cuatro de antigüedad en la
función pública. Los cursos tienen una
duración de dos años y medio. Desde
su ingreso los alumnos se consideran
como funcionarios en ejercicio. Los que
ya son funcionarios tienen su remunera­
ción y mantienen su cargo. [iménez Nie­
to señala que la ayudantia, pasantia o
trabajo de campo sigue siendo la co­
lumna dorsal de las técnicas de forma­
ción utilizadas por este centro educa­
tiVO.2 6

La tradición francesa en maleria
administrativa, hereda da de los princi­
pios de la Revolución de 1789, admite
que los funcionarios sean independien­
tes de los partidos, e incluso de la rna­
yoría del gobierno bajo el que sirven.
Liberados de las presiones políticas, de­
ben expresar su opini6n del Estado,
tener presente el espíri tu de servicio y
buscar el bien común. En Francia ha
ocurrido que la administración , en tanto
se le ha concebido como la personifi­
cación del Estado, no puede ser consí­
derada como empresa o como conjunto
de servicios. Para el hombre político
o para el funcionario francés la admí­
nistración no se limita a entenderse
como técnica, para ellos, es la potencia
política en acción . "En Francia, que pue­
de ponerse como ejemplo de país en
donde la función pública sirve como
elemento para la motividad social, los



principios que rigen el reclutamiento son
los del concurso y la igualdad para el
acceso de los puestos".21

VI. CONSIDERACIONES
FINALES

El estudio de la administración pú­
blica ha sido considerado como una
disciplina derivada de las ciencias so­
ciales; comprende las relaciones entre
los hombres, con un concepto de coope­
ración para la realización de los fines
colectivos. La administración pública no
opera en el vacío y quienes en ella par­
ticipan imprimen en su labor un sello
original, producto de factores persona­
les de la atmósfera social, cultural y
económica en que se han formado. La
profesión en administración pública no
tiene patrones inmutables en sus obje­
tivos y contenidos, por ello, está en per­
manente renovación. A medida que se
desarrolla la sociedad moderna las fun­
ciones de la administración pública son
cada vez más extensas. En la década
de los noventa México está sufriendo
cambios y transformaciones importan­
tes en su estructura estatal: de ello se
han derivado acciones tendentes al for­
talecimiento de la vida económica, se
han dado pasos para reestructurar su
administración, se está viviendo una
época de enorme expansión de la acti­
vidad comercial, particularmente la ex­
terna; se está proyectando una nueva
imagen de México en el exterior. Estas
son algunas de las modificaciones a las
que el administrador público tendrá que
enfrentarse en el futuro inmediato. Por
ello, es necesario actualizar la forma­
ción profesional de los egresados y de
los profesionales en función de la com­
pleja problemática del Estado y su ad­
ministración. Al efecto hay que revisar
los contenidos de las materias, los sis­
temas de enseñanza y los métodos de in-

vestigación. "El campo de estudio de
la administración pública tiene que ser
enriquecido para no quedar a la zaga
de otras profesiones. El desafio del ad­
ministrador público es inmediato"."

El licenciado en administración pú­
blica, además de ser un científico social
que realice un trabajo permanente de
análisis, debe ser un agente de cambio
que comprenda e! comportamiento so­
cial y que presente alternativas viables
y razonadas para la solución de los pro­
blemas. De ahí que la misión de! admi­
nistrador público no admite demora o
improvisación. La nueva realidad del
Estado mexicano exige al administrador
público comprender una nueva concep­
ción de la vida política del país. "Se
necesitan administradores que partici­
pen en e! debate del presente y el futuro
y que no pretendan ser gestores de lo
existente, de lo posible; deben ser ex­
ploradores de otras posibilidades y rea­
lizadores de lo hasta ahora imposible"."

Ante esta situación, es urgente dese­
char y producir nuevos conocimientos
que, además de inyectar vitalidad a la
profesión, amplíen el horizonte de áreas
V preparación frente a otras profesiones.
Ninguna profesión tiene el monopolio
de la tarea administrativa pero e! admi­
nistrador público de acuerdo con su
formación académica, debe convertirse
en un apoyo indispensable en la forma­
ción de nuevos cuadros administrativos.
El gran número de profesiones que
atienden los problemas del Estado, tam­
bién reclaman un lugar en el quehacer
gubernamental. Dentro de la inmensa
y diversa problemática estatal, existe
posibilidad de ubicación para una gran
gama de profesionistas. Pero esto na
debe estar reñido con el hecho de
que en las universidades se deberían
de inculcar, en todas las profesiones,
mayores conocimientos sobre la ciencia
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de la administración pública. La gran
mayoría de estos estudiantes serán los
futur os funcionarios públicos. "La Uní­
versidad tiene un papel muy importante
en la educación, pues tiende a jnan­
tener un proceso de interrelación con
el Estado, ya que es la ent idad que
constant emente prepara una gran parte
de la juventud , que es potencialmente
una de las fuentes de reclutamiento de
personal gubernamental: científico, pro­
fesional y técnico" ." El Estado, para
atraer a las personas con mayores mé­
ritos y valores, deberá trabaj ar en tres
direcciones: primero, ofrecer a los aspi­
rant es la posibilidad de una carrera pro­
fesional; una situación estable y una
retribución suficiente en función de esos
méritos y de sus necesidades. Segundo,
participar en la formación de los fu­
turos funcionarios y en su perfecciona­
miento, y, tercero, establecer un buen
sistema de selección.

No basta con promulgar nuevos esta­
lutos ajustados a las necesidades actua­
les de la administración, hace falta
- además- crear un órgano especial
encargado de las cuestiones re!ativas al
persona l en los mandos medios en es­
trecha vinculación con las universidades
del país ; en ese órgano se deben tam­
bién diseñar programas de capacitación
para el funciona rio. "Todo trabajador
al servicio del Estado es un servidor
público; sin embargo, reservamos la ca­
tegoría de admin istrador públi co para
e! servidor capaz de tomar decisiones y
de organizar programas conjugando los
esfuerzos de personas y recursos eco­
nómicos y materiales para alcanzar un
fin determinado" ."

Se podría apl icar --entonces- una
acertada política en selección, capacita­
ción, formación y retri buci ón de los fun­
cionarios públicos, en lugar de acciones
aisladas. Habría una labor de conjunto
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ordenada y uniforme. Existe la infraes ­
tructura en nuestro país , hace falta unir
todos los esfuerzos para poder aspirar
a un esquema de selección que garantice
la entrada de los mejores .
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LA INFORMATlCA EN EL SECTOR PUBLICO
Y LA MODERNIZACION DE MEXICO *

Raúl Salinas Lozano

Estamos viviendo una nueva revolu­
ción en la historia de la humanidad,
Juego de las revoluciones agrícola e in­
dustrial! Es la revolución de la tecnolo­
gía, y especialmente de la informática,
entendida como la aplicación de la mi­
croelectrónica para el manejo y procesa­
miento de información, y dentro de la
cual se incluyen, a su vez, toda una
serie de tecnologías tales coma las de
computación, telecomunicaciones, auto­
matización e Inteligencia Artificial.' Lo
que podemos llamar "la revolución de
la informática" se inició apenas en los
años 40 y todavía nosotros no cobra­
mos conciencia plena de sus impactos
y de su importancia.

La tecnología informática se ha ca­
racterizado, en primer lugar, por su
capacidad para penetrar en casi todos
los ámbitos de la vida humana, trans­
formando nuestros modos habituales de

* Conferencia ofrecida por invitación del
ITESM, el 28 de marzo de 1990 en la ciudad
de Monterrey, Nuevo León.

trabajo y produciendo nuevas formas
de interrelación e integración humana;
se ha sostenido, por ejemplo, que las
tecnologías de la información juegan
un papel primordial en la transforma­
ción del mundo en 10 que, con una
expresión ya célebre, se ha llamado "la
aldea global".

En segundo lugar, la informática se
ha caracterizado por su rápido desarro­
llo; en este sentido, cabe destacar el ca­
rácter exponencial que ha tenido el
avance de la microelectrónica. Por men­
cionar solamente algunos ejemplos, po­
demos decir que el espacio requerido
por un circuito electrónico ha disminui­
do, durante cuatro décadas, a una tasa
del 30 por ciento anual,' y que las
capacidades de procesamiento, memoria
y producción de software han aumen­
tado a un ritmo muy acelerado aun si
las comparamos, por ejemplo, con algo
que suele considerarse tan explosivo
como es el crecimiento de la produc­
ción bibliográfica mundial (véase Grá­
fica 1).
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En tercer lugar, pero no menos im­
portante, la informática se distingue,
también, por haberse convertido ya en
un elemento esencial para la realiza­
ción de las diferentes actividades eco­
nómicas, desde las estrictamente de apo­
yo y administrativas hasta las propia­
mente sustantivas. Actualmente se ha
llegado a sostener que el indicador para
medir el nivel de desarrollo de un país,
que en algún momento fue su potencia
naval y en otro su industria pesada,
etcétera, será, en un futuro cercano,
el grado de avance en materia de in­
forrnática," y que presenciamos la tran­
sición de una economía donde la riqueza
se basa en los recursos materiales, a otra
en la cual la mayor fuente de riqueza
es la información,"

Por estas razones, un Estado moder­
no difícilmente puede ignorar la ne­
cesidad de contar con líneas de acción
adecuadas respecto a la informática y,
en especial, no puede descuidar la gran
responsabilidad que tiene como usua­
rio de la informática y como agente de
los procesos de informatización y comu­
nicación. De hecho, distintos países,
entre ellos México, han reconocido la
importancia de la informática y han en­
comendado, a diversas dependencias, el
diseño e instrumentación de su política
informática y, en particular, en el ámbi­
to del sector público.

La Secretaría Especial de Informáti­
ca de Brasil, el Consejo Superior de
Informática de España, la Subsecreta­
ría de Informática de Argentina, la
Dirección de la Industria Electrónica
e Informática de Francia, y la Agencia
Central de Computación y Telecomu­
nicaciones de Inglaterra, son algunos
ejemplos que muestran el hecho arriba
mencionado,' En México, el Instituto
Nacional de Estadística, Geografía e

Informática (INEGI), tiene entre sus
funciones" la de definir y establecer la
política gubernamental que en materia
de informática deberán observar las de­
pendencias y entidades de la adminis­
tración pública federal, y la de fijar
los lineamientos e instrumentos de po­
lítica y las acciones estratégicas ne­
cesarias para promover el desarrollo
tecnológico del país, en materia de in­
formática, así corno apoyar los progra­
mas de modernización administrativa
del sector público en la materia.

El gobierno mexicano, empeñado ac­
tualmente en un notable esfuerzo de
modernización -que ha sido expresado
en el Plan Nacional de Desarrollo 1989­
1994- se ha preocupado por conocer
su propia situación como usuario de
la informática y por desarrollar diver­
sas acciones orientadas al mejor apro­
vechamiento de los recursos informáti­
cos en el sector público.

Este trabajo tendrá la doble intención
de presentar, por un lado, un punto de
vista acerca de la evolución, situación
actual y perspectivas del uso de la
informática dentro de la administración
pública mexicana, y, por otro lado, des­
tacar algunas consideraciones acerca del
lugar que ocupa la informática en el
marco de los actuales procesos de mo­
dernización que vive nuestro país.

La historia de la computación en
México comienza a finales de los años
cincuenta, específicamente, junio de
1958, que puede considerarse' como la
fecha en la cual se introdujo el primer
equipo de cómputo en nuestro país, una
computadora IBM-650, que se ínstaló
en la Universidad Nacíonal Autónoma
de México, como un instrumento de
cálculo para la investigación. La Comi­
sión Federal de Electricidad, la Secre-
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taría de Hacienda y Crédito Público,
la entonces Secretaría de Industria y
Comercio y el Instituto Mexicano del
Seguro Social son algunas de las insti­
tuciones que hacia fines de los 50 y
principios de los 60, comenzaron su
proceso de "informatizaci ón"."

Podemos decir que el periodo com­
prendido entre 1959 y 1964 corrcspon­
de a los inicios de la informática en
México y que, en esta etapa, el uso de
la informática en México es todavía
incipiente. Al final de este periodo se
contaba con unas 50 instalaciones de
cómputo en el país, tanto en el sector
público como en el privado.

Uno de los hechos más notables de
ese periodo fue la instalación, verificada
en 1960, por el Instituto Mexicano del
Seguro Social de algunos de los mode­
los más avanzados del momento para
solucionar sus problemas ele control de
afiliados y cuotas."

En el ámbito mundial, en la década
de los 60, gracias a la transición de la
tecnología de bulbos a la de transisto­
res, y luego a la de circuitos integrados,
las computadoras diversificaron su ga­
ma dc aplicaciones, pues en un principio
eran conocidas, básicamente, como he­
rramientas para la investigación cientí­
fica, o para fines militares."

De 1965 a 1982 se registró en México
un notable crecimiento del parque com­
putacional instalado. Desde diferentes
puntos de vista" se ha caracterizado
como una etapa en la cual, junto al
crecimiento exponencial del parque ins­
talado, se tiene una situación de sub­
utilización de los equipos, y se enfrentan
grandes requerimientos de capacitación
en todos los niveles: profesional, técnico
y de usuarios finales.
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Vale la pena mencionar que, hacia
1971, la Organización de las Naciones
Unidas apuntaría" que, los menciona­
dos problemas de subutilización del
equipo, falta de capacitación y desorien­
tación de los usuarios, están estrecha­
mente relacionados entre sí y son típicos
de una primera fase de difusión de la
informática en los países en desarrollo;
conjuntamente, esta problemática pro­
duciría una gran dificultad para pla­
nificar el desarrollo informático tanto
institucional como nacional.

En México y en el resto del mundo,
1982 es una fecha clave en lo que con­
cierne a los usos de la tecnología infor­
mática; podemos ubicar hacia esa fecha
la difusión de las microcomputadoras
en el mercado mundial y, también, en­
contramos ya consolidada la tendencia
a integrar la tecnología de computación
con la de comunícacíones," hechos que
se reflejan rápidamente en el uso de la
informática en la administración pú­
blica mexicana.

Así, a partir de 1983 se puede iden­
tificar una fuerte tendencia a la adqui­
sición y uso de microcomputadoras en
las dependencias públicas, con la con­
secuente introducción de redes locales;
en 1988, las microcomputadoras habían
alcanzado ya el 96.5 por ciento de las
unidades instaladas en nuestro pais
(véase Gráfica 2). Por su parte, la
integración de las tecnologías de como
putación y comunicaciones implicará,
en México, la creación, por parte de la
Secretaría de Comunicaciones y Trans­
portes, de la red TELEPAC, la cual
queda en operación en noviembre de
1982. La nacionalización de la Banca,
en septiembre del mismo año, será otro
de los hechos que modificaría sustan­
cialmente el tipo de necesidades infor­
máticas del sector públieo.
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Entr e 1983 Y 1989 el crecimiento del
parque computacional en el sector pú­
blico es más moderado, pese a que, en
términos absolutos, los requerimientos
informáticos del Estado aumentan con
la mencionada nacionalización de la
Banca.

Podemos decir que , durante esta eta­
pa, las necesidades de capacitación se
orientan más específicamente a los usua­
rios finales y que se tienen fuertes re­
querimientos de planeación a nivel na­
cional así como de estan darización.

Por otra parte, en el mencionado
periodo 1983-t 989, se desarrolla , al in­
terior de las diferentes dependen cias,
pero no a nivel global , una clara con­
ciencia de la importancia de la infor­
mática. Se conforma así. en el interior
de la administración pública, lo que
ha dado en llamarse un a "cultura infor­
mática", esto es, un conjun to de háb itos
y expectativas que hacen ver a las com­
putadoras como una realidad cotidiana .

A lo largo del proceso de " informa­
tización" del Estado mexicano, podemos
distinguir dos tendencias generales que
mencionaré a continuación.

La primera de ellas es la especial
situación que tiene en nuestro país el
Estad o como pri ncipal usua rio de la
informática y que no es compartida por
otros países." De acuerdo con cálculos
bastante conservadores," si exceptua­
mos el per iodo comprendido entre 1979
y 1982 , en el cual la demanda del seco
tor privado fue mayor , la demanda del
sector públi co ha sido superior, en pro­
medio, a un 50 por ciento de la de­
manda total. La segunda es que el
nivel de obsolescencia de los equipos
que se han introducido al país no ha
sido significat ivo si consid eramos que
algunos de los primeros equipos que se
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instalaron en Méx ico tenían un rezago
de solamente un año con respecto a
Estados Unidos de América, y que, en
la act ualidad, en algunas áreas de la
informática, como son las redes, el di­
seño asistido por computadoras, y las
áreas de minis y microcomputadoras, se
tiene probablemente una situación si­
milar.

Trataré de caracterizar la situación
actual de la informática en el sector
público citando, por un lado, algunos
datos significativos y, por otro, varios
ejemplos que ilustran la manera en que
actualmente se aplica la informática en
dicho sector y las posibilidades de uso
que ofrece dicha tecnología en un futuro
cercano.

En 1989, el monto dictaminado de
bienes informá ticos alcanzó los 827 mil
630 millones de pesos, de los cuales el
82 por ciento correspondió al sector
bancario, el siete por ciento al central
y el once por ciento al paraestatal (véan­
se Gráficas 3 y4) . El 96 por ciento
dictaminado correspondió a hardware y
el cuatro por ciento restante a software.
Cabe añadir que, hasta 1989, se ha
mantenido una fuert e tendencia a la
concentración de unidades de inform á­
tica en el Distrito Federal, la cual al­
canzó el 37 por ciento del total en
1983, el 40 por ciento en 1986 y el 53
por ciento en 1989 (véase Cuadro 1).
La demanda de bienes y servicios in­
formáticos en las diferentes secretarías
de Estado y entidades de la admi nistra­
ción pública muestran también una gran
concentración (véase Cuadro JI) .

Para tener una idea más completa de
lo que actualmente es el uso de la in­
formática en el sector público, conviene
citar varios casos que ejemplifican la
aplicación de la informática , sin pre­
tender, desde luego, que se trata de
una lista exhaustiva.



GRAFICA 3

GASTO AUTORIZADO EN BIENES Y SERVICIOS
SECTOR PUBliCO

MILES DE MILLONES DE PESOS NOMINALES
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GRAFICA 4

GASTO AUTORIZADO EN BIENES Y SERVICIOS
SECTOR PUBUCO
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CUADRO 1

TOTAL DE UNIDADES DE INFORMATICA EN EL
SECTOR PUBLICO POR ENTIDAD FEDERATIVA

----- --- -_._-

Entidad Federativa

Aguascalientes
Baja California
Baja California Sur
Campeche
Coahuila
Colima
Chiapas
Chihuahua
Distrito Federal
Durango
Guanajuato
Guerrero
Hidalgo
Jalisco
México
Michoacán
MoreJos
Nayarit
Nuevo León
Oaxaca
Puebla
Querétaro
Quintana Roo
San Luis Potosí
Sinaloa
Sonora
Tabasco
Tamaulipas
Tlaxcala
Veracruz
Yucatán
Zacatecas
Total

1983

6
12
5
7

15
7
8

16
228

8
9
9
9

29
18
16

8
6

34
11
16

6
5

16
25

8
11
15

5
34

8
24

614

%

1.0
2.0
1.0
1.1
2.4
1.1
I.3
2.6

37.1
1.3
lA
1.4
lA
4.6
3.0
2.6
1.3
1.0
5.5
1.8
2.6
1.0
1.0
2.6
4.0
1.3
1.8
204
1.0
5.5
1.3
0.6
100

1986

8
29
10
12
27

9
12
21

346
7

13
10
10
33
27
15
12
8

33
13
25

6
13
9

28
21
17
23

6
30
14

8
855

%

1.0
3.4
1.1
1.4
3.2
1.1
lA
2.4

4004
0.8
1.5
1.1
1.1
4.0
3.2
1.7
1.4
1.0
4.0
1.5
2.9
0.7
1.5
1.1
3.3
2.4
1.9
2.6
0.7
3.6
1.6
1.0

100

1989

14
31
11
12
24

9
14
20

590
8

13
13

9
30
29
14
10
8

30
13
25

7
13
10
30
22
17
24

7
26
14

6
1103

%

1.2
2.8
1.0
1.0
2.2
0.8
1.2
2.0

5304
0.7
1.1
1.1
0.8
2.9
2.7
1.2
1.0
0.7
2.9
1.1
2.2
0.6
1.1
1.0
2.9
2.1
1.5
2.2
0.6
2.3
1.2
0.5
100

NOTA: La información para 1983 y 1986 se obtuvo del Inventario de Recursos Infor­
máticos de la Administración Pública Federal.

La información de 1989 corresponde al Inventario de Recursos Informáticos de 1986,
más el número de dependencias dictaminadas durante 1987, 1988 Y 1989.

FUENTE: (1) INEGI-DPNI. lnventarío de Recursos Informáticos 1983·1986. Subdirección
de Apoyo, México, 1986.

(2) INEGI-DPNI. Listado de Unidades de Informática del Sector Público, Sudircc­
ción Técnica, México, 1990.
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CUADRO II

TOTAL DE EROGACIONES DICTAMINADAS PARA LA
ADQUlSICION DE BIENES Y SERVICIOS

INFORMATICOS POR DEPENDENCIA

1988

%
Millones
de pesos

---- --------------c - ------ -------

Depend encia

Agricultura y Recursos Hidráulicos
Comercio y Fomento Industrial
Comunicaciones y Transportes
ContraJoría General de la Federación
Defensa Nacional
Desarrollo Urbano y Ecología
Educación Pública
Energía, Minas e Industria Paraestat al
Gobernación
Hacienda y Crédito Público
Marina
Pesca
Programación y Presupuesto
Reforma Agraria
Relaciones Exteriores
Salud
Trabajo y Previsión Social
Turismo
Departamento del Distrito Federal
Procuradu ría Gral. de la República
Entidades Paraest. no Coord . Sectorial.
TOTAL

6,548
1,434

66,165
224

95
1,007
9,493

134_886
3,326

453,970

8
35,229

832
500

10,563
725
819

6,807
83

825
733,539

0.9
0.2
9.0

0.1
1.3

18.4
0.5

61.9

4.8
0.1

1.5
0.1
0 .1
1.0

0.1
100.0

NOTA: El porcentaje para algunas dependencias no es represen tativo, por ello se omite.
FUENTE: INEGI-DGPI. Tabuladores de Dictámenes Técnicos, 1988, México, 1989.
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Como usuario de la informática, el
INEGI, ha hecho una meritoria labor
de asimilación, adecuada y racional, de
los avances de la tecnología informá­
tica, gracias a la cual puede disponer
de información geográfica y estadística
oportuna y confiable. Ejemplos de esta
labor de asimilación son el uso de
cartografía "digitalizada", la implanta­
ción de sojware capaz de generar, si­
multáneamente, información geográfica
y estadística y el uso y la aplicación
de sistemas automáticos en casi todas
las etapas correspondientes al XI Censo
General de Población y Vivienda, dicha
dependencia cuenta además con una
red de teleproceso para transmitir la
información, obtenida regionalmente, a
la sede dcl Instituto en Aguascalientes,
con lo cual, dicho sea de paso, se
contribuye a lograr la descentralización
y la eficiencia al interior del Estado
mexicano ,1

8

La Comisión Nacional Bancaria tiene
a su cargo una diversidad de funciones,
desde la de inspeccionar y vigilar a las
sociedades nacionales e instituciones de
crédito hasta la de formular y publicar
la estadística oficial bancaria. Todas
ellas requieren, para su cumplimiento
eficaz, de información veraz, completa
y oportuna, así como de la automatiza­
ción de las labores rutinarias. Por ello,
la mencionada Comisión ha hecho es­
fuerzos notables para incorporar la tec­
nología informática en sus operaciones;
en particular, vale la pena mencionar
el desarrollo e implantación de siste­
mas automatizados para elevar los nive­
les de eficiencia en las funciones ad­
ministrativas y operativas, así como el
establecimiento de un sistema general
de información para facilitar, en todos
los niveles de la organización, la toma
de decisiones orientadas al cumplimien­
to de las metas operativas y de servicio
de dicha dependencia," asumiendo así

con recursos humanos modestos, com­
plejas funciones de supervisión y con­
trol gracias a una inteligente aplica­
ción de bases de datos y sistemas finan­
cieros automatizados.

Las instituciones bancarias son un
caso muy claro de los requerimientos
que plantea y, también, de las posibi­
lidades que ofrece la tecnología infor­
mática. Por mencionar solamente un
punto, podemos decir que la llamada
1< explosión" en las comunicaciones ha
generado Una demanda extraordinaria
de complejos servicios financieros que
den todo tipo de facilidades y oportu­
nidades a los clientes de la banca. En
México, las instituciones bancarias han
tratado de enfrentar este reto con ser­
vicios completos y medios de entrega
más adecuados al cliente; uno de los
ejemplos de ello es el uso de grandes
redes de comunicación en nuestro país;
a este respecto, cabe destacar las redes
de cajeros automáticos y terminales en
varios miles de puntos de venta, así
como avanzados servicios de crédito y
manejo de cuentas; tiene interés añadir
que~ de acuerdo con ciertas estimacio­
nes," en nuestro país se llevan a cabo
casi dos billones de transacciones auto­
matizadas cada año.

Por su parte, la Comisión Nacional
del Agua ha señalado que la informá­
tica es un instrumento de gran utilidad
para alcanzar los objetivos a ella en­
comendados, como es el de garantizar
que la distribución, uso y preservación
del agua responda a patrones de eficien­
cia y equidad. Esta Dependencia ha
realizado experiencias interesantes en
materia de equipamiento, capacitación
y desarrollo de sistemas.

Mediante el uso eficiente de micro­
computadoras y el desarrollo de progra­
mas de capacitación, la mencionada Co-
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misión ha logrado racionalizar sus
requerimientos de personal y aumentar
la productividad y la creatividad del
mismo. Mencionaremos que, en 1989,
dicha dependencia contaba con más de
300 paquetes propios de aplicación ge­
neral o específica. Esta dependencia
contaba, también, con varios sistemas
distribuidos para el tratamiento de pro­
blemas como control de calidad del
agua, simulación de operación de acue­
ductos y diseño de canales." Adicio­
nalmente, estas acciones han permitido
a la mencionada dependencia raciona­
lizar el uso de los equipos mayores.

Ahora bien, actualmente no podemos
separar el futuro de la informática den­
tro de la administración pública mexi­
cana de los procesos de modernización
en los cuales se encuentra inmerso nues­
tro país. Por ello, consideraré a con­
tinuación algunas de las relaciones
existentes entre los diversos planes y
programas de gobierno, por un lado,
y la utilización de la informática en el
sector público, por otro.

Como es bien sabido el Plan Nacional
de Desarrollo establece las condiciones
y objetivos generales de los mencionados
procesos de modernización; especifica­
mente, en lo que concierne a la mo­
dernización económica, se destacan la
apertura, la desregulacíón, la eficiencia
y la descentralización como componen­
tes de tales procesos.

Como se ha indicado en el Plan
Nacional de Desarrollo, la moderniza­
ción del Estado implica lograr objetivos
como son los de eficiencia y descentra­
lización para lo cual la tecnología in­
formática es hoy en día un elemento
muy valioso.

La informática está relacionada, tam­
bién, con varios de los programas sec-
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toriales que hasta ahora se han dado
a conocer, me referiré, específicamente
al Programa de Ciencia y Moderniza­
ción Tecnológica y al Programa de Mo­
dernización Educativa.

En el Programa Nacional de Ciencia
y Modernización Tecnológica se ha re­
conocido la importancia económica que
tiene el desarrollo reciente de la in­
formática:

"La automatización permite alcanzar
normas de calidad y eficiencia antes
inimaginables, al tiempo que genera
una fuerza de trabajo cada vez más
calificada y Un gran desarrollo del
sector servicios".

Dentro de un contexto económico
caracterizado por el fenómeno de la
globalizacíón, por la importancia cada
vez mayor de la competencia interna­
cional en términos de calidad y de la
capacidad de innovación tecnológica,
el gobierno mexicano enfrenta el reto
de hacer que la tecnología informática
sea un instrumento valioso para pro­
piciar el crecimiento económico de Mé­
xico y, específicamente, enfrentar exi­
tosamente los mencionados requeri­
mientos de capacitación, eficiencia y
productividad.

A manera de ejemplo, retomaré el
caso de la Banca mexicana para se­
ñalar que, si bien y como anteriormen­
te se ha indicado, ésta ha realizado
encomiables esfuerzos para optimizar
su funcionamiento con ayuda de la
informática, las posibilidades que ésta
ofrece y los retos de modernización
que plantea son extraordinarios. En par­
ticular, las posibilidades del uso de
la informática para reducir costos ope­
rativos, eliminar procesos manuales.
trámites innecesarios, y para otorgar
un mejor servicio en las sucursales ban-



carias, se traducen en ideas y proyec­
tos tales como son los de sucursales
automatizadas, sistemas expertos para
otorgamiento de crédito o tarjetas inte­
ligentes.

En el Programa para la Moderniza­
ción Educativa, se ha indicado, tam­
bién, la importancia de que México no
quede rezagado en la actual revolución
tecnológica, y se ha planteado la nece­
sidad de propiciar la investigación y la
formación de recursos humanos:

"México deberá preparar en corto
plazo al personal necesario para la
producción de conocimiento científi­
co e innovaciones tecnológicas, con­
siderando prioritarios los campos en
los que probablemente se produci­
rán los avances de mayor impacto en
el futuro".

Dicho Programa enfatiza, también,
la necesidad de innovar en los procedi­
mientos educativos y de imaginar nue­
vas alternativas para enfrentar retos
como lo son el de vincular la educación
tecnológica a la vida productiva y el
de racionalizar los costos educativos.

Los requerimientos en el Programa
Nacional de Solidaridad y en el Progra­
ma de Modernización Educativa sugie­
ren posibilidades fructíferas de aplica­
ción de la informática. En particular,
la inteligencia artificial y el diseño y
fabricación asistidas por computadora,
lo mismo que la producción de soft­
ware para fines educativos."

Para México, aprovechar las ventajas
de la informática significa, por ejemplo,
mejorar la calidad de la enseñanza e
incrementar la motivación de los alum­
nos utilizando la computadora cama una
herramienta de aprendizaje; mejorar la
eficiencia de la planta productiva me-

diante la automatización de diversos
procesos y, en general, mejorar la ca­
lidad de vida de los mexicanos propor­
cionando mejores servicios; en este sen­
tido cabe mencionar, por citar solamente
un ejemplo, que la disponibilidad de
bancos de datos médicos, lo mismo que
de sistemas para facilitar la atención
primaria y, aun el diagnóstico médico,
puede ser un elemento muy importan­
te para cuidar la salud de nuestra po­
blación.

He tratado de enfatizar que en Méxi­
co se han llevado a cabo acciones im­
portantes para el uso adecuado de la
informática en el marco de los actuales
procesos de modernización; sin embar­
go, no podemos soslayar que, 10 mismo
en materia de investigación, de forma­
ción de recursos humanos y de apli­
cación de la informática, los retos que
enfrenta nuestro país son muy grandes.

La informática que ha sido, indu­
dablemente, una de las palancas de la
modernización a nivel mundial, y aun
cuando no constituye, desde luego, la
única innovación tecnológica de nues­
tros tiempos, sí es, como en ocasiones
se ha señalado," el factor común que
permite y acelera todas las demás. La
utilidad que tenga para México esta
palanca tecnológica que es la informá­
tica, dependerá de cómo decidamos usar­
la.

Centros como el Instituto Nacional de
Administración Pública, A. C. (INAP)
o el Instituto Tecnológico de Estudios
Superiores de Monterrey (ITESM) tie­
nen una responsabilidad muy clara a
este respecto: formar usuarios cada vez
más competentes de la tecnología. Usua­
rios que entiendan las peculiaridades,
problemática y oportunidades de la in­
formática. Usuarios que sepan su intro­
ducción, adquieran sus productos más
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adecuados, administren inteligentemente
sus recursos y, sobre todo, sean capaces
de diseñar con ella una realidad mejor.

El esfuerzo del ITESM para mante­
nerse en la frontera del conocimiento
en esta área y su compromiso por po­
nerIa al servicio de nuestra sociedad
ha resultado ya en profesionales y pro­
ductos que han contribuido eficazmente
al progreso de nuestra industria y del
mismo sector público. Este esfuerzo
del ITESM ha sido también un estímulo
para otras instituciones que, a su vez.
han contribuido a que México haga pro­
pia esta tecnología y la aproveche de
forma cada vez más substancial y así
podemos ver con optimismo que en el
futuro esas contribuciones serán mayo­
res.

y no puede ser de otra forma. La
construcción de un Estado moderno y
eficiente, el dotarnos de niveles de bie­
nestar dignos, la creación, en fin, de
una sociedad más justa, son el reto que,
como mexicanos, hemos decidido asu­
mir. La informática es una palanca que
hemos aprendido a usar y no podemos
dejar de seguir usando para que triun­
femos en este reto.

NOTAS

1 ej. J. Rose La Revolución Cibernética,
F. C. E., México, 1987.

2 Existen varias definiciones que, en ge­
neral, coinciden con los puntos que aquí se
han señalado. el. e.q. A. J. Meadows y M.
Gordon The Random House Díctíonarv 01
New lniormatics Technology, Vintage Books,
Nueva York, 1983, V.t. Nathan Rosenberg
Perspectives on Technology, Cambridge, 1976.

3 Ct. MarshalI MacLuhan La Aldea Global,
Martínez Roca, Barcelona, V.t. Karen Wright
"The Road to the Global Village" Scíentíiíc
American, marzo de 1990, págs. 58-66.

158

4, Abraham Peled. "The Next Computer
Revolution" Scientiiic American. octubre de
1987, págs. 57-64.

5 Ct, Ben Matley "National Computer
Policies in High-Tech Times" ABACUS, vol.
5, No. 4 (1988), págs. 4449. Antonio Pulido
"Algunos impactos de las tecnologías y los
medios de información sobre la economía
en su conjunto, con especial referencia a los
aspectos de gestión, productividad y em­
pleo". La Sociedad de la Información (1:;5­
tudio Prospectivo de Retos para la España
de los Anos 90), Tccnos, Madrid, 1>83, págs.
t46-54.

ti V. Wright, arto cit.; v. t. John C.
Lautsch, "Computers, Communicatíons and
the Wealth of Natíons: Sorne Theoretical
and Policy Considerations about an Infor­
mation Economy", ComputerjLaw lourruü,
voL IV, núm. 1, (1983), págs. lUI-132.

7 Para el caso de Brasil v., Legislacao,
Secretaría Especial de Intormatica (SEl),
Brasilia, 1987. Pura el caso de Argentina v .•
Política Informática 1985, Secretaría de Cien­
cia y Técnica-Subsecretaría de Informática
y Desarrollo, Buenos Aires, 1986. Respecto a
España v., "Real Decreto 2291/1~oj sobre
Órganos de Elaboración y Desarrollo de la
Poutica Informática del Gobierno". Sobre
Francia V., Renal Bríckman "France" en
Francís W. Rushing y Carole G. Brown,
Naiional Policies tor Developing High: Tech­
notogy Industries, Westview Press, rsoulder,
Colorado, 1986.

8 Cf.• Reglamento Interior de la Secreta­
ría de Programación y Presupuesto (1989).

9 Ci., Memorias del Congreso "Pasado,
Presente y Futuro de la Computación. 3D
Aniversario de la Computación en México",
UNAM, México, 1988, 2 voís., V.t. MIguel M.
Soriano y Christian Lemaitre "Primera Dé­
cada de la Computación en México", Cien­
cia y Desarrollo, núms. 60-61 (l9ti6).

lU Ibíá., V.t. "El Desarrollo de la Infor­
mática en México: Problemas y Alternati­
vas" Comunidad Informática, 8 (1981) págs.
11-15. Tomás Garza, "La Computación en
México: Análisis de un Crecimiento y Auge
Condicionados", Comunidad Informática 14
(1982) págs. 4-7.

11 V., Historia de la Computación, IBM
de México, México, 1987. V.t., Memorias ...
v.z., "Cuatro obras del IMSS, en Crónicas
(lMSS), año 2, numo 20 (1986), págs. 1-3.

12 V., e.g. D. F. Parkhill. The Challenge
of the Competer Utility, Addison-Wesley.
Reading, Mass., 1966.



13 V., c.g., Raúl L. Katz. Políticas Nacio­
nales de Informática en México, Subsecre­
taría de Informática, Buenos Aires, 1984,
v.r., Garza, arto cit.

1.4 Organización de las Naciones Unidas,
The Application ot Computer Technology
for Development, Nueva York, 1971.

15 V., e.g., Robert W. Crandall y Kenneth
Flamm (eds.), Changing the Rules. Tech­
nological Chance, International Competition,
aná Regulation in Communicatíons, The
Brooking Institution, Washington, 1989.

1-6 En el caso de Brasil, por ejemplo, se
trata de un país con una política informá­
tica bien definida (que incluye, por ejem­
plo, la protección a la industria nacional,
por lo menos en algunas áreas, como es
la de microcomputadoras) y donde el Es­
tado no es un consumidor mayoritario de
productos informáticos. V., Perfil da In·
iormatica na Administracao Publica Fede­
ral, Secretaría Especial de Informática, Bra­
silia, 1986, v.t., William R. Cline Informatics
and Development. Trade and Industrial Po­
licy in Argentina, Brazil and Mexico. Eco­
nomics International, Washington, 1987.

17 Ci., Caroline Verut, Market Research
Summarv: The Mexican Market ior com­
puters, Peripherals aná Software, Cámara
de Comercio de los Estados Unidos, Méxi­
co, 1989.

18 V., Guía de Información Censal. Censo
de 1990, INEGI, México, 1990, v.t., Raúl
Hudlet, "Política Informática en el Sector

Público: la Informática y los Censos Ge­
nerales de Población y Vivienda en el Mar­
ca del Plan Nacional de Desarrollo: 1989­
1994" (Ponencia presentada en la Conferen­
cia Ejecutiva del Sector Público: INAP­
IBM de México, México, 1990).

~9 V., Programa Institucional de Desarro­
llo Informático de la Comisión Bancaria y
de Seguros, 1989-1990 Comisión Nacional
Bancaria y de Seguros, México, 1989.

20 Banco Nacional de México "Uso de
la Computación y Comunicación en la Ban­
ca" (Mimeo).

21 V., Programa Institucional de Desarro­
llo Informático de la Comisión Nacional
del Agua, 1989-1994, Comisión Nacional del
Agua, México, 1989; Microcomputador. Ope­
ración y apoyos, Instituto Mexicano de Tec­
nología del Agua, México, 1988.

22 V., e.g., Frank Blacler y David Oborne,
Designíng [or the Future. Information Tech­
nology and People, British Psychological
Society, Leicester, 1987. T. Plomp, K. van
Deursen y J. Moonen (eds.), Ccmputer
Asisted Learníng tor Europe, North­
Holland, Amsterdam, 1987. ESPRIT'8B.
Putting the Technology to Use. Proceedings
ot the 5th Annual Conierence, Brussels,
November, 1988, Ncrth-Holland, Amsterdam,
1988.

aa V., e.g., Simon Nora y Alain Mine,
La Información de la Sociedad, Fondo de
Cultura Económica, México, 1981.

159


	pr0
	Forro
	Portada
	Página legal
	Consejo directivo
	ÍNDICE
	Colofón

	pr1
	pr2
	pr3
	pr4
	pr5
	pr6
	pr7
	pr8
	pr9
	pr10
	pr11

